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PRÓLOGO
 
    
 
   Este es un libro singular, de algún modo diferente, que propone al lector una lectura reflexiva y atenta. Es un libro que nos invita a pensar y a explorar multitud de temas, aparentemente desconectados entre sí, pero que se van enlazando en una visión coherente, basada en el valor de la libertad, para entregarnos una perspectiva original del mundo en que vivimos. Arturo Damm Arnal lo hace partiendo de 100 citas escogidas de pensadores antiguos y modernos, cien valiosas reflexiones sugerentes, oportunas y a veces hasta sorprendentes por su sencillez y su justeza.
 
   Pero El punto sobre la i. Ideas en torno a la libertad individual, la responsabilidad personal y la propiedad privada, no es un simple recuento de pensamientos, un agregado de esas «citas famosas», o «citas citables» con que a veces nos obsequian los editores. Las frases que rescata en sus páginas son, por el contrario, puntos de partida para que el autor vaya desenvolviendo, con paciencia y con limpia prosa, un conjunto de comentarios y de ideas de no poca importancia. 
 
   Hay citas de autores que se han dedicado la economía, la filosofía, la política y las artes. Desde pensadores del mundo antiguo, como Aristóteles, Cicerón y Lao Tse, hasta contemporáneos de muy diversos ambientes, como Ayn Rand, Albert Einstein y Jorge Luis Borges; economistas clásicos y modernos, que incluyen a Adam Smith, Frédéric Bastiat, Friedrich Hayek, John Maynard Keynes, Milton Friedman, Ludwig von Mises y muchos más; políticos y pensadores políticos que van desde hombres del pasado, como Oliver Cromwell, John Locke, Thomas Jefferson, Simón Bolívar, Mikhail Bakunin y Karl Marx, hasta otros más cercanos a nuestro tiempo, como John F. Kennedy y Ronald Reagan. La selección es amplia, variada, sugerente.
 
   Sobre cada frase, cada breve sentencia, Arturo Damm elabora comentarios fructíferos, a veces laudatorios, a veces críticos, pero siempre oportunos para construir su visión libertaria de la ética, la economía y los asuntos públicos. Desfilan en sus páginas los temas específicos del proteccionismo, los intereses, la banca central y los impuestos, junto con ideas más generales acerca de la cooperación social, la libertad individual, el derecho de propiedad, el nacionalismo y las funciones del estado.
 
   Podemos estar de acuerdo o no con sus comentarios y leer, tal vez con entusiasmo o con cierto desagrado, algunas de las citas que el autor nos propone. No es eso lo más importante. Lo que vale, lo que me parece estimulante, es que el lector pueda reflexionar sobre tan amplios temas y construir su propia visión, personal y única, indispensable para comprender la sociedad en que tiene que desenvolverse. Para eso propongo que nos acerquemos a este libro de un modo diferente al usual: que leamos con atención cada cita —tratando en lo posible de apartar los prejuicios que tengamos sobre el autor que la formula— que reflexionemos sobre su contenido y que, luego, comparemos nuestras ideas con las que Damm nos ofrece, en diálogo con el autor y con quienes, en escritos o discursos, dejaron su huella en el mundo en que vivimos.
 
   En nuestra época el estado, el poder público, ha ido asumiendo funciones y prerrogativas que hubiesen resultado inimaginables hace uno o dos siglos. El estado parece tener derecho a todo: a quitar a unos para dar a otros, a imponernos algo que erróneamente denomina solidaridad y a decirnos cómo tenemos que vivir. Nos sujeta a infinidad de controles sobre nuestras haciendas y nuestra vida privada, sobre la forma en que trabajamos, nos relacionamos, intercambiamos bienes y servicios, nos desplazamos y hasta en lo que comemos y en el modo en que nos divertimos. Cada vez más son las normas y las regulaciones y se amplía, en consecuencia, el ejército de funcionarios y de burócratas que se ganan la vida entrometiéndose en los asuntos de los demás. Ante tales hechos, aceptados por muchos como algo natural e inevitable, surge entonces la voz de un pensamiento libertario, refrescante, crítico, que nos obliga a reflexionar y a ponernos en guardia contra todo aquello que lesiona nuestra libertad individual y nuestros derechos como seres humanos. Contra las fuerzas que intentan moldear nuestra vida como si no fuésemos capaces de decidir por nosotros mismos.
 
   Por todo esto El punto sobre la i es una lectura enriquecedora, desafiante, clara en su contenido y firme en sus principios que recomendamos sinceramente a nuestros lectores.
 
    
 
   Carlos Sabino
 
   Guatemala, 2011
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   Los derechos individuales no están sujetos al voto público; una mayoría no tiene derecho a votar la derogación de los derechos de una minoría. La función política de los derechos es precisamente la de proteger a la minoría de la opresión de la mayoría (y la menor minoría en la Tierra es el individuo).
 
    Ayn Rand
 
    
 
   ¿Cuál es la razón de ser del Estado y sus leyes? Una, y sólo una: reconocer y garantizar los derechos naturales de la persona, que son anteriores y superiores a cualquier Estado, a cualquier legislación, lo cual supone que el respeto a esos derechos es obligación de todos, gobierno y gobernados, por lo que nadie, ni un autócrata, ni una democracia, deben violarlos. La democracia que reconoce y garantiza esos derechos —que lo son a la vida, la libertad y la propiedad—, es una democracia liberal, que se funda en el reconocimiento de que no todo debe ser objeto de votación, voluntad de la mayoría que encuentra su límite en la vida, la libertad y la propiedad de las personas.
 
   Sin embargo, en todas partes, la democracia ejerce presión para deshacerse del adjetivo liberal, demandando del Estado algo más que el reconocimiento y la garantía de los derechos naturales. Hoy, en las democracias, en mayor o menor medida, se demanda, inclusive antes que el reconocimiento y la garantía de los derechos naturales, y la gran mayoría de las veces en contra de ellos, la satisfacción de las necesidades, por lo menos de aquellos que no son capaces de satisfacerlas por sí mimos. 
 
   Uno de los mejores cómplices que ha tenido el Estado benefactor, que se concreta en el gobierno hada madrina, con su pretensión de concedernos todos los bienes, es la democracia, sobre todo la que se ha deshecho del adjetivo liberal, por lo que, en mayor o menor medida, viola los derechos a la propiedad y a la libertad, lo que sucede cada vez que el gobierno, con la intención de satisfacer las necesidades de algunos de sus gobernados, redistribuye, quitándole a unos para darle a otros, práctica común y corriente: gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir.
 
   La degeneración del Estado, de defensor de los derechos naturales de la persona, a satisfactor de las necesidades de la gente, sobre todo en sistemas políticos democráticos, en los cuales la mayoría vota a favor del gobierno hada madrina, ha sido universal y, salvo casos extremos, generalmente aceptada, lo cual supone, una y otra vez, la violación de los derechos de algunos gobernados, aquellos a quienes el gobierno les quita, con el fin de darle a otros, lo cual viola, no solamente la propiedad, sino también la libertad, por una razón muy sencilla: la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, y en la misma medida en la que se limita o elimina la primera, se limita o elimina la segunda.
 
   La degeneración del Estado, de defensor de los derechos naturales de la persona, a satisfactor de las necesidades de la gente, la transformación del Estado en Estado benefactor, y la conversión del gobierno en gobierno hada madrina, ha dado como resultado la violación sistemática de dos de los tres derechos naturales de la persona, a la libertad y a la propiedad, lo cual, en sistemas democráticos, supone la derogación, de parte de una mayoría, de los derechos de la mínima minoría, el individuo, cuya propiedad y libertad se ven amenazadas por el Estado y sus leyes, algo grave, comenzando por el hecho de que la mayoría de los individuos no siquiera está consciente de lo que está pasando. 
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Toda la diferencia entre un mal y un buen economista es ésta: el primero toma en cuenta el efecto visible, el otro tiene en cuenta el efecto que se ve y los que hay que prever. Ahora bien, esta diferencia es norme, ya que casi siempre sucede que, mientras la consecuencia inmediata es favorable, las últimas son fatales y contrarias. De esto se sigue que el mal economista persigue un bien pequeño en el presente, al que le seguirá un gran mal, mientras el verdadero economista persigue un gran bien futuro, al riesgo de un pequeño mal presente.
 
   Frédéric Bastiat
 
    
 
   ¿Cuántos males —inflación, bajo crecimiento, desempleo, bajos ingresos, caídas en la competitividad del país, oportunidades perdidas, etc.— nos hubiéramos ahorrado en México si, sobre todo a partir del sexenio de Luis Echeverría (1970-1976), pero sobre todo durante el de López Portillo (1976-1982), los responsables de las políticas económicas gubernamentales —en el Banco de México, en la Secretaría de Hacienda, en la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, y sobre todo en la Presidencia de la República—, hubieran conocido y entendido la frase de Frédéric Bastiat, uno de los economistas más lúcidos que ha habido, poseedor de una sobresaliente capacidad didáctica, lucidez que, desafortunadamente, no es moneda de uso corriente entre nuestros economistas, capacidad didáctica que tampoco lo es entre quienes enseñan, hablan y escriben de tales temas. Insisto: ¿cuántos males nos hubiéramos ahorrado si Bastiat hubiera sido el economista tutelar de quienes eligieron, en las últimas décadas, las políticas económicas del gobierno?
 
   Supongamos que un grupo de industriales nacionales convence al gobierno de que los proteja de la competencia que trae consigo las importaciones, por lo que el gobernante decide cerrar las fronteras del país a la entrada de tales mercancías. ¿A quién beneficia? A los industriales nacionales, a quienes se mantiene al margen de la competencia, permitiéndoles, en primer lugar, cobrar un precio mayor del que cobrarían si tuvieran que competir con las importaciones, lo cual les permite aumentar sus ganancias. La medida impuesta por el gobierno los beneficia, ¿pero a costa de quiénes? En primer lugar de los consumidores, quienes, para empezar, tendrán que pagar un precio mayor del que pagarían si el gobierno permitiera la competencia de las importaciones, lo cual, o disminuye sus posibilidades para comprar otros bienes y servicios, lo cual afecta a los oferentes de los mismos, o reduce su capacidad de ahorro, lo cual disminuye las posibilidades de inversión,[1] es decir, de producir más y mejor,[2] con todo lo que ello supone para el crecimiento económico, los empleos y los ingresos.
 
   El mal economista, el que está a favor del proteccionismo, limita su visón al beneficio que reciben los industriales protegidos de la competencia. El buen economista, el que está a favor del libre comercio, ve más allá, siendo capaz de deducir qué efecto tendrá la medida proteccionista sobre los consumidores, el resto de los productores, y la capacidad de los agentes económicos para ahorrar e invertir. El costo de que algunos industriales ganen más de lo que ganarían si tuvieran que competir con las importaciones, es la reducción en el bienestar material de lo consumidores, la disminución en la oferta[3] de otros bienes y servicios, y la merma en la capacidad de ahorro e inversión, es decir, de producir más y mejor, de crear más empleos y de aumentar los ingresos. El mal economista cambia un bien menor, hoy, por un mal, mayor, mañana. El bueno está dispuesto a eliminar el proteccionismo, y a sujetar a la competencia a los industriales hasta hoy protegidos, quienes, si no quieren salir del mercado, tendrán que volverse competitivos, lo cual supone un mal menor en el presente,[4] todo ello a cambio de un bien mayor en el futuro: más y mejores opciones de consumo, lo cual brinda más y mejores oportunidades a otros productores, sin olvidar el incremento en la capacidad de ahorro e inversión de los agentes económicos. 
 
   ¿Cuántos de nuestros economistas, sobre todo quienes deciden las políticas públicas, son, en términos bastatianos, buenos economistas, verdaderos economistas?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El renunciar a su individualidad es el aniquilarse a sí mismo. La esclavitud mental es la muerte mental, y cada hombre que ha renunciado a su libertad intelectual es el féretro viviente de su espíritu muerto.
 
   Robert G. Ingersoll
 
    
 
   Individuo, individualidad, individualismo, palabras poco populares, en el mejor de los casos, tremendos insultos, en el peor. «Eres un individualista», le dice alguien a alguien más, y éste bien puede arremeter contra aquel exigiéndole algo así: «¡No me insultes!»
 
   ¿Qué debemos responder a la afirmación eres un individualista? La verdad, pero corregida y aumentada: «No sólo soy individualista, sino que soy individuo, y no hay receta para dejar de serlo». Ser individualista no es otra cosa más que reconocer el hecho de que somos individuos, reconocimiento que es la primera consecuencia de haberle hecho caso a Sócrates en aquello de «Conócete a ti mismo».
 
   ¿Qué quiere decir que el ser humano es individuo? Muchas cosas, pero una en especial: que él, y solamente él, decide y elige y, todavía más importante, que él, y sólo él, se decide y se elige, facultad para decidir y elegir, para decidirse y elegirse, que define la esencia de la vida propiamente humana. Vivir, para el ser humano, implica una sucesión ininterrumpida de decisiones y elecciones, trascendentes unas, sin mayor importancia otras, pero inevitables, existiendo solamente dos caminos: o decido y elijo yo, o alguien más lo hace por mí.
 
   Si alguien más decide o elige por mí una de dos: o todavía no soy capaz de ejercer la facultad de decisión y elección, que es el caso, por ejemplo, del ser humano recién nacido o, siendo ya capaz de ejercerla, permito, por las razones que sean, que alguien más decida y elija por mí: paradójicamente decido no decidir, elijo no elegir, lo cual no elimina mi facultad para hacerlo, simplemente «la apaga».
 
    Si renuncio a decidir y elegir, si renuncio a decidirme y elegirme, renuncio a mi individualidad y, como lo dice Ingersoll, me liquido. Se trata de una variante del suicidio, por la que no me quito la vida, pero por la cual renuncio a la vida propiamente humana, la que se construye a partir de las decisiones y elecciones propias, que son, dicho sea de paso, las que hacen que la vida sea digna de ser vivida, que la vida de cada cual sea, efectivamente, la vida de cada uno, no la vida que, alguien más, quiere que vivamos, algo a lo que debemos oponernos con todas nuestras fuerzas, sobre todo cuando ese alguien más es algún político o gobernante con un proyecto de nación que no es otra cosa más que su proyecto de vida para los demás, mismo que el tirano sintetiza así: «Haz lo que yo te diga y serás feliz». ¿Ejemplos? Desde Hitler hasta Chávez; desde Stalin hasta Castro; desde El Gran Hermano, siempre presente y vigilante en la novela 1984 de Orwell, hasta Napoleón, y no me refiero a Bonaparte, sino al cerdo (¡nunca mejor dicho!) que se hace con el poder, total y absoluto, en Rebelión en la granja, también de Orwell.
 
   No necesitamos UN proyecto de Nación, ni UN futuro para el país, sino una nación en la cual cada individuo, respetando el derecho de los demás, y sin ningún privilegio gubernamental, pueda sacar adelante sus proyectos, siendo capaz de forjar su futuro, a partir de sus decisiones y elecciones.
 
   La imposición, ya sea democrática o autocrática, de un proyecto de nación, supone que la persona renuncia, o es obligada a renunciar, a su individualidad, a su facultad para decidir y elegir, para decidirse y elegirse, convirtiéndose, o convirtiéndola, en el féretro viviente de su espíritu muerto. Y la vida propiamente humana es la del espíritu, no la del cuerpo.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La visión gubernamental de la economía puede resumirse en unas cortas frases: si se mueve, póngasele un impuesto. Si se sigue moviendo, regúlese, y si no se mueve más, otórguesele un subsidio.
 
    Ronald Reagan
 
    
 
   La economía ha sido siempre, en mayor o menor medida, por una u otra razón, objeto de preocupación para los gobernantes, lo cual quiere decir que la actividad económica de los particulares ha sido, desde siempre, objeto de preocupación, y desafortunadamente de ocupación, para los gobernantes, quienes nos han cobrado impuestos, regulado y subsidiado, todo ello en mayor o menor medida, pero siempre en alguna, de tal manera que hoy, para la mayoría, resulta impensable la actividad económica de los particulares sin la presencia impositiva, reguladora o subsidiadora del gobierno, mayoría entre la que se cuentan a no pocos economistas liberales, defensores del laissez faire y valedores de la economía de mercado.
 
   A muchos les resulta difícil imaginar cómo sería un mundo en el cual el gobierno se limitara, en el ámbito de la economía, a reconocer plenamente, definir puntualmente y garantizar jurídicamente los derechos a la libertad (para trabajar, emprender, invertir, comerciar y consumir) y a la propiedad (sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción); a ofrecer los bienes y servicios públicos, ¡que realmente sean públicos!, y a minimizar lo más posible los costos de transacción, comenzando por garantizar el cumplimiento de los contratos, para lo cual tendría, ¡obviamente!, que cobrar los impuestos necesarios que le permitan sufragar tales tareas.
 
    ¿Y todo lo demás? Todo lo demás (desde la oferta monetaria hasta los términos de los contratos) lo llevarían a cabo los particulares, a partir de decisiones y elecciones individuales, a partir de intercambios pactados, de la A a la Z, entre las partes involucradas, sin que el gobierno regule (lo cual supone que el regulador gubernamental sabe mejor que las partes involucradas lo que más les conviene, la mejor manera de conseguirlo, y la forma más eficaz de minimizar los riesgos) y subsidie (lo cual supone que unos, los subsidiados, merecen un privilegio que los otros, los no subsidiados, por una u otra vía, terminan pagando), limitándose a cobrar los impuestos necesarios para llevar a cabo las tres tareas señaladas en el párrafo anterior.
 
   A partir del mercantilismo, siglo xvi, algunos creen que la intervención del gobierno, ya sea para evitar ciertas importaciones, ya para proteger o subsidiar a determinados productores nacionales, da mejores resultados que el libre comercio, en el cual el gobierno, ni privilegia a ciertos productores, ni manipula el comercio exterior, dejando que sean los consumidores, comprando o dejando de comprar, quienes decidan qué se produce y quién, un nacional o un extranjero, lo produce.
 
   A partir de Marx, siglo xix, y de lo que fue una mala lectura del mismo, algunos creen que el gobierno puede planear, conducir, coordinar y orientar la economía, ¡y obtener mejores resultados de los que se consiguen si el gobierno se abstiene de hacerlo!, es decir, si se deja que los agentes económicos decidan y elijan qué hacer y cómo hacerlo, sin que el gobierno meta su cuchara, es decir, sin que viola la libertad individual y la propiedad privada.
 
   A partir de Keynes, siglo xx, y de lo que fue una mala interpretación de sus ideas, algunos creen que el gobierno puede, por medio de las políticas fiscal y monetaria (la típica política fiscal keynesiana —deficitaria—, requiere del apoyo de una cierta política monetaria —inflacionaria—), mantener un determinado crecimiento de la producción y un cierto nivel de empleo, ¡y obtener mejores resultados de los que se consiguen si el gobierno no interviene!
 
   El hecho es que, ya sean de inspiración mercantilista, marxista o keynesiana, los gobernantes ven en la actividad económica de los particulares un objeto de su preocupación y ocupación, a la cual hay que gravar, regular o subsidiar, como si de ello dependieran mejores resultados. Muestra de ello, en México, es desde el capítulo económico de la Constitución hasta los planes nacionales de desarrollo de cada gobierno.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Cuando los políticos promueven y hacen leyes que «protegen» a determinados productores o gremios elevan a decreto la pobreza y la improductividad.
 
   Ricardo Medina Macías
 
    
 
   ¿Qué justifica que el gobernante proteja (eso sí, por medio de una ley, para que, aunque injusta, la protección resulte legal) a un productor, que es, ¡no hay que olvidarlo!, un oferente de algún bien o servicio, mercancías que deben beneficiar al consumidor, y hacerlo de la mejor manera posible? ¿Qué justifica ese tipo protección? 
 
   La respuesta que muchos tienen en la punta de la lengua es que si no se le protege desaparecerá. De acuerdo, ¿pero por qué? Porque no pudo con la competencia, siendo de ella, de la competencia, de la que se le debe proteger, para lo cual los medios son muchos, desde prohibir la participación de cualquier otro en «su» mercado, hasta lastrar la participación de los otros, con el fin de restarles competitividad. ¿Cuáles son las consecuencias de esa protección?
 
   La eliminación del único incentivo real para lograr la competitividad y, de paso, para aumentar la productividad: la competencia. Aumentar la productividad supone hacer más con menos (es decir: reducir costos de producción), y si el problema económico es el de la escasez, los incrementos en la misma son indispensables para irlo sobrellevando. ¿Y qué mejor incentivo para que los productores se esfuercen para aumentar la productividad de sus negocios que la competencia? Ser competitivo supone hacerlo mejor que los demás en cuatro frentes —costos y precios, calidad y servicio—, y para conseguirlo se requiere aumentar la productividad, es decir, bajar costos, teniéndose así la posibilidad de reducir precios, haciéndolo mejor que los demás, demás que no son otros más que la competencia. ¿Y quiénes se benefician de los avances en productividad y competitividad? Los consumidores.
 
   Una empresa protegida de la competencia puede, aumentando su productividad, reducir sus costos de producción e incrementar, en la misma proporción en la que se redujeron estos, sus utilidades: dado que no tiene competencia no tiene por qué bajar sus precios, no tiene por qué ser competitiva y ofrecer su mercancía a un menor precio que la competencia. En monopolio los aumentos en la productividad solamente benefician al productor, pero no al consumidor, mismo que se beneficia de esos incrementos si, y solamente si, la empresa tiene que volverse más competitiva, para lo cual se requiere de la competencia. 
 
   ¿Cuál debe ser el criterio para «palomear» o «tachar» una política económica? Muy sencillo: si favorece a los consumidores debe palomearse; por el contrario: si va en contra de sus intereses debe tacharse. ¿Y qué les conviene a los consumidores? Más y mejores opciones de consumo, que se logran, ¡únicamente!, por medio de la competencia, para lo cual el gobierno debe, uno, mantener abiertos, a la participación de todo aquel que quiera participar, todos (¡¡¡TODOS!!!) los sectores de la actividad económica y, dos, mantener abiertos, a la importación, todos (¡¡¡TODOS!!!) los mercados. Esto es lo justo y lo eficaz, siendo que en economía lo eficaz (más y mejores mercancías para más consumidores) es siempre resultado de lo justo (respeto a la libertad y a la propiedad, mismas que, cada vez que el gobierno le otorga protección a algún productor, se violan para el resto).
 
   Por último consideremos que si un productor desaparecer por obra y gracias de la competencia es porque ha sido sustituido, en las preferencias de los consumidores, por otro oferente, capaz de satisfacerlos mejor, a lo cual bien podemos llamar progreso. ¿O no?
 
   Por ello hay que poner el punto sobre la i
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   La libertad es esencialmente una condición de desigualdad, no de igualdad. Reconoce como un hecho de la naturaleza las diferencias estructurales inherentes en el hombre —en temperamento, carácter, y capacidad— y respeta esas diferencias. No somos iguales y ninguna ley puede hacernos.
 
   Frank Chodorov
 
    
 
   ¿Qué nos hace diferentes a los seres humanos? Muchas son las causas de esas diferencias, pero entre ellas destacan, uno, la capacidad para decidir y elegir y, dos, la eficiencia para, después de haber decidido y elegido, lograr los fines que nos hemos propuesto. En dos palabras: la libertad.
 
   ¿Qué es la libertad? En primer lugar el poder para decidir y elegir, poder que antes que cualquier otra cosa es una experiencia, decisiones y elecciones que son distintas de un ser humano a otro, primera fuente de desigualdades: ante las mismas opciones los seres humanos decidimos y elegimos de manera distinta, es decir, de forma personal, en función de necesidades, deseos y valores personales y, por ello mismo, distintos, no iguales, desiguales.
 
   Pero la desigualdad no se limita a la decisión y la elección, yendo más allá, hasta llegar al campo de la eficiencia: no todos los seres humanos tienen el mismo poder para conseguir los fines que se proponen, habiendo aquellos que triunfan, y aquellos otros que fracasan, diferencia que se explica por muchos factores, todos aquellos que componen la eficiencia, o ineficiencia, del obrar, desde la eficacia[5] con la que uno y otro obran, hasta la suerte con la que el otro y el uno cuentan.[6]
 
   No todos los seres humanos deciden y eligen correctamente, y no todos obran con la misma eficiencia, razón por la cual los resultados serán distintos, sobre todo en el campo de la actividad económica: el agente económico (que puede ser desde un empresario, pasando por un trabajador, hasta llegar al consumidor, sin olvidar al ahorrador) que decidió y eligió mal, y que obró de manera ineficiente, no obtendrá los mismos resultados que aquel que decidió y eligió correctamente, y que obró con eficiencia. Los resultados de la acción humana serán distintos, éxitos en algunos casos, fracasos en otros, y siempre habrá desigualdad, ante la cual muchos se preguntan ¿qué hacer?, en general, y ¿qué debe hacer el gobierno?, en particular. La respuesta, si se ha de respetar la libertad y la propiedad de la persona, es la siguiente: nada. Las desigualdades deben respetarse, comenzando por las desigualdades en el ingreso, que no son consecuencia de que unos (ricos) concentren más ingreso que otros (pobres), sino de que los primeros son capaces de generar más ingreso que los segundos, distinción importante porque hay quienes confunden desigualdad con pobreza, siendo que son distintas, sin olvidar que el problema es la segunda no la primera. El problema no es que los ricos generen diez, veinte, treinta, cuarenta o cincuenta veces más ingreso que los pobres, sino que los pobres son incapaces de generar un ingreso suficiente que les permita satisfacer correctamente sus necesidades básicas y ahorrar. Aceptada la diferencia entre desigualdad y pobreza, resulta claro que la segunda no se resuelve buscando la igualdad por medio de la redistribución del ingreso, quitándole a los ricos para darles a los pobres, sino logrando que los pobres, a través de trabajos productivos, generen mayores ingresos.
 
   Buscar la igualdad entre los seres humanos, sobre todo la igualdad de resultados, y sobre todo en el ámbito de la economía, es ir contra la naturaleza, lo cual no puede más que atraer malas consecuencias. No somos iguales y ninguna ley puede hacernos iguales, y la única igualdad que el gobierno debe imponer es la igualdad ante la ley, primera característica de las leyes justas.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Si un intercambio entre dos partes es voluntario, no ocurrirá a no ser que ambos crean que se van a beneficiar de él. La mayoría de las falacias en economía derivan de la negación de este concepto tan simple, de la tendencia a asumir que hay una traba insalvable, que una parte puede ganar solo a expensas de la otra.
 
    Milton Friedman
 
    
 
   Si los encargados de regular las actividades económicas de los particulares entendieran que cualquier intercambio (¡el que sea!), es siempre (¡invariablemente!), un juego de suma positiva, por el cual las dos partes se benefician (¡ganan!) el bienestar material de millones de seres humanos, a lo largo y ancho de nuestro mundo, sería mayor del que es (¡mucho mayor!). Desafortunadamente, gobernantes y burócratas, de todo tiempo y lugar, de una u otra manera, han intervenido en los intercambios entre agentes económicos, ya sea manipulando precios, determinando cantidades, o definiendo calidades, como si ellos supieran, mejor que consumidores y productores, lo que es correcto. ¿Lo saben? ¡Por su puesto que no!
 
   Lo primero que hay que tener claro es que cada vez que el poder público interviene en los intercambios que realizan los particulares lo que hace es favorecer a una de las partes y perjudicar a la otra. El ejemplo más claro lo tenemos en la manipulación de precios. Si el burócrata decide que el precio de una determinada mercancía es elevado, impondrá un precio máximo, por debajo de aquel al que libremente llegaron oferentes y demandantes, y por arriba del cual no se deberá intercambiar, lo cual beneficiará a algunos de los demandantes y perjudicará a todos los oferentes. Y digo que beneficiará a algunos demandantes, y no a todos, porque ese precio máximo, al no permitirles a los oferentes menos productivos, y por lo tanto menos competitivos, cubrir sus costos, razón por la cual incurrirán en pérdidas y dejarán de producir, reducirá la cantidad ofrecida de la mercancía, de tal manera que de la mentada manipulación de precios se benefician, no todos los consumidores, sino solamente aquellos que llegan primero al mercado, al tiempo que se perjudican todos los oferentes, desde lo que tuvieron que cerrar, hasta aquellos cuyas ganancias se redujeron.
 
   El ejemplo anterior, que es una de las primeras lecciones de economía, misma que, desgraciadamente, es una de las primeras en olvidarse, muestra, en primer lugar, el efecto económico de la intervención del gobierno en el mercado[7]: desfase entre oferta y demanda y, por ello, escasez (el caso del ejemplo) o sobreproducción (el caso contrario, cuando el poder público impone un precio mínimo, por arriba del que libremente determinaron oferentes y demandantes, y por debajo del cual no se debe llevar a cabo el intercambio).
 
   Pero más allá de las distorsiones económicas que la intervención del poder público genera en los mercados, la misma nos plantea la siguiente pregunta: ¿dónde queda la legitimidad de un gobierno que, al ayudar a unos, perjudica a otros?, o, dicho de otra manera: ¿dónde queda la legitimidad de un gobierno que trata de manera desigual a los gobernados? Porque no hay que olvidar lo ya dicho: cada vez que el poder público interviene en los intercambios que realizan los particulares lo que hace, ¡sin excepción!, es favorecer a una de las partes y perjudicar a la otra, tal y como sucede, por ejemplo, cuando prohíbe el comercio internacional, lo cual favorece a los productores nacionales, quienes no enfrentan la competencia de las importaciones, pero perjudica a los consumidores, quienes ven reducidas, en cantidad y calidad, sus opciones de consumo.
 
   Una y otra vez el poder público ha intervenido en los mercados. ¿Por qué? Porque considera que el intercambio es, o un juego de suma cero, en el cual lo que uno gana lo pierde el otro, o un juego desigual en el cual una de las partes se aprovecha de la otra, razón por la cual debe intervenir, intervención que muestra la ignorancia en torno al mercado, misma que muy caro le ha costado, y le sigue costando, a millones de seres humanos.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Sería envidia injusta e imprudente el privar a un hombre de su libertad natural sobre la suposición de que pudiese abusar de ella. 
 
    Oliver Cromwell 
 
    
 
   Llama la atención la frecuencia con la que la libertad genera desde desconfianza hasta temor, sobre todo si se trata, ¡obviamente!, de la libertad ajena, que no pocas veces causa, en terceros, la tentación, y muchas veces el intento, de someterla. Esa desconfianza y temor, esas tentaciones e intentos, se generan, sobre todo, entre legisladores y gobernantes, quienes legislan y gobiernan como si todo abuso de la libertad fuera un delito (siendo que los abusos delictivos de la libertad son la excepción, no la regla), por lo cual la eliminan, limitan o amenazan, en casos en los que deberían reconocerla y garantizarla.
 
   ¿Cuál es el único caso en el cual se justifica que las leyes prohíban determinadas acciones, y que los gobiernos castiguen a quienes las llevan a cabo, limitando así la libertad de la persona? El caso en el cual esas acciones atentan contra la vida, la integridad física, la libertad y la propiedad de los demás. Solamente en ese caso se justifica la prohibición legal y el castigo gubernamental, lo cual quiere decir que en cualquier otro las leyes y los gobiernos abusan de su poder, violando la libertad, por suponer que el ser humano puede abusar de ella, siendo que no se trata de una suposición sino de una certeza: el ser humano abusa de su libertad, usándola de mala manera, no solamente contra los demás (abuso que las leyes y los gobiernos deben prohibir y castigar), sino también en contra suya, abuso que leyes y gobiernos deben permitir, ¡por respeto a la libertad!, con todo lo que ello supone.
 
   ¿Qué sucede cuando el gobierno, además de ser tal, y como tal prohibir y castigar el daño que uno le hace a otro, pretende ser ángel de la guarda y, como tal, preservarnos de todos los males, comenzando por aquellos que podemos hacernos a nosotros mismos, lo cual abarca desde comer más de la cuenta, sumándole así al sobrepeso, hasta leer ciertos escritos, ¡que pueden desviarnos del buen camino, pasando por el consuno de sustancias adictivas —tabaco, alcohol, drogas, etc.—, que, más allá de ciertos límites, atentan contra la salud y la vida del ser humano. Lo que sucede es que, al margen de lo buenas que puedan ser sus intenciones, el gobierno viola nuestra libertad, violación que siempre es más grave que el daño que podamos hacernos abusando de ella, abuso que la convierte en libertinaje, es decir, en el uso desenfrenado de la misma. 
 
   El hecho es que, aunque la mayoría de la gente no sea consciente de ello, y tal vez por ello, leyes y gobiernos eliminan, limitan y amenazan la libertad, en casos en los que no se justifica, creando problemas más graves que los que se querían resolver: queriendo resolver la drogadicción, prohibiendo el comercio de drogas, se crea un problema más grave, el narcotráfico, que a su vez agrava el primero, la drogadicción, y todo ello por una razón muy sencilla: la libertad siempre encuentra su camino, sobre todo cuando de los vicios se trata, tal y como nos lo enseña la historia, de la cual, legisladores y gobernantes, no aprenden. 
 
   El ser humano hace mal uso de su libertad, pero no siempre el resultado es un delito, es decir, un atentado contra los derechos de los demás, únicos malos usos de la libertad que las leyes y los gobiernos deben prohibir y castigar, permitiendo todos los otros malos usos de la libertad, desde los vicios (atentados contra la salud y la vida de uno mismo) hasta los pecados (atentados contra la ley de Dios).
 
   El único abuso de la libertad que las leyes deben prohibir, y los gobiernos castigar, es el delito, definido como la violación del derecho de los demás, siendo esa prohibición el fundamento de la convivencia civilizada. Cualquier prohibición o castigo a cualquier otro abuso de la libertad es un abuso del poder gubernamental, algo habitual por la razón ya expuesta: la libertad genera desconfianza y temor, y por ello el intento de someterla.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La propiedad es fruto del trabajo. La propiedad es deseable, es un bien positivo en el mundo. Que algunos deban ser ricos muestra que otros pueden volverse ricos y por lo tanto es un estímulo para la industria y la empresa. No dejen que el que no tiene hogar tire la casa de otro, déjenle trabajar diligentemente para construirse una, y que así, mediante el ejemplo, se asegure que cuando tenga la suya propia ésta esté a salvo de la violencia.
 
   Abraham Lincoln
 
    
 
   En el inicio, cuando el ser humano dejó de ser nómada para convertirse en sedentario, cuando pasó de la persecución del mamut, y la recolección de frutos, a la ganadería y la agricultura, la propiedad fue el resultado de la apropiación: los primeros ganaderos y agricultores, de hecho, se apropiaron de las tierras y animales que les proveían los medios para subsistir. Hoy, en la gran mayoría de los casos, la propiedad ya no es el resultado de la apropiación sino el fruto del trabajo, siendo su primera manifestación el ingreso generado, de tal manera que la primera muestra de respeto a la propiedad debe ser el respeto al ingreso generado por el trabajo, partiendo de la siguiente afirmación, que es el fundamento de la convivencia civilizada: «Todo mundo tiene derecho al producto íntegro de su trabajo». ¿O no?
 
   Quienes creemos que, efectivamente, todo mundo tiene derecho al producto íntegro de su trabajo, debemos responder la siguiente pregunta: ¿cómo justificar el cobro de impuestos, sobre todo con fines redistributivos? Dicho cobro se justifica en la medida en la que los impuestos se utilizan para que el gobierno garantice que nadie más atente contra nuestra propiedad y, suponiendo que falle, para que castigue al delincuente y, en la medida de lo posible, se resarce a la víctima. ¿Pero cómo justificar el cobro de impuestos con fines redistributivos? ¿Cómo justificar que el gobierno obligue a unos a entregar parte de sus ingresos con el fin de dárselos a otros? ¿No se trata de un abuso, por el cual el gobierno termina haciendo aquello que debe evitar y castigar? 
 
   ¿Cuál es la diferencia entre un ladrón que, a punta de pistola, roba para darle de comer a sus hijos, y el gobierno quien, de manera no menos amenazante, obliga al contribuyente a entregarle parte de sus ingresos para financiar desayunos escolares? La respuesta más socorrida es que, en el primer caso, se trata de un ladrón y, en el segundo, del gobierno, respuesta que olvida un pequeño detalle: una acción no debe calificarse por la naturaleza del agente, sino por su propia naturaleza. El ladrón lo que hace es obligar a la víctima a entregar, con fines redistributivos, parte de su ingreso. ¿Y qué otra cosa, sino lo mismo, hace el gobierno: obligar a la víctima, ¡perdón: al contribuyente!, a entregar, para fines redistributivos, parte de su ingreso? Cuando el gobierno cobra impuestos con fines redistributivos, y buena parte de los que cobra son para tal fin, ¿podemos afirmar que nuestra propiedad está «a salvo de la violencia»?
 
   ¿Hasta qué punto la redistribución del ingreso, por la cual el gobierno le dice a algunos, «Despreocúpate, que yo satisfaceré tus necesidades», supone permitir que «el que no tiene hogar tire la casa del otro», violando así la propiedad, socavando por ello uno de los cimientos de la convivencia civilizada, el respeto a la misma, con todo lo que ello supone, comenzando por el hecho de que ella, la propiedad, es la condición de posibilidad, sobre todo en el ámbito de la economía, de la libertad, siendo ambas las dos caras de una misma moneda?
 
   La propiedad (privada, se entiende) es deseable, en primer lugar, porque sin ella no hay manera de economizar, de hacer buen uso de los recursos a nuestra disposición, de sacarles el mayor provecho posible. Pero es deseable por una razón más importante: porque sin ella la libertad no deja de ser virtual, meramente formal, pero no real, sobre todo, insisto, en el ámbito de la economía: la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, lo cual quiere decir que, sin la propiedad sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción, la libertad para trabajar, emprender, invertir, ahorrar, intercambiar y consumir es una ilusión.
 
   ¿Qué sucede cuando, por sus afanes redistributivos, por sus esfuerzos a favor de la justicia social, por considerar que se tiene una deuda social con los pobres, el gobierno se convierte en el principal enemigo de la propiedad?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Quien utiliza el argumento de justicia social para tratar de justificar cualquier estupidez, particularmente las cometidas por el gobierno, pone a su cerebro en pausa casi permanente y evita analizar las consecuencias tangibles, normalmente negativas, de semejantes medidas de política pública.
 
   Isaac Katz
 
    
 
   Justicia social, ¡vaya sustantivo y qué adjetivo! Sin la justicia lo social resulta imposible, lo cual, sin embargo, no quiere decir que sea correcto calificar tal sustantivo —justicia— con tal adjetivo —social—. ¿Qué es la justicia social?
 
   Según el Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, la justicia es «una de las cuatro virtudes cardinales,[8] que inclina a dar a cada uno lo que le corresponde», mientras que lo social es «lo perteneciente o relativo a la sociedad», siendo que la sociedad es «la agrupación natural o pactada de personas, que constituyen unidad distinta de cada uno de sus individuos, con el fin de cumplir, mediante la mutua cooperación todos o algunos de los fines de la vida». Partiendo de estas definiciones, e intentando responder a la pregunta ¿qué es la justicia social?, llegamos a lo siguiente: «La justicia social es la virtud que inclina a dar a cada uno lo que le corresponde, en lo perteneciente o relativo a la sociedad, es decir, en lo que toca a la agrupación natural o pactada de personas, que constituyen unidad distinta de cada uno de sus individuos, con el fin de cumplir, mediante la mutua cooperación todos o algunos de los fines de la vida», definición de justicia social por demás disparatada, que nos ayuda a entender lo dicho por Katz: quien defiende determinadas políticas públicas, argumentando que las mismas son a favor de la justicia social, pone a su cerebro en pausa casi permanente.
 
   Más allá del vano intento de buscar una definición literal de justicia social, ¡que no resulte un disparate!, debemos considerar la definición real, lo que, en general, se entiende por ese concepto, sobre todo en el discurso de los políticos. ¿Qué quiere decir un gobernante cuando expresa su compromiso con la justicia social? Muy sencillo: que está dispuesto a quitarle a unos —los ricos—, para darle a otros —los pobres—, por lo cual su gobierno irá más allá del reconocimiento y garantía de los derechos de todos sus gobernados, para llegar a la satisfacción de las necesidades de algunos de ellos. ¿Cómo conseguirá esto último? Quitándole a unos y dándole a otros. Redistribuyendo.
 
   Una cosa es que el gobierno reconozca y garantice derechos, y otra muy distinta que obligue a unos a satisfacer las necesidades de otros, que eso es lo que hace cada vez que redistribuye. Una cosa es que el gobierno me prohíba impedir (por ejemplo: robándole su comida) que alguien más se alimente, y otra muy distinta que me obligue (por ejemplo: cediéndole parte de mi comida) a alimentarlo. Una cosa es que el gobierno prohíba que le hagamos daño a los demás, y otra muy distinta que nos obligue a hacerles el bien lo cual, llevado al extremo, desemboca en la esclavitud. Y esto último, obligarnos a hacerles el bien a los demás, es lo que, so pretexto de la justicia social, el gobierno hace cada vez que redistribuye, no obligándonos a trabajar directamente en beneficio de los demás, pero sí indirectamente, forzándonos a entregarle una parte del fruto de nuestro trabajo, una porción de nuestro ingreso, por lo que la justicia social es, en realidad, injusticia individual.[9]
 
   Para terminar retomo lo escrito al principio: sin la justicia lo social resulta imposible, ya que lo social, entendido como lo referente a las relaciones entre personas, demanda, de cada uno, el respeto a los derechos de los demás, consistiendo en ello la justicia, según la clásica definición de Ulpiano: Justitia est constans et perpetua voluntas jus suum quique tribuendi. La justicia es la constante y reiterada voluntad de atribuir a cada cual lo que le corresponde, y lo que, en términos de la justicia, le corresponde a cada cual es su derecho.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Ningún hombre tiene derecho alguno a agredir los derechos de otro, y esto es lo único que deberían restringirle las leyes.
 
   Thomas Jefferson
 
    
 
   Muy probablemente la mayoría de la gente está de acuerdo con la siguiente afirmación: «Las leyes deben prohibir que unos dañen a otros y, suponiendo que dicha prohibición no surta efecto, las leyes deben castigar a quienes lo hagan». Considero que nadie, en su sano juicio, niega que esas son las tareas irrenunciables de las leyes y, por lo tanto, de los gobiernos, tareas que encuentran su razón de ser en la condición indispensable de la convivencia civilizada: respetar los derechos de los demás.
 
   ¿Qué supone respetar los derechos de los demás? No atentar contra la vida, la libertad, la integridad física y la propiedad de los demás. ¿Qué es lo que las leyes deben hacer? Lo dicho por Jefferson: prohibir que unos violen los derechos de otros, más el corolario indispensable: castigar a quienes lo hagan. De nada sirve prohibir determinadas acciones si, al mismo tiempo, no se cuenta con la posibilidad, por lo menos formal, de castigar a quienes las realicen. Prohibición y castigo son dos caras de la misma moneda.
 
   ¿Pueden las leyes ir más allá? Sí, claro que sí, y hacia allá van una y otra vez. ¿Deben hacerlo? No, y ello por una razón muy sencilla: cada vez que lo hacen terminan haciendo aquello que deberían prohibir, comenzando por la violación de la libertad.
 
   Las leyes van más allá, en primer lugar, cuando prohíben que uno se haga daño a sí mismo, lo cual viola la libertad de cada cual. Que el fin puede ser bueno —evitar que nos dañemos a nosotros mismos—, sin duda alguna. Pero el medio, limitar la libertad de la persona, no lo es, con todas las implicaciones éticas que ello supone, sin olvidar un pequeño detalle: ¿dónde establecer el límite o, dicho de otra manera, qué acciones dañinas permitir (por ejemplo: fumar tabaco) y cuáles prohibir (por ejemplo: fumar marihuana). Si no queremos que las leyes se vuelvan injustas, producto de la discrecionalidad del legislador a la hora de redactarlas, hay que distinguir entre delitos, vicios y pecados, y limitarlas a la prohibición y castigo de los primeros.
 
   En segundo término las leyes van más allá cuando obligan a que unos le hagan el bien a otros, ya sea directamente (el caso más claro es la esclavitud, por la cual se le obliga a una persona a ceder su trabajo a favor de otra), ya indirectamente (siendo el caso más claro la redistribución, por la cual el gobierno obliga a una persona a ceder parte del producto de su trabajo a favor de otra), siendo que en ambos casos se atenta contra la libertad y, de paso, contra la propiedad: del trabajo en el primer caso, del producto del trabajo en el segundo.
 
   Queda claro que las leyes deben prohibir que nos hagamos daño los unos a los otros. Esa prohibición es su razón de ser, misma que se pierde cuando, por las razones que sean, que pueden ir desde las más nobles hasta las más mezquinas, las leyes prohíben que uno se haga daño a sí mismo,[10] u obligan a que uno le haga el bien a los demás,[11] siendo que en ambos casos, de entrada, se viola la libertad.
 
   ¿Qué es lo único que las leyes deben hacer? Prohibir que nos dañemos los unos a los otros y castigar a quien lo haga. ¿Nada más? ¡Nada más!
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   No es por accidente que el capitalismo ha traído progreso, no simplemente en producción, sino también en conocimiento. El egoísmo y la competencia son fuerzas mayores que el espíritu público y el sentido del deber.
 
   Albert Einstein
 
    
 
   El capitalismo es aquel sistema económico basado en la libertad individual y en la propiedad privada, lo cual supone que el Estado, sus leyes y sus gobiernos no obligan a unos a hacerle el bien a otros, razón por la cual todos, sobre todo en el campo de la economía, actúan por motivos egoístas o, dicho de otra manera, buscando el beneficio propio, como de hecho sucede, tanto por el lado de la oferta como por el de la demanda, y a las pruebas me remito. ¿Cuándo fue la última vez que usted, lector, compró algún bien o servicio con el fin exclusivo de ayudar al oferente del mismo, sin ninguna consideración a su propio interés? O si usted, lector, es productor de alguna mercancía, ¿cuándo fue la última vez que la ofreció en el mercado con el único objetivo de beneficiar al consumidor, al margen de cualquier motivo egoísta?
 
   El hecho es que, como agentes económicos, ya sea por el lado de la producción, ya del consumo, actuamos, siempre, buscando el beneficio propio, ¡y de hecho el máximo beneficio posible! Actuamos egoístamente, siendo ese egoísmo una de las causas más eficientes del progreso económico, misma que deja de funcionar en la medida en la que, por obra y gracia de la redistribución impuesta por los gobiernos, se nos priva de parte, poca o mucha, del fruto de nuestro trabajo. En la medida en la que el ser humano, sobre todo en el campo de la economía, pueda esforzarse por obtener lo más posible para sí mismo, el progreso económico será mayor, sin olvidar un pequeño de talle: en el mercado la única manera de obtener un beneficio para uno es beneficiando a otro: el productor al consumidor, y el consumidor al productor.
 
   El egoísmo juega un papel importante en el logro del progreso económico, pero no es lo único que nos permite avanzar por ese camino. Otro ingrediente importante es la competencia, que beneficia al consumidor, quien gracias a ella encontrará más y mejores opciones de consumo en el mercado, pero también al productor, a quien obliga a ser más competitivo (a hacerlo mejor que lo demás) y también más productivo (a hacer más con menos).
 
   Llegados a este punto vale la pena recordar que la competencia no depende del número de participantes en los mercados, sino de que los mismo se encuentren abiertos a la participación de todo aquel que quiera participar en ellos, para lo cual el gobierno debe abstenerse de imponer barreras a la entrada de los particulares, barreras que van desde el otorgamiento de monopolios hasta la concesión de permisos, todo ello propio del mercantilismo, pero no de la economía de mercado, basada en la libertad individual y en la propiedad privada.
 
   El egoísmo —la búsqueda del máximo beneficio posible—, y la competencia —la búsqueda del máximo beneficio posible a partir de la mayor competitividad y productividad posibles—, han hecho más por el progreso económico de la humanidad de lo que han conseguido el altruismo y los monopolios, sobre todo si ese altruismo es impuesto, a manera de redistribución, por el gobierno, y sobre todo si ese monopolio es gubernamental, apología del egoísmo y la competencia que ya encontramos en La riqueza de las naciones, de Adam Smith, publicada por primera vez en 1776. 
 
   En la medida en la que un sistema económico permite el funcionamiento del egoísmo y la competencia (egoísmo que funciona mejor cuando el gobierno se abstiene de redistribuir; competencia que lo hace en la medida en la que el gobierno mantiene abiertos todos los mercados a la participación de cualquiera), el progreso económico será mayor: habrá más producción, de mejores productos, para un número cada vez mayor de consumidores. La clave está en el egoísmo y la competencia, poco comprendidos y muy vilipendiados.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La gran virtud de un sistema de libre mercado es que no importa de qué color sea la gente; no importa cuál sea su religión; solo importa si pueden producir algo que quieras comprar. Es el sistema más efectivo que hemos descubierto para conseguir que gente que se odia haga tratos y se ayude entre si.
 
   Milton Friedman
 
    
 
   Ya Aristóteles señaló el efecto pacificador del comercio, que es, no un juego de suma cero, en el que lo que uno gana es lo que otro pierde, sino uno de suma positiva, en el que ambas partes ganan. Si no fuera así no se entendería el intercambio comercial, es decir, no se comprendería por qué una persona está dispuesta a comprar o vender una mercancía si, una vez realizado el intercambio, su condición va a resultar menos satisfactoria que antes de haberlo llevado a cabo. La persona que vende una mercancía pretende estar mejor después de haberlo hecho que antes, de la misma manera que la persona que la compra pretende estar mejor después de haberla adquirido que si no la hubiera comprado. Si ello es así, y así es, ¿quienes ganan con el intercambio? Ambas partes, lo cual confirma lo dicho: el comercio es un juego de suma positiva, razón más que suficiente para permitirlo, ¡sin ningún de tipo de traba!, mucho menos cuando la traba tiene como fin evitarle a algún oferente los inconvenientes de la competencia, por ejemplo, de las importaciones.
 
   Todo se inicia con la división del trabajo, que, tal y como su nombre lo indica, divide a los agentes económicos en dos grandes grupos, oferentes (productores) y demandantes (consumidores), lo cual da como resultado que buena parte de los bienes y servicios que cada uno necesita para satisfacer sus necesidades son, de entrada, propiedad de alguien más, de aquellos quienes los produjeron, hecho que da lugar a la siguiente pregunta: ¿cómo adquirirlos? Las posibilidades son tres: recurrir a la benevolencia (pedir limosna), hacer uso de la violencia (robar), u ofrecer algo a cambio de aquello que necesitamos (producir; trabajar productivamente). 
 
   ¿Cuál es la manera correcta, tanto ética como económica, de adquirir aquello que necesitamos y que, por obra y gracia de la división del trabajo, es propiedad de alguien más? Produciendo algo que aquel valore y por lo cual esté dispuesto a dar, a cambio, parte de su producción. Con una palabra: intercambio, que es la actividad económica central de la economías basadas en la división del trabajo, en torno al cual todo lo demás gira. Intercambio, un juego de suma positiva, en el cual ambas partes ganan.
 
   ¿Qué supone la división del trabajo? Que la satisfacción de las necesidades de cada cual depende de la capacidad para satisfacer las necesidades de alguien más o, dicho de otra manera, del trabajo productivo de cada uno, definido como el talento para producir bienes o servicios que los demás valoren, razón por la cual estarán dispuestos a pagar un precio por ellos, es decir, a dar algo a cambio. En el mercado lo único que importa es la capacidad de cada uno para ayudar a la satisfacción de las necesidades de los demás, estableciéndose entre unos y otros una red de interdependencias que, no solamente a la hora de satisfacer necesidades básicas, sino al momento de alcanzar mayores niveles de seguridad económica y de bienestar material, es mucho más eficiente que las más eficiente acción redistributiva del Estado Benefactor.
 
   La distribución de bienes y servicios que se lleva a cabo, voluntariamente, en el mercado, es mucho más eficiente, y no digamos mucho más moral (suponiendo que en dicha materia haya grados), que la redistribución impuesta por los gobiernos, misma que no pasa de ser, por más que se la disfrace con el ropaje de la justicia social, caridad institucionalizada.
 
   En el mercado lo único que importa es la capacidad de cada uno para contribuir a la satisfacción de las necesidades de los demás. Cualquier otra cosa sale sobrando, sobrante en el que consiste la gran ventaja del mercado. ¿Puede haber algo más respetuoso de la dignidad humana y, por si fuera poco, más potenciador de la economía?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La ayuda exterior de gobierno a gobierno promueve el estatismo, la planificación centralizada, el socialismo, la dependencia, el empobrecimiento, la ineficiencia y el despilfarro. Prolonga la pobreza que está designada a curar. La inversión privada voluntaria en empresas privadas, por otro lado, promueve el capitalismo, la producción, la independencia y el auto-abastecimiento.
 
   Henry Hazlitt
 
    
 
   La ayuda exterior, ¿ayuda de quién para quién y por qué? Respuesta políticamente correcta: ayuda de las naciones ricas a los países pobres, y siempre por razones humanitarias, que parten del supuesto de que los ricos deben darle limosna a los pobres. Sin embargo, la ayuda exterior consiste, en realidad, en el dinero que los gobiernos de los países ricos ponen en manos de los gobernantes de los países pobres por razones…, bueno, concedido: «humanitarias». 
 
   ¿De qué estamos hablando? De millones de millones de dólares que, en las últimas décadas, han ido a parar, de los bolsillos de los contribuyentes de los países ricos, a … ¿a dónde? ¿A los bolsillos de los menesterosos de las naciones pobres? 
 
   Al hablar de este tema resulta imposible no recurrir, aunque sea brevemente, al pensamiento de Peter Bauer, el economista que mejor ha explicado cómo surge el progreso económico a partir de la libertad individua y la propiedad privada, con todo lo que ello implica, desde políticas económicas hasta instituciones jurídicas, ¡especialmente en los países subdesarrollados!, quien siempre se opuso a las donaciones de dinero (limosnas) de los países ricos a los pobres, ayuda externa que, en la gran mayoría de los casos, solamente beneficia a gobernantes corruptos. Entonces, ¿no hay alternativa? ¿Deben los gobiernos de los países ricos quedarse de brazos cruzados sin hacer algo a favor de las naciones pobres?
 
   La respuesta a la pregunta anterior es, ¡obviamente!, negativa: los gobiernos de los países ricos no deben quedarse sin hacer algo a favor de las naciones pobres. De acuerdo, ¿pero qué es lo que pueden hacer? Muy sencillo, aunque en la práctica, ya lo vemos, resulta muy difícil: proporcionarles mercados, para lo cual hay que ir más allá de la globalización en su estado actual, que en todo caso implica, hoy, un comercio internacional más libre, o menos sujeto que ayer, pero que dista mucho del verdadero libre comercio. En términos coloquiales: a los pobres hay que darles trabajo no limosna, y ello supone, de parte de los gobiernos de las naciones ricas, la eliminación, total y definitiva, de cualquier barrera impuesta al intercambio comercial entre naciones, lo cual, dicho sea de paso, no solamente beneficiaría a los productores —exportadores de las naciones pobres, sino también a los importadores— consumidores de los países ricos. ¿De qué se trata? De la típica situación ganar-ganar, originada por el libre comercio, que siempre es un juego de suma positiva, razón por la cual ambas partes ganan.
 
   El ayudar a los pobres dándoles trabajo, no limosnas, no solamente es lo más eficiente desde el punto de vista económico, sino, desde la perspectiva ética, lo que respeta la dignidad de la persona.
 
   Por último no hay que olvidar aquello de «ayúdate, que YO te ayudaré», lo cual, en el caso que nos ocupa, supone que los gobiernos de los países pobres deben crear las instituciones (reglas del juego), que hagan de sus países destinos seguros y confiables para los capitales, lo cual implica, en términos generales, reconocer y garantizar la libertad individual para emprender, trabajar, invertir, ahorrar, intercambiar y consumir, así como la propiedad privada sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción. Ya lo dijo Bauer: «El desempeño económico depende de factores personales, culturales y políticos, de las aptitudes y motivaciones de las personas, y de instituciones políticas y sociales. En donde éstas son favorables, el capital va a generarse localmente o será atraído del extranjero, y si la tierra es escasa, la comida se obtendrá a través de la agricultura intensiva o de la exportación de otros bienes».
 
   Inversión y exportaciones, he aquí la clave para el progreso de los países pobres.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Gravar a las rentas más altas con un porcentaje mayor de impuestos que a las bajas, es poner un impuesto a la industria y la economía; imponer un castigo a gente por haber trabajado más duro y haber ahorrado más que sus vecinos.
 
   John Stuart Mill 
 
    
 
   Por lo general se acepta que los impuestos deben ser equitativos y proporcionales, es decir, que todos paguen lo mismo (equidad), y que quienes generan más ingreso paguen más (proporcionalidad), lo cual, a primera vista, parece contradictorio y, por lo tanto, imposible: si todos han de pagar lo mismo, ¿cómo se pretende que algunos paguen más que otros? La contradicción, ¿se puede resolver? Sí, y basta con diferenciar entre la tasa a la que se tributa y la cantidad de dinero que se paga al fisco.
 
   Supongamos una persona que genera mil pesos de ingreso y otra que es capaz de generar diez mil. Supongamos, además, que el gobierno grava el ingreso de ambas a una tasa del diez por ciento. Peso sobre peso, ¿cuánto paga la primera? Cien. ¿Y la segunda? Mil. ¿Hay equidad? Sí, ya que ambas pagan el diez por ciento. ¿Hay proporcionalidad? Sí, ya que la segunda, que genera diez veces más ingreso que la primera tributa, peso sobre peso, diez veces más. La equidad se da en la tasa (porcentaje) y la proporcionalidad en el monto (dinero).
 
   Sin embargo, los socialistas no se conforman con que la segunda persona pague más que la primera, y pretenden que pague mucho más, para lo cual proponen que la tasa a la que se cobra el impuesto sea, no proporcional, sino progresiva. Así las cosas tendríamos lo siguiente: la primera persona, que genera mil pesos de ingreso, tributaría a una tasa del diez por ciento, y la segunda, que genera diez miel, lo haría, por ejemplo, al veinte por ciento, razón por la cual la primera pagaría cien pesos de impuestos y la segunda dos mil, es decir, veinte veces más que aquella, arreglo tributario que mantiene la proporcionalidad (el que genera más ingreso paga, peso sobre peso, más: de hecho mucho más), pero que elimina la equidad (los contribuyentes ya no son tratados, en materia de la tasa impositiva, de igual manera).
 
   ¿Qué justifica que quien genera diez veces más ingreso que alguien más termine tributando veinte veces más? ¿Y por qué nada más veinte veces más y no veinticinco, treinta o treinta y cinco, o cualquier otro porcentaje mayor? Ya encaminados por la senda del impuesto progresivo (a mayor ingreso mayor porcentaje), ¿hasta dónde llegar? ¿Por qué castigar más a quién es más productivo y, por lo tanto, capaz de generar más ingreso, lo cual supone, ¡¡¡no lo olvidemos!!!, que es capaz de servir mejor al consumidor, ofreciéndole más y mejores bienes o servicios? Entonces, ¿se trata de castigarlo menos? No, de ninguna manera. Entonces, ¿de qué se trata? De que el gobierno trate a todos de igual manera, lo cual, en materia de impuestos supone el impuesto proporcional al ingreso: todos sujetos a la misma tasa, por lo cual, peso sobre peso, quien genera más ingreso pagará más impuestos.
 
   Liberales y socialistas coincidimos en un punto: quien genera más ingreso debe pagar más impuestos. La diferencia es que los liberales consideramos que ese mayor pago debe ser peso sobre peso, ¡y nada más!, mientas que los socialistas pretenden que sea, como de hecho es en la gran mayoría de los casos, punto porcentual sobre punto porcentual. Es por ello que los liberales estamos a favor del impuesto proporcional (el mismo porcentaje en todos los casos), mientas que los socialistas están por el impuesto progresivo (a mayo ingreso mayor tasa impositiva), lo cual supone imponer un castigo por haber trabajado más duro, lo cual no es justicia social, sino injusticia a secas.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Todo hombre tiene una propiedad en su propia persona. Nadie tiene derecho a ella excepto él mismo. El trabajo de su cuerpo y el trabajo de sus manos son propiamente suyos.
 
   John Locke
 
    
 
   ¿Alguien no está de acuerdo con la cita de Locke? ¿Alguien es capaz de afirmar que el ser humano no es propietario de sí mismo y que él no es, al final de cuentas, como lo señala Karol Wojtyla en Persona y acción, su única verdadera posesión, en el sentido de que es la única que le resulta realmente inalienable? Y si el ser humano es propietario de sí mismo, ¿no lo es también de su trabajo, tanto del que sale de sus manos, como del que procede de se cerebro? Y si es propietario de su trabajo, ¿no lo es también del fruto de su trabajo? Es más, ¿qué la expresión ser propietario de su trabajo no quiere decir ser propietario del producto de su trabajo? Aceptando que así es, ¡y así es!, entonces llegamos a la conclusión de que cualquier ser humano tiene derecho al producto íntegro de su trabajo, lo cual supone reconocer el derecho que tiene a la propiedad de sí mismo, que no es otro más que el derecho a la libertad: que el ser humano sea propiedad de sí mismo implica, antes que cualquier otra cosa, que puede hacer consigo mismo lo que le dé la gana, con un solo límite: el respeto a los derechos de los demás, lo cual supone que, en reciprocidad, los demás respetaran sus derechos.
 
   Si el ser humano tiene derecho al producto íntegro de su trabajo, ¿cómo se justifica el cobro de impuestos, por el cual el gobierno obliga al contribuyente a entregar parte del producto de su trabajo y, por lo tanto, de su trabajo? Se justifica en la medida en que los recursos recaudados se usan para que el gobierno le asegure a la persona que nadie más le quitará lo que es suyo (garantizar la seguridad contra la delincuencia), y que, si alguien lo hace, ella será resarcida y el delincuente castigado (impartir justicia).
 
   ¿Pero qué sucede cuando el gobierno cobra impuestos con fines redistributivos, es decir, cuando le quita a unos para darle a otros? Lo que sucede es que obliga a unos a entregar parte del producto de su trabajo a otros, obliga a unos a trabajar en beneficio de otros, no limitándose a prohibir que se dañe a los demás, sino obligando a que se les beneficie. En este caso los impuestos obligan al ser humano a trabajar, no para sí mismo, sino para alguien más, lo cual da como resultado la esclavitud, que el diccionario define como «la sujeción por la cual una persona se ve sometida a otra». Y eso, la sujeción de unos a otros, es lo que sucede cuando el gobierno cobra impuestos con fines redistributivos.
 
   ¿Cuánta gente está consciente de que el cobro de impuestos con fines redistributivos supone que el gobierno obliga a unos a trabajar en beneficio de otros, lo cual viola la libertad y la propiedad de la persona? ¿Cuánta gente está consciente de que la obligación, impuesta por el gobierno, de que unos trabajen en beneficio de otros, da como resultado la esclavitud, no total, pero sí parcial? ¿Cuánta gente está consciente de que el cobro de impuestos con fines redistributivos es un robo con todas las de la ley? ¿Cuánta gente está consciente de que cualquier gobernante (limosnero), entregando bienes y servicios a favor de unos (mendigos), implica habérselos quitado a otros (contribuyentes)?
 
   La persona es propietaria de sí misma, lo cual implica que es propietaria de su trabajo y del producto de su trabajo, y la única tarea del gobierno debe ser reconocer y garantizar estos derechos —a la libertad y a la propiedad—, lo cual reclama que la persona ceda parte del producto de su trabajo, y por lo tanto de su trabajo, ¡y por lo tanto de sí misma!, para que el gobierno evite que alguien le haga un mal, violando su libertad o propiedad. El abuso surge cuando el gobierno impone la obligación, por medio del cobro de impuestos con fines redistributivos, de hacerle el bien a los demás, por lo cual se obliga a unos a trabajar favor de otros, lo cual no deja de ser un tipo de esclavitud, muy extendida en estos tiempos en los cuales gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir. ¿Qué gobierno, de izquierda, centro o derecha, no redistribuye?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El hombre no es libre a no ser que el gobierno esté limitado. Aquí hay una clara relación causa-efecto tan clara y predecible como una ley física: Cuando el estado se expande, la libertad se contrae.
 
   Ronald Reagan
 
    
 
   ¿Cuál es el principal poder del gobierno, de cualquier gobierno? El poder cobrar impuestos, es decir, el poder obligar al gobernado a entregar parte del producto de su trabajo, con todo lo que ello supone, primero, en términos de la propiedad y, segundo de libertad, siendo ambas las dos caras de la misma moneda: la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, de tal manera que, en la medida en la que se limita o elimina la primera, se limita y elimina la segunda. Así las cosas, ¿qué reclama, del gobierno, el respeto a la libertad y propiedad de la persona? Que el gobierno las limite, únicamente, en la proporción necesaria para garantizar que nadie más atentará contra ellas.
 
   Además del poder para cobrar impuestos, todo gobierno puede, primero, prohibir que unos gobernados le hagan daño a otros; segundo, prohibir que los gobernados se hagan daño a sí mismos y, tercero, obligar que unos gobernados le hagan al bien a otros. En el segundo caso —prohibir que los gobernados se hagan daño a sí mismos—, el gobierno viola la libertad individual, cuyo ejercicio debe permitirse con un solo límite: el respeto a los derechos de los demás. En el segundo caso —obligar que unos gobernados le hagan al bien a otros— se viola la propiedad privada, ya que la manera en la que el gobierno lo hace es quitándole a unos para darle a otros, es decir, redistribuyendo.
 
   El poder del gobierno se justifica, únicamente, si se usa para prohibir que unos gobernados le hagan daño a otros y, suponiendo que la prohibición no surta efecto (cosa que sucede a menudo), para castigar a quien dañe a los demás. Para garantizar la seguridad contra la delincuencia (prohibir que unos gobernados dañen a otros), y para impartir justicia (castigar a quien dañe a los demás y, de ser posible, resarcir a la víctima), el gobierno necesita recursos, que debe obtener del bolsillo de los gobernados cobrándoles impuestos. ¿Pero qué sucede cuando el gobierno pretende, además de garantizar la seguridad contra la delincuencia, y de impartir justicia, evitar que nos hagamos daño a nosotros mismos y obligarnos a hacerle el bien a los demás? Lo que sucede es que viola la libertad individual, y la propiedad privada, por partida doble, lo cual, si por partida simple es grave, por partida doble resulta gravísimo.
 
   Me explico. Supongamos que en su afán de ser, además de gobierno, ángel de la guarda, el gobierno le prohíbe a sus gobernados, con el fin de que no se dañen a sí mismos, dormir menos de ocho diarias. ¿Cuál sería el resultado de esa prohibición? En primer lugar la violación de la libertad individual: prohibirle a la persona decidir qué hacer con su tiempo y, en segundo término, la violación de la propiedad privada: prohibirle a la persona elegir qué hacer con su tiempo.[12] Pero además, el gobierno tendría que cobrar impuestos para pagarle a los inspectores que vigilan que, efectivamente, las personas duerman ocho diarias, y para pagarle a los jueces encargados de juzgar a quien sea acusado de no hacerlo, y para pagarle al verdugo encargado de castigar a quien sea encontrado culpable del delito de no dormir ocho diarias, cobro de impuestos que degenera en una segunda violación de la propiedad privada y, por ello, de la libertad individual.
 
   ¿Qué sucede cada vez que el gobierno se expande por pretender hacer algo más que garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia? La libertad individual se contrae, tal y como se ha contraído al paso de la expansión de los gobiernos.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El consumo es el único fin y propósito de toda la producción.
 
   Adam Smith
 
    
 
   La actividad económica terminal, aquella que le da sentido a todas las demás (apropiación, distribución y producción; ahorro, inversión y comercio), es el consumo. Supongamos que, por arte de magia, los seres humanos alcanzáramos la satisfacción total y definitiva de nuestras necesidades, gustos, deseos y caprichos, de tal manera que no consumiéramos nunca más. ¿Qué pasaría, entonces, con la producción de bienes y servicios? ¿Con la distribución de los mismos? ¿Con el intercambio de mercancías? Estas actividades económicas, en ausencia del consumo, ¿tendrían algún sentido? No: saldrían sobrando.
 
   ¿Quiere decir lo anterior que, ante la importancia que tiene el consumo, en su calidad de actividad económica terminal, la producción pasa a un segundo plano? No, de ninguna manera, ya que sin la producción de mercancías no habría consumo de bienes y servicios y, por lo tanto, la satisfacción de las necesidades resultaría imposible. Pero la actividad económica que es un fin en sí misma es el consumo, no la producción: el primero es el fin, la segunda el medio. El ser humano no produce por producir; produce para consumir, siendo el consumo, hay que insistir en ello, la actividad económica terminal, la que se encuentra al final de todo el proceso económico y, por ello, la que le da sentido al mismo.
 
   Lo anterior quiere decir algo que, frecuentemente, olvidan productores y políticos: que la producción debe estar en función del consumo, y no los consumidores en función de los productores. ¿Y cuándo están los primeros en función de los segundos? Cuando los políticos (sobre todo los legisladores) les conceden algún privilegio que limita o elimina la competencia entre ellos (nacionales o extranjeros), lo cual elimina o limita las opciones de consumo, elevando el precio y/o reduciendo la calidad de la mercancía ofrecida, todo ello en detrimento del consumidor. ¿De qué se trata? Del mercantilismo, es decir, del contubernio entre los intereses de los productores y el poder de los políticos para, con el pretexto de proteger a la producción nacional (protegerla de la competencia, sobre todo de la que traen consigo las importaciones), fastidiar al consumidor, fastidio que siempre tiene dos consecuencias.
 
   La primera es de tipo económico y tiene que ver, uno, con la reducción en el nivel de bienestar material del consumidor, quien se verá limitado a una oferta a mayor precio y/o de menor calidad y, dos (que no es más que la otra cara de la moneda), con la reducción de la competitividad de las empresas protegidas de la competencia.
 
   La segunda tiene que ver con la justicia, con el derecho a la libertad individual para consumir y, por lo tanto, con el derecho a la propiedad privada sobre los ingresos. ¿Quién es el gobierno para prohibirles a los consumidores comprar, lo que les dé la gana, independientemente del país en el que se haya producido la mercancía? Cualquier medida que limite o elimine la competencia a la que pueden estar sujetos los productores nacionales viola la libertad individual para consumir y, por ello, la propiedad privada sobre los ingresos: si el gobierno le prohíbe al gobernado comprar una mercancía producida en otro país, lo que hace es prohibirle usar (libertad) sus ingresos (propiedad) de la manera que considera más conveniente, lo cual es un abuso de poder.
 
   ¿Y cual es el origen del mercantilismo? La creencia de que el fin de la actividad económica es la producción, de tal manera que, con el fin de protegerla (algo muy distinto a promoverla), se limitan o eliminan las posibilidades de los consumidores, error tanto desde el puno de vista de la economía como de la justicia.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El comercio no ha arruinado jamás a ninguna nación.
 
   Benjamín Franklin
 
    
 
   Si hay alguna actividad económica mal comprendida, ya sea porque se la considera degradante (algo propio del espíritu aristocrático), ya sea porque, bajo determinadas circunstancias, se la considera peligrosa (algo propio de la mentalidad mercantilista), esa es el comercio, siendo que es, en las economías de mercado, basadas en la división del trabajo, la actividad económica central, en torno a la cual giran todas las demás: apropiación, distribución y producción; ahorro e inversión; consumo. 
 
   Pero hay algo más: el intercambio comercial es lo que hace posible la división del trabajo (si el comercio fuera imposible la división del trabajo sería contraproducente), y la división del trabajo es lo que hace posible una mayor productividad del mismo y, por ello, una mayor producción de bienes y servicios, todo lo cual, si el problema económico es el de la escasez (no todo alcanza para todos, menos en la cantidades que cada uno quisiera, y mucho menos al precio que cada uno estaría dispuesto a pagar, que en ultima instancia sería cero), apunta en la dirección correcta.
 
   El comercio no es degradante, ni mucho menos peligroso, ni siquiera en el caso del mal llamado comercio internacional. Y digo mal llamado porque, estrictamente hablando, el comercio no se da entre naciones, sino entre personas de distinta nacionalidad, cada una de las cuales se beneficia del intercambio que realiza con la otra. Si no fuera así, ¿por qué intercambian? ¿Por qué comercian?
 
   El comercio es, siempre, un jugo de suma positiva, en el cual ambas partes ganan (lo cual no quiere decir que las dos ganen lo mismo), independientemente de la nacionalidad de quienes comercian entre sí. Si ello es así, ¡y así es!, ¿cómo es posible que haya quienes afirman que el comercio puede arruinar a una nación? ¿Quienes son ellos? Los mercantilistas, quienes comparten la creencia de que el mal llamado comercio internacional puede arruinar a las naciones que lo practican, afirmación que pasa por alto el hecho de que no hay tal cosa como el comercio entre naciones, siendo que lo que se da es el comercio entre personas de distinta nacionalidad, intercambio del cual ambas partes salen ganando: uno recibe algo que valora más que lo que da, y el otro da algo que valora menos que lo que recibe. Si no fuera así no habría intercambio. ¿De qué manera puede este tipo de relación arruinar a un país? Si cada una de las partes se beneficia, ¿el todo puede resultar perjudicado? Si cada uno de los nacionales gana, ¿la nación pierde?
 
   Y, sin embargo, en contra de lo que demuestra la teoría, y de lo que muestran los hechos, los gobiernos, ¡afirmado que es ruinoso!, eliminan o limitan el intercambio entre personas de distinta nacionalidad, ¡limitando o eliminando las posibilidades de que cada una de ellas alcance, por medio del intercambio comercial, un mayor nivel de bienestar material! ¿Puede haber intervención más arbitraria del gobierno en la actividad económica de los particulares? ¿Cómo calificar a un gobierno que, al actuar, e independientemente de cuáles sean sus intenciones, limita o elimina las posibilidades de que sus gobernados alcancen un mayor bienestar material por medio del intercambio de mercancías?
 
   El comercio nunca es internacional: no se da entre naciones. Siempre es entre personas, de distinta nacionalidad, pero personas, cada una de las cuales sale ganando con el intercambio de mercancías. El comercio siempre es un juego de suma positiva: todas las partes involucradas ganan, lo cual me lleva a insistir: si cada una de las partes gana, ¿el todo pierde?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El nacionalismo es una enfermedad infantil, es el sarampión de la humanidad.
 
   Albert Einstein
 
    
 
   ¿En qué consiste el nacionalismo? En anteponer, a cualquier otra realidad, la nacionalidad del ser humano y tratarlo conforme a la misma, trato que puede llevar a excesos (quienes comparten tal o cual nacionalidad son superiores) y a defectos (quienes comparten tal o cual nacionalidad son inferiores), y a excesos y defectos que no son más que las dos caras de la misma moneda (quienes comparten tal o cual nacionalidad son superiores y, por lo tanto, quienes no la comparten son inferiores), todo ello con un común denominador, la discriminación, que, independientemente del tipo de que se trate (por nacionalidad, por religión, por raza, por género, por preferencia sexual, etc.), supone desconocer, para cualquier efecto práctico, la naturaleza personal del ser humano. Todo ser humano, cualquier ser humano, antes que compartir una determinada nacionalidad, profesar una determinada religión, pertenecer a ésta o aquella raza, ser hombre o mujer, tener ésta o aquella preferencia sexual, es persona y como tal debe ser tratada. La discriminación desconoce este hecho y trata al ser humano, no como persona, sino como mexicano, católico, blanco, hombre, heterosexual, todo lo cual, con relación a la calidad de persona de todo ser humano, resulta accidental, secundario, accesorio. ¿Y qué sucede cuando al ser humano se le trata a partir de dicho tipo de consideraciones accesorias, secundarias, accidentales? Se le despersonaliza, no siendo considerado en cuanto persona, sino en cuanto mexicano, católico, blanco, hombre y heterosexual.
 
   A la discriminación por obra y gracia de la nacionalidad Einstein la califica de enfermedad y, para colmo de males, de enfermedad infantil, infantilismo del cual, a estas alturas de la historia de la humanidad, y después de todas las barbaridades que se han cometido en nombre del nacionalismo, resulta imperdonable. Es, ni más ni menos, que equivalente al sarampión, enfermedad que afecta, sobre todo, a los niños, es decir, a quien no ha madurado todo lo que debe madurar, con una diferencia fundamental: el sarampión ataca al cuerpo y el nacionalismo al espíritu, comenzando por la inteligencia. El nacionalismo es una enfermedad, es decir, una alteración del buen funcionamiento de la inteligencia, que, por alguna razón, no es capaz de ver que, antes que mexicano, católico, blanco, hombre y heterosexual, ese ser humano es una persona, esencialmente igual a cualquier otra, razón por la cual tiene los mismos derechos que los demás, y los demás tienen sus mismos derechos, motivo más que suficiente para que sea tratado de igual manera. 
 
   El nacionalismo, sobre todo el que va más allá del oficial, que se encarna en un acta de nacimiento, en un pasaporte, en ciertas obligaciones para con la nación (nacionalismo burocrático, llamémosle), no reconoce aquello que, de esencial, hay en todo ser humano, siendo ello, ni más ni menos, la humanidad. Vales porque eres de tal o cual nacionalidad, no porque seas, sin más, y antes que todo lo demás, un ser humano, una persona, digna, como tal, de todo respeto, de toda consideración, consideración y respeto que el nacionalismo otorga en función de algo tan limitante como la nacionalidad. Vales porque eres de tal o cual nacionalidad. ¿De qué se trata? De una enfermedad que aqueja, no al cuerpo, sino al espíritu, comenzando por la inteligencia y terminando por la voluntad. ¿De qué se trata? De un abuso, tanto por exceso, como por defecto, y defectuoso por excesivo: quienes comparten tal o cual nacionalidad son superiores y, por lo tanto, quienes no la comparten son inferiores. ¿Y nada más por ello? Sí, nada más por ello, no habiendo consideración más reduccionista del ser humano que aquella que lo reduce a una nacionalidad, que aquella que identifican su esencia con una nacionalidad, lo cual resulta en un empobrecimiento brutal del ser humano.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La maravilla del mercado es que provee al sector privado de toda la información requerida para satisfacer las necesidades y deseos de la gente, mucho más rápida y eficientemente que cualquier gobierno.
 
   Richard W. Rahn 
 
    
 
   ¿Qué es el mercado? Una relación de intercambio entre oferentes y demandantes, entre productores y consumidores. ¿Qué es lo que hace posible esa relación? Los precios, que no son otras cosa más que razones de cambio —tanto de esto por tanto de aquello—, sin los cuales el intercambio resulta imposible. ¿Qué es lo que facilita esa relación entre oferentes y demandantes? El dinero, es decir, el medio de intercambio, que hace posible superar el trueque —peras por manzanas—, y practicar el intercambio indirecto —peras por una determinada cantidad de dinero y dinero por determinada cantidad de manzanas—. ¿Por qué intercambian oferentes y demandantes? Porque ambos ganan, de tal manera que el bienestar de cada uno es mayor después del intercambio que antes del mismo.
 
   El mercado no es, como se pudiera creer dadas algunas expresiones que lo aluden, una entelequia más allá de la comprensión y control del ser humano. No, el mercado no es más que un ser humano entablando una relación de intercambio con otro, mercado que, así entendido, al parecer dista mucho de ser, como lo señala Rahn, el mecanismo por el cual el oferente adquiere información de parte del consumidor, misma que le permite economizar, es decir, hacer el mejor uso posible de los factores de la producción con los que cuenta para producir los bienes y servicios que satisfacerán las necesidades del consumidor. ¿Y por qué el oferente debe hacer el mejor uso posible de los factores de la producción con los que cuenta para producir? Porque son escasos, y los que se usaron para producir X se dejaron de usar en la producción de Y, de tal manera que la pregunta es la siguiente: ¿a la producción de cuál satisfactor, X o Y, deben destinarse los factores de la producción? Respuesta: a la producción del satisfactor que más valoren los consumidores, respuesta que, inmediatamente plantea la siguiente pregunta: ¿cómo saber que satisfactor, X o Y, valoran más los consumidores? Muy sencillo: ofreciéndoselos y viendo cuál es su reacción, aceptación y compra o rechazo y no compra, tomando en cuenta la relación precio-calidad.
 
   El mercado, tal y como lo señala Rahn, provee el productor privado de la información necesaria para satisfacer las necesidades del consumidor como el consumidor quiere que sean satisfechas. El único problema, sobre todo para el oferente, es que la provee a posteriori, una vez que la mercancía ha sido producida, distribuida y comercializada, es decir, una vez que el oferente incurrió en costos de producción. Si la mercancía es aceptada por los consumidores él obtendrá una utilidad, si no incurrirá en pérdida, hechos —utilidad y pérdida—, claves para la mejor asignación posible de los factores de la producción: si hay utilidad los mismos fueron bien asignados; si hay pérdida no lo fueron y deberán ser reasignados.
 
   ¿Qué se requiere para que el mercado transmita, de la mejor manera posible, la información indispensable para que el oferente economice, es decir, para haga el mejor uso posible de los factores de la producción a su disposición? Que el poder político no lo intervenga, lo cual quiere decir, antes que cualquier otra cosa, que no manipule los precios, para que estos realicen bien sus tareas, que son: permitir el intercambio; racionar el mercado, solucionando cualquier problema de escasez o sobreproducción; manifestar la valoración del consumidor; revelar la competitividad del productor y, por último, guiar las acciones de unos y otros.
 
   Que el mercado funcione sin ningún tipo de intervención de parte del poder político es requisito indispensable para que, entre otras cosas, los productores hagan el mejor uso posible de los factores de la producción, requisito indispensable que muchos detentadores de poder político no entienden.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La única forma legítima, sana y robusta para combatir la pobreza es cuando se deja que los mercados funcionen libremente, cuando las personas usan su talento propio para iniciar negocios sin que la burocracia gubernamental estorbe. Cuando se intenta acabar con la pobreza, sin usar los mecanismos del mercado, se termina por generar más pobreza.
 
    Santos Mercado
 
    
 
   Para entender la afirmación de Mercado hay que tener en cuenta que a la pobreza se la puede definir como la incapacidad de la gente pobre para, por medio de un trabajo productivo, generar un ingreso suficiente que les permita, por lo menos, satisfacer sus necesidades básicas, que son aquellas que, de quedar insatisfechas, atentan contra la salud y la vida.
 
   Aceptado lo anterior, hay que tener presente que un trabajo productivo es aquel que participa en la producción de bienes y servicios por los que los consumidores están dispuestos a pagar un precio que alcance, por lo menos, para recuperar los costos de producción, todo lo cual supone al mercado, entendido como la relación de intercambio entre oferentes y demandantes, mercado que, para que dé los mejores resultados posibles, debe funcionar sin ningún tipo de intervención de parte del poder político, sobre todo, uno, en materia de entrada y salida de productores y consumidores, y, dos, de precios y cantidades. 
 
   Lo anterior quiere decir que la superación de la pobreza depende, no de la redistribución de la riqueza, sino de su producción, para lo cual se requiere que los pobres se incorporen productivamente a los mercados, es decir, al intercambio de bienes y servicios. Lograrlo no resulta fácil, pero tampoco imposible, tal y como lo muestran los millones de seres humanos que, no solamente han superado la pobreza, sino que han alcanzado elevados niveles de bienestar material gracias, precisamente, al mercado, es decir, al intercambio voluntario (valga la redundancia), entre oferentes y demandantes. 
 
   Conseguir la superación de la pobreza no resulta fácil, pero si la atención se centra, no en la producción de riqueza y su distribución por medio del mercado, es decir, a través del intercambio voluntario de la misma entre oferentes y demandantes, sino en su redistribución, con el gobierno quitándole a unos (los ricos) para darle a otros (los pobres), se vuelve imposible, por una razón muy sencilla: la redistribución permite que los pobres satisfagan mejor algunas de sus necesidades, pero no realizar un trabajo productivo y generar un ingreso suficiente que les permita, gracias al mismo, y no al trabajo de los demás (aquellos a quienes el gobierno les quitó para darles a ellos), satisfacer sus necesidades.
 
   La pobreza no consiste en la incapacidad de los pobres para satisfacer sus necesidades, sino en su incapacidad para, por medio de un trabajo productivo, generar un ingreso que les permita satisfacerlas. La distinción es importante ya que, si aceptamos que la pobreza consiste en lo primero, entonces se supera, por medio de la redistribución, proporcionándoles esos satisfactores. Por el contrario, si aceptamos, como debe ser, que la pobreza consiste en lo segundo, entonces se supera a través de la producción de riqueza, es decir, de bienes y servicios, la cual requiere del mercado, es decir, del intercambio voluntario entre oferentes y demandantes, para lo cual es indispensable que esa relación de intercambio sea libre, sin la intervención del poder político, ni en cuestión de entrada y salida de productores y consumidores a los mercados, ni en materia de precios y cantidades, algo que muchos depositarios de poder político no entienden, lo cual los lleva a intervenir en los mercados limitando seriamente las posibilidades de superar la pobreza.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La libertad no hace felices a los hombres, los hace sencillamente hombres.
 
    Manuel Azaña
 
    
 
   ¿Qué es lo que hace al ser humano eso, humano, acreedor, entre otras cosas, de respeto? Puede ser que la respuesta no se agote en ella, pero sin ella la respuesta, simple y sencillamente, no tiene sentido. Me refiero a la libertad, entendida, antes que de cualquier otra manera, como la faculta que tiene el ser humano para decidir y elegir y, mucho más importante, para decidirse y elegirse, facultad que, aparentemente, tal y como lo señala Azaña, no necesariamente lo hará feliz, pudiendo darse el caso contrario, que lo haga infeliz, de entrada por las dos erres que, inevitablemente, acompañan a la libertad: riesgo y responsabilidad, sin las cuales la libertad degenera en libertinaje, por las cuales el hombre puede padecer desde la inseguridad, pasando por el miedo, hasta llegar a la angustia, todo lo cual, aparentemente, como lo apunta Azaña, es contrario a la felicidad, pero no a la humanidad.
 
   Y escribo aparentemente, porque todo depende de qué se entiende por felicidad, misma que yo entiendo a la manera de Aristóteles, quien afirmó que la misma consiste en la más plena actualización posible de la naturaleza humana, lo cual resulta imposible al margen de la libertad, es decir, sin tomar en cuenta el poder del ser humano para decidir y elegir y, ¡sobre todo!, para decidirse y elegirse, decisiones y elecciones que podrán no dar como resultado la buenaventura, pero que son la esencia de eso que Aristóteles identifica como la felicidad: la más plena actualización posible de la naturaleza humana por medio, agrego yo (esperando no traicionar al pensamiento aristotélico) de la decisión y la elección.
 
   Entendida la felicidad de manera aristotélica, resulta que la libertad no solamente hace al ser humano eso, humano, sino que además lo hace un ser humano feliz (no necesariamente alegre, satisfecho, despreocupado y demás condiciones por lo general asociadas con la felicidad), es decir, inmerso en el proceso de actualizar su naturaleza, de llegar a ser el ser humano que, desde la perspectiva ética, debe llegar a ser, a partir de sus decisiones y de sus elecciones, autodeterminándose, construyendo su futuro y reaccionando ante su destino, en esa dialéctica que es parte de la esencia de la existencia humana.
 
   Para entender mejor mi argumento recordemos quién es, para Ortega y Gasset, el hombre masa: no el multitudinario, el perdido entre muchos, sino el inerte, aquel a quien otros mueven, aquel por quien otros deciden, aquel por quien los demás eligen, independientemente de que esté perdido entre muchos o identificado en su individualidad. El hombre masa, así definido, ¿puede ser feliz, es decir, puede actualizar lo más planamente posible sus potencias? ¿Quién es, para Ortega y Gasset, la contraparte del hombre masa? El hombre excelente, que el filósofo identifica con aquel ser humano capaz de fijarse límites y, lo más importante de todo, respetarlos o, modificando la idea orteguiana, aquel ser humano capaz de fijarse metas y, lo que verdaderamente importa, hacer todo lo que esté a su alcance para conseguirlas. El hombre excelente, así definido, ¿puede ser feliz, es decir, puede actualizar lo más planamente posible sus potencias? Que cada lector responda, según crea que debe hacerlo, cada una de estas dos preguntas.
 
   La libertad hace al ser humano, no solamente humano, sino humano feliz, es decir, decidiendo y eligiendo de qué manera actualizará sus potencias, qué camino seguirá para actualizar, lo más plenamente que le sea posible, su naturaleza, algo que (y nada más veamos a nuestro alrededor), parece ser la excepción y no la regla.
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   Hay comunistas que sostienen que ser anticomunista es ser fascista. Esto es tan incomprensible como decir que no ser católico es ser mormón.
 
   Jorge Luis Borges
 
    
 
   Los iguales, ¿se repelen? Muy probablemente, sobre todo cuando ambos pretenden el mismo objetivo, que bien puede ser, ¡aunque nunca debería serlo!, terminar con la naturaleza humana, algo que, al final de cuentas, y pese a los muchos intentos que se han hecho, no se ha logrado, ni se logrará, consiguiéndose, únicamente, una enorme cantidad de sufrimiento, tal y como lo mostraron, en el siglo XX, el comunismo y el fascismo, que fueron «experimentos» cuyo objetivo fue cambiar la naturaleza humana, con el fin de transformar al ser humano de individuo a colectivo, algo que resulta, y siempre resultará, imposible: lo colectivo en el ser humano —por ejemplo: las relaciones de intercambio—, siempre parte de lo individual en el ser humano —que, en el caso de las relaciones de intercambio supone, de manera esencial, el egoísmo: al intercambiar bienes y servicios lo hacemos pensando en nuestro bien, no en el de la contraparte—.
 
   El comunismo y el fascismo fueron, en esencia, lo mismo: proyectos que demandaron la sumisión del individuo a lo colectivo, sumisión que, si el individuo no esta dispuesto a conceder, se le impone por la fuerza. El problema fue que, por lo general, el individuo no está dispuesto a someterse, más allá de cierto límite (mismo que el fascismo y el comunismo rebasaron por mucho), a lo colectivo. Comunismo y fascismo fueron, en su esencia, la misma barbaridad, pese a que unos (los comunistas o los fascistas) siempre señalaron a los otros (los fascistas o los comunistas) como su antítesis. 
 
   Vuelvo a la pregunta: los iguales, comunismo y fascismo, ¿se repelen? En este caso sí, repulsión que, cuando se presenta como la única alternativa, obliga al ser humano a escoger entre dos opciones que atentan en su contra, por negar, de entrada, su individualidad al pretender que se entregue, sin condiciones, a favor de la colectividad o, lo que es peor, de algún fin que no pasa de ser una entelequia, como lo puede ser la sociedad sin clases, en el caso del comunismo, o el imperio de la raza superior, en el caso del fascismo nacional socialista.
 
   Afirmar, como dice Borges que hacen algunos, que quien es anticomunista es, necesariamente, fascista, es negar, de entrada, la posibilidad de cualquier otro sistema político que no sea colectivista. Es, en pocas palabras, negar la posibilidad del liberalismo; de la libertad y su contraparte: la propiedad; del individuo y su derecho de, con el único límite de no violar los derechos a la vida, libertad y propiedad de los demás, hacer lo que le dé la gana, que es la única razón que existe para hacer las cosas: en pleno ejercicio de la libertad.
 
   Decir, como lo dicen una y otra vez los izquierdistas, que ser anticomunista, o antisocialista, es muestra de que uno simpatiza con el fascismo, o de que uno milita en sus filas, supone concebir solamente sistemas colectivistas, ya sean de «izquierda» (comunismo) ya de «derecha» (fascismo), lo cual es resultado de no concebir, o no aceptar al sistema que está a favor de la libertad: el liberalismo.
 
   Pero voy más allá de lo señalado por Borges. Hay muchos que confunden al liberalismo con la derecha, lo cual los puede llevar a identificar al liberalismo con el fascismo, identificación que es falsa, siendo que el fascismo está más, ¡mucho más!, cerca del comunismo que del liberalismo. Comunismo y fascismo son, en esencia, lo mismo, al buscar la sujeción del individuo a lo colectivo, siendo que la esencia del liberalismo, al buscar el respeto de lo colectivo para con el individuo, es la contraria, algo que muchos, muchos de los cuales legislan y gobiernan, no acaban de entender, siendo por ello una amenaza para el individuo, para su libertad.
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   Lo que se requiere para que la economía funcione eficientemente, lo que se requiere para que los recursos se asignen hacia su mejor uso alternativo, lo que se requiere para que la economía crezca, es contar con un marco legal y regulatorio simple y transparente, de aplicación no discrecional, que promueva la existencia de mercados competitivos.
 
   Isaac Katz
 
    
 
   Que la economía funcione eficientemente, es decir, que se utilicen los factores de la producción para producir aquellos bienes y servicios más valorados por los consumidores. Es decir, que se produzcan más y mejores mercancías para un número cada vez mayor de consumidores. ¿Cómo conseguirlo? Dejando que los agentes económicos, tanto por el lado de la oferta, como por el de la demanda, actúen en libertad, con un solo límite: el respeto a la vida, la libertad y la propiedad de los demás. ¿Cómo lograrlo? Dejando que los agentes económicos asignen sus recursos, desde factores de la producción, pasando por ingresos, hasta bienes y servicios de consumo final, de la manera que crean más conveniente, para lo cual debe cumplirse un solo requisito: que el poder político no lo impida o, dicho de otra manera, que los gobernantes no intervengan en los asuntos económicos de los gobernados, todo lo cual se sintetiza, como lo señala Katz, en permitir mercados con competencia, es decir, en permitir que todo aquel, nacional o extranjero, que quiera y pueda participar en cualquier sector de la actividad económica, tanto por el lado de la producción, como del consumo, con el fin de obtener la mayor utilidad posible, lo pueda hacer, sin enfrentar más límite que el ya señalado: el respeto a la vida, la libertad y la propiedad de los demás.
 
   Katz señala que para conseguirlo se requiere de un marco legal y regulatorio simple y transparente, transparencia y simplicidad a las que hay que agregar otro elemento, no menos importante, la justicia, entendida como el reconocimiento pleno, la definición puntual y la garantía jurídica de la libertad individual para trabajar, emprender, invertir, ahorrar, comerciar y consumir, y de la propiedad privada sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción, sin olvidar que la justicia, así entendida, es, desde el punto de vista económico, lo más eficiente, por lo ya dicho: para que la economía funcione eficientemente se requiere que los agentes económicos actúen libremente, lo cual supone disponer de la propiedad como más convenga, para lo cual se requiere que ambas estén plenamente reconocidas, puntualmente definidas y jurídicamente garantizadas, con solamente un límite: el respeto a la vida, la libertad y la propiedad de los demás.
 
   Ese marco jurídico, transparente y simple, pero sobre todo justo (bien puede ser transparente, simple e injusto), debe ser, ¡muy importante!, de aplicación no discrecional, aplicación no discrecional de las reglas del jugo que es parte esencial de las leyes justas. En primer lugar, el poder político no debe tener el poder de decidir qué actividades económicas le permite realizar a los particulares y cuáles no: los particulares deben poder realizar cualquier actividad económica, siempre y cuando no violen la vida, libertad y propiedad de los demás, es decir, siempre y cuando no se trate de actividades delictivas por su propia naturaleza. En segundo lugar, el poder político no debe tener el poder de decidir de qué porcentaje del ingreso y patrimonio de la gente se va apropiar por la vía de los impuestos, tributación que debe limitarse a la cantidad necesaria para que el gobierno le garantice a los gobernados que nadie más les quitará lo que les sobre (garantizar la seguridad contra la delincuencia) y que, si así sucediera, se les resarcirá al tiempo que se castiga al delincuente (impartir justicia). 
 
   El problema es que hoy, quienes detentan el poder político, están convencidos de que tienen el derecho de, uno, limitar o eliminar la libertad de los agentes económicos, dificultándoles, o de plano prohibiéndoles, la participación en determinadas actividades económicas y, dos, de apropiarse de la cantidad de dinero que sea necesaria para financiar un gobierno que, año tras año, gasta más. Y que quede claro: tienen el poder para hacerlo, pero de ningún manera el derecho.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La libertad, la moralidad y la dignidad humana del individuo consisten precisamente en que haga el bien no porque está forzado a hacerlo, sino porque libremente lo conciba, lo quiera y lo ame.
 
   Mijael Bakunin
 
    
 
   ¿Alguien, en su sano juicio, puede oponerse a que nos hagamos el bien unos a otros? Sí, podría responder algún despistado, y muestra de ellos son los liberales, afirmación que no puede ser más que la de un confundido, ya que los liberales no nos oponemos a que nos hagamos el bien unos a otros, sino a que el poder político obligue a unos a hacerle el bien a otros, ¡algo muy distinto!
 
   El poder político (que es el poder de obligar a la persona, a no realizar, o a sí realizar, determinadas acciones), debe limitarse a prohibir que nos hagamos daño unos a otros (prohibir la delincuencia) y, suponiendo que la prohibición no surta efecto, castigar a quien dañe a otro y, en la medida de la posible, resarcir a quien fue dañado (impartir justicia). ¿Qué sucede cuando el poder político da un paso más allá y, además de prohibir que unos dañen a otros, obliga a unos a beneficiar a otros? Lo que sucede es que el poder político da el paso del legítimo derecho al poder arbitrario. ¿Tiene el poder político el derecho de obligar a unos a beneficiar a otros? No: en tal caso tiene el poder, pero no el derecho (distinción que vio claramente, a través de los ojos del Doctor Zhivago, Boris Pasternak). ¿En ningún caso? En ninguno. Veámoslo, yendo de lo más dramático a lo menos.
 
   ¿Es justo que el poder político obligue a uno a dar su vida por otro? No. Bajémosle al dramatismo. ¿Es justo que el poder político obligue a uno a dar, ya no la vida, pero sí un riñón, a favor de otro? No. Reduzcamos el dramatismo. ¿Es justo que el poder político obligue a uno a dar, ya no la vida, ya no un riñón, pero sí parte de su trabajo a favor de otro? No. Disminuyamos el dramatismo, y preguntémonos si es justo que el poder político obligue a uno a dar, en beneficio de alguien más, no la vida, no un riñón, no parte de su trabajo, ¡pero sí parte del producto de su trabajo! La respuesta, si hemos de ser congruentes con las contestaciones anteriores, debe ser no —no es justo—, por más que no sea lo mismo, sobre todo en cuanto a las repercusiones sobre el obligado, que el poder político le obligue a dar la vida por otro a que le obligue a entregar parte del producto de su trabajo. Puestos a elegir, ¿cuál opción escogemos?, sin olvidar que la cuestión no es de grado, sino de principio. Independientemente de que sea la vida, o solamente parte del producto del trabajo, lo que se debe ceder a favor de alguien más, quien impone ese deber obliga a uno a hacerle el bien a otro, obligación que es la esencia de la esclavitud, por más que se intente justificarla por medio de entelequias como la justicia social, la igualdad de oportunidades, el combate a la pobreza e, inclusive, el bien común.
 
   Pese a que la respuesta es negativa —no es justo que el poder político obligue a uno a entregar parte del producto de su trabajo a favor de otros—, eso es, ni más ni menos, lo que el poder político viene haciendo desde el momento en el cual gobernar se convirtió en sinónimo de redistribuir, es decir, de quitarle a unos para darle a otros o, dicho de otra manera, de obligar a que unos entreguen parte del producto de su trabajo para beneficio de alguien más. 
 
   Hoy gobernar es sinónimo de redistribuir. Hoy el poder político obliga a unos a beneficiar a otros, obligándoles a entregar parte del producto de su trabajo, ejerciendo para ello el poder necesario, pero sin tener el derecho para ejercerlo.
 
   Si, como lo señala Bakunin, la libertad, la moralidad y la dignidad consisten en que el ser humano haga el bien libremente, ¿cuál es el resultado cuando es obligado, por el poder político, a hacerlo? La esclavitud, la inmoralidad, la indignidad, tal y como sucede en estos tiempos en los cuales gobernar es sinónimo de redistribuir, es decir, de quitarle a unos para darle a otros, es decir, de obligar a unos a hacerle el bien a otros.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Hablando de etiquetas engañosas... el Seguro Social es la mayor falsedad. No es social ni seguro... Es un programa que impone malos impuestos para proveer beneficios injustos.
 
    Milton Friedman
 
    
 
   La seguridad social es uno de los elementos esenciales del Estado Benefactor, mismo que pretende satisfacer, definiéndolas inclusive como derechos, necesidades básicas, como lo son alimentación, atención médica, educación, vivienda, un ingreso mínimo, empleo, necesidades que, definidas como derechos, pueden integrar una larga lista, con la consecuencia inevitable: una mayor presión tributaria sobre los contribuyentes, quienes terminan pagando por la seguridad proveída por el Estado Benefactor, lo cual nos lleva de nueva cuenta a un hecho irrefutable: no hay algo que el gobierno les dé a los gobernados, que previamente no le haya quitado a los contribuyentes, por lo que la seguridad social se financia con recursos privados.
 
   ¿Qué es la seguridad social? En el menos malo de los casos es el gobierno obligando al gobernado a beneficiarse a sí mismo, cuando le exige, por ejemplo, ahorrar para su retiro. En el peor es el gobierno obligando a parte de los gobernados a beneficiar a la otra parte, cuando les cobra impuestos a los primeros para, por ejemplo, pagar la atención médica de los segundos. En el primer caso el gobierno trata al gobernado como si fuera un niño incapaz de responder por sus actos, al que hay que obligar a que se cuide. En el segundo el gobierno trata al contribuyente como esclavo, a quien se obliga a trabajar en beneficio de alguien más, obligándolo a entregar, por el cobro de impuestos, parte del producto de su trabajo. En ambos casos el gobierno abusa de su poder, obligando al ciudadano a entregar, ya sea a su favor, ya en beneficio de alguien más, parte del producto de su trabajo, siendo que, si no existiera esa obligación, el ciudadano no la entregaría.
 
   La seguridad social implica, en primer término, que el gobierno trata al gobernado, o como niño irresponsable, o como esclavo, obligándolo a realizar acciones que, de otra manera, no hubiera realizado. Y que quede claro: no estoy en contra de que cada uno se cuide lo mejor posible, ni de que nos ayudemos los unos a los otros. Estoy en contra, ¡eso sí!, de que el gobierno te obligue a cuidarte (por ejemplo: obligándote a ahorrar para tu retiro), o de que te obligue a beneficiar a otros (por ejemplo: cobrándote impuestos para pagar la escuela de los hijos de otros). El adjetivo social, que acompaña al sustantivo seguridad, implica violación a la libertad individual y a la propiedad privada, con un agravante: dicha violación la llevan a cabo quienes deberían de garantizar la propiedad y la libertad de las personas: el Estado, las leyes, el gobierno.
 
   Así las cosas, la seguridad social implica que el gobierno trata al gobernado, o como niño irresponsable, o como esclavo, obligándolo a realizar acciones que, de otra manera, no hubiera realizado, lo cual viola la libertad individual y la propiedad privada. Pero el abuso no termina allí, ya que la seguridad social supone, sobre todo en su segunda modalidad (el gobierno obligando a algunos gobernados a beneficiar a otros), que los beneficiarios de tales prácticas son incapaces, por sí mismos, de satisfacer sus necesidades. ¿Hasta qué punto este tipo de seguridad social atenta contra la dignidad de la persona? Y si lo hace, ¿no se trata de un abuso? Por último, preguntémonos lo siguiente: ¿qué tipo de conducta motiva, entre quienes reciben la seguridad social, el creer que es el gobierno, encarnación del Estado Benefactor, el responsable de satisfacer muchas de sus necesidades, sobre todo cuando las mismas han sido definidas como derechos?
 
   Dicho todo lo anterior, ¿es o no es, como lo señala Friedman, la seguridad social impuestos malos para proveer beneficios injustos?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Cada peso es un contrato entre el gobierno y el poseedor de ese peso. Ese contrato garantiza que cada peso —como una unidad de valor por el cual su poseedor ha trabajado arduamente— valdrá lo mismo hoy que mañana. Si el gobierno no respeta ese contrato, está quebrantando la ley. El único papel del gobierno en la economía debe ser el de garantizar la integridad de las transacciones del mercado.
 
   Domingo Cavallo
 
    
 
   La historia del dinero ha sido, en muy buena medida, la historia de los esfuerzos, del poder político, para apropiarse, en el sentido literal del término, del dinero, esfuerzos que han dado fruto en los sistemas monetarios contemporáneos, que sintetizan lo peor de tres mundos: el mundo del dinero fiduciario, sin valor intrínseco, sin respaldo de ningún tipo; el mundo del dinero fiduciario, ofrecido de manera monopólica por una entidad estatal, el banco central; el mundo del dinero fiduciario, ofrecido monopólicamente por el Estado, impuesto a la circulación como única moneda legal, síntesis que ha dado como resultado, una y otra vez, en mayor o menor medida, ¡pero sin fallar!, la pérdida del poder adquisitivo del dinero, en detrimento del consumo y, lo que es peor, del ahorro, y por ello de la inversión, binomio ahorro-inversión que es la llave del progreso económico.
 
   Una vez que el dinero ha sido monopolizado por el poder político éste contrae el compromiso, con todos aquellos que generan ingresos monetarios, de mantener el poder adquisitivo de ese dinero, es decir, de esos ingresos, siendo esa, y ninguna otra, la responsabilidad de la autoridad monetaria: preservar el poder adquisitivo del dinero, es decir, del ingreso, por lo tanto, del trabajo. Para entender esto último hay que tener en cuenta que el ser humano trabaja, no a cambio de una determinada cantidad de dinero, sino a cambio de una determinada cantidad de bienes y servicios, que, en una economía basada en el intercambio indirecto, se obtiene por medio del dinero. Pero lo importante no es el dinero, sino los bienes y servicios con los que el ser humano satisface sus necesidades. La única necesidad, que de manera directa, satisface el dinero, es la necesidad de facilitar el intercambio, siendo que el intercambio indirecto, por medio del dinero, es mucho más fácil, y por ello más eficiente, que el indirecto, el trueque.
 
   Una vez que el poder político controla el dinero se establece, entre el emisor del dinero (el poder político, encarnado en la autoridad monetaria) y los generadores de ingreso monetario (oferentes de factores de la producción y de bienes y servicios de consumo) un contrato, al que con toda propiedad podemos llamar contrato monetario, por el cual la autoridad monetaria se compromete a preservar el poder adquisitivo del dinero o, lo que es lo mismo, el poder de compra del trabajo humano que, como lo dije, se realiza a cambio, no de una determinada cantidad de dinero, sino de un determinado conjunto de bienes y servicios. La pregunta es si el sistema monetario actual —dinero fiduciario, ofrecido monopólicamente por el Estado, e impuesto por ley a la circulación como única moneda de curso legal—, es el que mejor garantiza la preservación del poder adquisitivo del dinero, de los ingresos monetarios, del trabajo. Cavallo dice que ese contrato garantiza que cada peso tenga, mañana, el mismo poder adquisitivo que tiene hoy, lo cual no es cierto. Ese contrato, el monetario, debe garantizar que el poder adquisitivo de una unidad monetaria, mañana, sea el mismo de hoy. Pero eso es lo que el poder político no ha garantizado. ¿Por qué? Porque de entrada no se trata, estrictamente hablando, de un contrato, ya que el mismo supone la voluntariedad de las partes, siendo que el contrato monetario es impuesto, de manera unilateral, por uno de los «contratantes» (el poder político) no quedándole al otro (los agentes económicos) más que su aceptación o el regreso al trueque. 
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Nacionalismo es la extraña creencia de que un país es mejor que los demás por virtud del hecho de que uno nació en él.
 
   George Bernard Shaw
 
    
 
   Haber nacido en esta o aquella nación es algo que, literalmente, le sucede al ser humano. En todo caso pudo haber sido una elección de los padres, pero no, ¡obviamente!, del hijo, quien, en un momento dado, puede rechazar la nacionalidad que le dieron sus padres, poder que es, antes que otra cosa, un derecho de todo ser humano: elegir, conscientemente, nacionalidad o, inclusive, rechazar cualquier nacionalidad.
 
   Hay que distinguir entre nacionalidad y cultura, sin olvidar que dentro de una determinada nación operan diferentes culturas, siendo que la nacionalidad impone límites, mientras que las culturas, si son realmente tales, ensanchan horizontes. Yo puedo querer no ser mexicano, en cuanto a la nacionalidad, y aún así participar gozosamente de la cultura mexicana, de esa singular manera que tenemos o mexicanos de vivir, como singular es, al final de cuentas, la forma de vivir. Lo que importa es la cultura, espontánea, no la nacionalidad, artificial, y el problema surge cuando, quienes detentan el poder político, y por lo tanto son capaces de obligar al ser humano a actuar, o no actuar, de determinada manera, quieren encerrar la cultura dentro de los límites impuestos por la nacionalidad, como si ésta, además de origen fuera destino, como si, aparte de origen casual, tuviera que ser destino causal. Tuviera que ser…
 
   ¿Cuál es el origen de esa intención que, una y otra vez, se apropia del discurso político y del poder gubernamental? La creencia de que lo importante es la nacionalidad, siendo que, bien vistas las cosas, la nacionalidad es lo de menos, algo accidental, algo que nos sucedió, suceso que estuvo fuera del alcance de nuestra decisión y elección. La nacionalidad es lo de menos, menos para los gobernantes, quienes tienen poder sobre los gobernados, precisamente en función de la nacionalidad de estos, razón por la cual, al final de cuentas, no hay gobernante que no sea, en mayor o menor medida, de una u otra manera, nacionalista, no en el sentido de origen casual, sino de destino causal, al grado de creerse con el derecho, que no pasa de ser poder, de exigirle el gobernado el sacrificio de su vida por la Nación, por el simple hecho de portar esa nacionalidad. ¿Puede haber mayor arbitrariedad de parte del poder político? ¿Puede haber mayor amenaza para el ser humano que la de otro ser humano con el poder de, por el simple hecho de portar una determinada nacionalidad, obligarle a sacrificar su vida?
 
   ¿Tenemos los seres humanos el derecho a cambiar de nacionalidad? Sí. ¿Y a rechazar cualquier nacionalidad? ¿A ser solamente uno, persona, individuo, no mexicano, no español, no alemán, sin tener que hacer honores a alguna bandera (que no pasa de ser un pedazo de tela) o reverenciar algún himno (que no pasa de ser un conjunto de notas musicales)? Sí, por más que muchos, comenzando por quienes detentan el poder político, se opongan rotundamente, ya que ello atenta contra el poder que, muchas veces arbitrariamente, ejercen contra los gobernados que lo son, no lo olvidemos, porque portan una determinada nacionalidad, como si el origen casual fuera más importante que el destino causal.
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   Cuídate de aquel que defiende sus propios intereses, pero cuídate más de aquel que defiende los de todos. 
 
   Melvin Garita Mora
 
    
 
   Defender los intereses propios no es malo, siempre y cuando se haga dentro de los límites que marca el respeto a los derechos de los demás, es decir, respetando la vida, la libertad y la propiedad de los demás. Lo anterior quiere decir que defender los intereses propios no es malo, siempre y cuando esa defensa tenga lugar dentro de los límites que marca el Estado de Derecho, que es el gobierno de las leyes justas, siendo justas las leyes que reconocen plenamente, definen puntualmente y garantizan jurídicamente los derechos de la persona a la vida, la libertad y la propiedad. Dentro de los límites que marca el Estado de Derecho defender los intereses propios bien puede ser equivalente a hacer valer los propios derechos, es decir, a hacer valer el Estado de Derecho, lo cual es tanto como hacer valer la convivencia civilizada.
 
   Defender los intereses propios ¿es sinónimo de egoísmo? Sí, si por egoísmo entendemos el actuar a favor de uno mismo, es decir, en función de los intereses propios, lo cual no quiere decir, necesariamente, actuar en contra de los demás. El egoísmo es esencial a los seres humanos, sobre todo en nuestra calidad de agentes económicos, lo cual quiere decir que en el mercado, ya sea como oferentes, ya como demandantes, actuamos siempre en función del interés propio, pensando en la satisfacción de nuestras necesidades, no en las de la contraparte. Sin embargo, en el mercado, para que uno (por ejemplo: el consumidor) satisfaga sus necesidades, debe contribuir a la satisfacción de las necesidades de la contraparte (en este caso el oferente), razón por la cual el intercambio, por medio del cual cada uno pretende satisfacer sus necesidades, es un juego de suma positiva: ambas partes ganan, pese a cada una actúa de manera egoísta, en función de sus intereses.
 
   Que los seres humanos actuemos en función del interés propio en el mercado, respetando los derechos de los demás, es condición necesaria del progreso económico, si no es que signo mismo de dicho progreso, para lo cual se requiere de una cierta actitud ética: «Yo tengo derecho a lo que necesito, y que por obra y gracia de la división del trabajo es tuyo, siempre y cuando sea capaz de ofrecerte algo a cambio, es decir, siempre y cuando sea capaz de beneficiarte», beneficio para el otro que parte del cuidado por el interés propio (tal y como lo señaló Adam Smith en La Riqueza de las Naciones).
 
   ¿Pero qué sucede cuando aparece alguien que asegura actuar en función del interés de los demás? Si quien aparece con tales pretensiones es el gobernante en turno lo que sucede, en el 99 por ciento de los casos, es la redistribución, con el gobernante quitándole a unos para darle a otros, tal y como sucede hoy con todos los gobernantes, de izquierda, de derecha y, para colmo de males, hasta liberales, redistribución que no es más que un robo con todas las de la ley. ¿Quién es el gobernante para obligarnos a entregar, con él de intermediario, parte del producto de nuestro trabajo a alguien más?
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Compatriotas. Las armas os darán la independencia, las leyes os darán la libertad.
 
   Simón Bolivar
 
    
 
   Independencia de la nación, libertad de la persona. Independencia con relación a gobiernos extranjeros, libertad con relación al gobierno nacional. Independencia nacional que se logra, la mayoría de las veces, como lo señala Bolivar, por medio de las armas, libertad personal que no se consigue, pese a lo que señala Bolivar, por medio de las leyes. En este punto El Libertador se equivocó, por una razón muy sencilla: la libertad del ser humano, entendida como la facultad para decidir y elegir, y sobre todo para decidirse y elegirse, es anterior, ¡y superior!, al Estado, sus leyes y sus gobiernos. La capacidad del ser humano para autodeterminarse (y eso, capacidad para la autodeterminación, es la libertad), es anterior y superior a la ley, y la ley, tal y como lo apuntó Bastiat, debe redactarse de tal manera que reconozca, defina y garantice la libertad del ser humano. No hay ley que pueda darle al ser humano aquello con lo cual el ser humano nace: la libertad.
 
   Bolivar acertó en la primera parte de su afirmación —las armas os darán la independencia—, pero no en la segunda —las leyes os darán la libertad—, por la razón ya explicada: la ley no puede darle a la persona aquello con lo que la persona nace: la facultad para decidir y elegir; para decidirse y elegirse; para autodeterminarse. La libertad. Es más, muchas veces es la ley la que limita, en el mejor de los casos, la libertad de la persona y, en el peor, la elimina, y muchas veces lo hace, no directamente, sino indirectamente, limitando o eliminando la propiedad, ya que la propiedad es, sobre todo en el ámbito de la economía, y ante todo en la esfera del consumo (con todo lo que ello supone en términos de bienestar), la condición de posibilidad de la libertad.
 
   La tarea de la ley no debe ser, ¡no puede ser!, darle la libertad al ser humano, ya que ello supondría, entre otras cosas, que es el legislador quien se la otorga a la persona, lo cual de entrada nos plantea la siguiente pregunta: ¿y quién le dio al legislador (que, dicho sea de paso, es un ser humano como todos los demás), la libertad para darle la libertad a los demás? No, la tarea de la ley debe ser, ¡y puede ser!, reconocer plenamente, definir puntualmente y garantizar jurídicamente la libertad del ser humano, y digo que esa debe ser la tarea de la ley porque hoy la ley limita, en el mejor de los casos, o elimina, en el peor, la libertad de la persona, no habiendo, en el ámbito de la ley, contradicción más grave, y lo digo en términos bastianos: «La ley realizando ella misma la iniquidad, de cuyo castigo estaba encargada».
 
   Desafortunadamente, ya que los gobernantes y los gubernamentólatras han hecho bien su trabajo de persuasión, hoy se creen libres muchos seres humanos que, bien vistas las cosas (lo cual supone tener presente, ¡hay que insistir en ello!, que la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, y que en la medida en la que se limita o elimina la primera se limita y elimina la segunda), no lo son, comenzando por el campo de la actividad económica, y por algo será que la calificación promedio, en el mundo, en materia de libertad económica, es, en escala de 0 a 10, 6.2.[13] ¿Libertad? ¡Sí, cómo no!
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La ley no ha sido establecida por el ingenio de los hombres, ni por el mandamiento de los pueblos, sino que es algo eterno que rige el Universo con la sabiduría del imperar y del prohibir.
 
    Marco Tulio Cicerón
 
    
 
   Cicerón hace referencia, al hablar de ese algo eterno que rige el universo a la ley natural, que rige tanto a los fenómenos de la naturaleza, como a la acción humana, leyes de la acción humana que han estudiado, sobre todo, los economistas de la Escuela Austriaca, habiendo dado lugar a la praxeología, la ciencia de la acción humana.
 
   Las principales leyes de la acción humana son las siguientes. Primera: siempre que el ser humano actúa lo hace con el fin de mejorar su situación, buscando pasar de una condición menos satisfactoria a otra que le reporte mayor satisfacción. Segunda: solamente el ser humano, individualmente considerado, puede valorar su situación actual, decidir cambiarla, elegir la manera de hacerlo, valorar el resultado final, y asumir el riesgo y la responsabilidad que todo ello ocasiona. Tercera: toda acción humana, al suponer una decisión y/o una elección, genera un costo de oportunidad, es decir, una acción, y el resultado de esa acción, desechados. Cuarta: al actuar el ser humano siempre prefiere más a menos. Quinta: al actuar el ser humano prefiere un determinado valor en el presente al mismo valor en el futuro, por lo que, para renunciar a un valor presente, se requiere que el valor futuro sea mayor. Sexta: conforme el ser humano obtiene más de un determinado bien, su valor disminuye, hasta llegar a cero. Estas leyes rigen la acción humana con la sabiduría del imperar y el prohibir, en el sentido literal del término.
 
   Estas, las principales leyes de la acción humana, son leyes naturales, es decir, no redactadas ni promulgadas por el ser humano, razón por la cual son anteriores y superiores a la ley positiva humana, debiendo esta última ser redactada de tal manera que respete a aquellas, lo cual supone, ¡obviamente!, que el ser humano es capaz de conocerlas, tal y como sucede, lo cual no supone, lo vemos una y otra vez, que el ser humano, en su calidad de legislador, las respete. La legislación, sobre todo la relacionada con la actividad económica, está repleta de ejemplos de violaciones a las leyes naturales de la acción humana, que son violaciones, al final de cuentas, a la libertad y a la propiedad, no habiendo mayor contradicción que una ley, promulgada por el ser humano, violadora de los derechos de la persona, entre los cuales se encuentran los derechos a la libertad y a la propiedad, contradicción que, no por ser tal, deja de ser la regla, sobre todo en el campo de la actividad económica.
 
   Las leyes establecidas por el ingenio de los hombres, o por el mandato de los pueblos, deben respetar, sobre todo en el ámbito de la acción humana, las leyes naturales, aquellas que han sido «redactadas y promulgadas» por el Creador de la naturaleza, naturaleza entre la cual se encuentra al ser humano, a quien aquel Creador le concedió la capacidad intelectual para conocer y entender las leyes naturales, comenzando por aquellas que rigen la acción humana, conocimiento y entendimiento que, en muchos casos, sobre todo en no pocos relacionados con la economía, todavía dejan mucho que desear.
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   Solo hay una manera de matar al capitalismo: con impuestos, impuestos y más impuestos. 
 
   Karl Marx 
 
    
 
   La afirmación de Marx contradice una de las tesis centrales del materialismo dialéctico, es decir, del marxismo, aquella que afirma que el capitalismo desaparecerá (dando lugar, en primera instancia, a la dictadura del proletariado y, en segunda, al comunismo), por las contradicciones que les son inherentes, independientemente de cuáles, y cuántos, impuestos se cobren. Sin embargo, la afirmación de Marx es correcta, aunque incompleta. Me explico.
 
   El capitalismo es el sistema económico basado en la libertad individual para trabajar, emprender, invertir, ahorrar, intercambiar y consumir, y en la propiedad privada sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción, de tal manera que todo lo que limite o elimine esa libertad, y esa propiedad, mina al capitalismo, con todo lo que ello supone en términos de crecimiento y desarrollo económico, que dependen del poder creador de la libertad, y del poder incentivante de la propiedad
 
   ¿Qué limita o elimina la libertad para trabajar, emprender, invertir, ahorrar, intercambiar y consumir? La burocratización de la actividad económica de los particulares, que la limita, o la monopolización gubernamental de ciertas actividades económicas, que la elimina.
 
   ¿Qué limita o elimina la propiedad sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción? En primer lugar, dado que propiedad y libertad son dos caras de la misma moneda, todo aquello que limita o elimina la libertad y, en segundo término, los impuestos que, sin llegar a eliminarla por completo (el resultado sería la esclavitud), sí la limitan considerablemente, sobre todo cuando se cobran con fines redistributivos (el gobierno le quita a unos para darle a otros), y son progresivos al ingreso (a mayor ingreso mayor porcentaje).
 
   ¿Cuál es el resultado de limitar la libertad? Limitar el poder creador del ser humano para producir bienes y servicios y, por lo tanto, para satisfacer sus necesidades. ¿Y la consecuencia de limitar la propiedad? Limitar aquello que incentiva al ser humano a esforzarse para producir bienes y servicios, para ofrecer mejores bienes y servicios, para servir lo mejor posible a los consumidores. Limitar el poder creador del ser humano, y aquello que lo incentiva a ejercerlo, da como resultado el estancamiento económico, con todas sus consecuencias sobre el bienestar del ser humano.
 
   ¿Qué debe hacer el Estado y sus leyes con el poder creador de la libertad y con el poder incentivante de la propiedad? Reconocerlos plenamente, definirlos puntualmente y garantizarlos jurídicamente, lo cual supone, entre otras cosas, un sistema tributario de tipo PBP: impuestos pocos, bajos y parejos, en general, y, en concreto, un impuesto único (ni uno más), homogéneo (la misma tasa en todos os casos), universal (sin excepción de ningún tipo), no expoliatorio (para que su cobro no degenere en un robo con todas las de la ley), al consumo (no al ingreso, no al patrimonio), impuesto que los marxistas no aceptan, estando a favor del sistema contrario: el impuesto progresivo al ingreso, que es la herramienta redistributiva por excelencia, impuesto que más que la excepción es la regla, muestra de lo mucho que han permeado las ideas de Marx, al grado de que hoy gobernar es sinónimo de redistribuir, con todo lo que ello supone en términos de libertad y propiedad.
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   La sociedad en cada estado es una bendición, pero el gobierno, incluso en el mejor de sus estados, es solo un mal necesario; en el peor de los estados, es un mal intolerable.
 
   Thomas Paine
 
    
 
   …siendo el peor de los posibles estados del gobierno aquel en el cual éste se identifica con la sociedad, lo cual da como resultado la creencia, entre los gobernados, de que el gobernante es el responsable por la satisfacción de todas sus necesidades, por la prevención y eliminación de todos los males, por la producción y provisión de todos los bienes, por la solución de todos los problemas, lo cual convierte al gobernado en dependiente del gobernante, algo que, de entrada, va contra la dignidad de la persona.
 
   ¿Qué es la sociedad? El conjunto de relaciones que, voluntariamente, se establecen entre los seres humanos, por las cuales estos logran elevar sus niveles de bienestar, de las cuales los mismo consiguen beneficios. Si así no fuera esas relaciones no se establecerían libremente.
 
   ¿Qué es el gobierno? El poder que algunos —los gobernantes—, detentan para limitar la libertad y la propiedad de otros —los gobernados—, poder que, más allá de cierto límite, mismo que los gobernantes alcanza y sobrepasan rápidamente, termina violando la libertad y la propiedad, lo cual me lleva a la pregunta central con relación al gobierno: ¿qué justifica que el gobernante limite la libertad y la propiedad de los gobernados? Respuesta: que ese límite sea el necesario para evitar que un gobernado atente contra la libertad y la propiedad de otros gobernados, ¡y nada más! ¿Qué sucede cuando el gobierno va más allá?
 
   Paine señala que «cuando padecemos, o estamos expuestos a las mismas miserias por un gobierno, que las que podríamos esperar en un país sin gobierno, nuestra calamidad se incrementa al revelarse que nosotros suministramos los medios que nos hacen sufrir», siendo éste, para Paine, el gobierno en su peor estado. La miseria que un ser humano puede padecer en un estado sin gobierno es la violación de sus derechos, comenzando por la libertad y la propiedad, violación que, en un estado diferente de cosas, la puede llevar a cabo el gobierno, cuando elimina, en el peor de los casos, o limita, en el mejor, la libertad de la persona, lo cual se logra, de entrada, cuando el gobierno cobra impuestos progresivos al ingreso (a mayor ingreso mayor porcentaje de tributación), con fines redistributivos (quitándole a unos para darle a otros), sin olvidar que gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir, y ya no solamente para la satisfacción de necesidades básicas, sino para el cumplimiento de gustos y caprichos que nada tienen que ver con la salud o la vida del ser humano, todo lo cual se refleja en la famosa definición que, del gobierno, dio Bastiat: «El gobierno es aquella ficción por medio de la cual todo mundo pretende vivir a expensas de todo el mundo», lo cual, ¡obviamente!, es imposible.
 
   El gobierno no debe pasar de ser un mal necesario, es decir, el miedo al castigo al que se haría uno acreedor por violar los derechos de los demás, no debiendo llegar a ser un mal intolerable, el violador de los derechos que debe defender, comenzando por los derechos a la libertad y a la propiedad, y mucho menos llegar a confundirse con la sociedad que, como lo señala Paine, tiene un origen distinto y una función diversa, pese a que los gobernantes pretendan hacernos creer lo contrario.
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   El Estado llama a su propia violencia ley, pero a la del individuo crimen.
 
   Max Stirner
 
    
 
   Si una persona limita o elimina la libertad y/o la propiedad de otra se le llama criminal. Por ejemplo: si la secuestra, atenta contra su libertad, y al secuestro se le llama crimen. Si le roba la cartera, atenta contra su propiedad, y al robo se le llama crimen. Pero si el gobierno limita o elimina la libertad y/o la propiedad de los gobernados, por lo general, nadie identifica esas acciones gubernamentales como crímenes, lo cual, entre otras cosas, le permite a los gobernados salirse con la suya, muchas veces con la venia de aquellos en contra de quienes atenta, y todo por la confusión entre lo legal y lo justo.
 
   Por ejemplo: el cobro de impuestos, en todos los países democráticos, es legal, lo cual quiere decir que la obligación, impuesta por el gobierno a los gobernados, de entregarle parte del producto de su trabajo, está avalada por leyes redactadas y promulgadas por la autoridad competente: los legisladores electos por los mismos gobernados. Pero el que sea legal no quiere decir que sea justo, tal y como lo demuestra el siguiente ejemplo: supongamos que la ley le permite al recaudador obligar al contribuyente a entregar el 95 por ciento del producto de su trabajo, entrega que sería legal, es decir, avalada por la ley, pero que, ¡obviamente!, sería injusta. ¿Qué justifica que el gobierno, independientemente de para qué lo use, y al margen de cómo lo use, se apropie del 95 por ciento del producto del trabajo de la gente? Nada, absolutamente nada. Ese impuesto sería un robo con todas las de la ley y, muy probablemente, la mayoría de los contribuyentes así lo identificaría, razón por la cual ningún gobierno, que yo sepa, se ha atrevido a tanto, sin caer abiertamente en la tiranía.
 
   Sin embargo, el que ningún gobierno se haya atrevido a tanto no quiere decir que no se haya atrevido a menos, tal y como lo hacen todos los gobiernos, sobre todo en materia de impuestos y, en especial, cuando los mismos se cobran con fines redistributivos, es decir, cuando el gobierno les quita a unos para darle a otros, algo que algunos llaman justicia social, que no pasa de ser injusticia individual.
 
   ¿Cuál es la diferencia entre un ladrón que, a punta de pistola, roba para darle de comer a sus hijos, y el gobierno que, a punta de amenaza en caso de que el contribuyente no tribute tal y como el gobierno le dice que debe hacerlo, le cobra impuestos a unos para darle de comer a los hijos de otros? ¿Existe, más allá de las obvias diferencias accidentales, alguna diferencia esencial entre lo primero y lo segundo?
 
   En el primer caso, ¿se trata de un robo? Sí, sin duda alguna, por más atenuantes que pueda tener el robo por hambre, que no por ser por hambre deja de ser robo. ¿Se trata del uso de la violencia de una persona en contra de otra? Sí. ¿Se trata de un delito, es decir, de una injusticia cometida en contra de un individuo? Sin lugar a dudas.
 
   En el segundo caso, ¿también se trata de un robo? Sí, sin duda alguna, por más que mucha gente, ¡incluidas muchas de las víctimas del despojo!, no lo consideren así, sin olvidar que, no por no considerarlo un robo, el cobro de impuestos con fines redistributivos deja de serlo, redistribución a partir del cobro de impuestos que muchos llaman justicia social y que, ¡hay que insistir en ello!, no pasa de ser injusticia individual, por más que esté avalada por la ley, que en este caso se usa, tramposamente, para intentar justificar una injusticia, dando como resultado una ley injusta, que es la peor amenaza que se cierne sobre la libertad y la propiedad de los gobernados, algo que hoy es, no la excepción, sino la regla.
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   La libertad es la posibilidad de dudar, la posibilidad de cometer un error, la posibilidad de decirle «No» a cualquier autoridad literaria, filosófica, religiosa, social e inclusive política.
 
   Ignazio Silote
 
    
 
   La libertad es, entre otras muchas cosas, la capacidad del ser humano para introducir novedades en el mundo, para sustituir la predeterminación por la autodeterminación, para hacer del futuro un por hacer, no un por llegar, para lo cual resulta indispensable la posibilidad, entre otras, de decirle NO, no como lo señala Silote, a cualquier tipo de autoridad, sino a la autoridad arbitraria, aquella que se usa para violar los derechos de la persona, algo que sucede, con frecuencia, cuando de la autoridad política se trata, desde la derecha hasta la izquierda, sin pasar por alto, desafortunadamente, a muchos liberales, aquellos que no han descubierto la relación entre propiedad y libertad, siendo que la primera es la condición de posibilidad de la segunda, de tal manera que todo lo que limita a la primera limita a la segunda, siendo la más clara muestra de esta limitación la redistribución que, quitándole a unos y dándole a otros, llevan a cabo todos los gobiernos. ¡No existe uno solo que no redistribuya!
 
   La libertad, más que suponer la posibilidad de dudar, posibilidad que siempre existe en el ser humano, supone la posibilidad de expresar abiertamente esa duda, sin que el poder —que puede ser político, religioso, ideológico, etc.—, lo prohíba, ¡sobre todo cuando se duda de la legitimidad de dicho poder!.
 
   La libertad, más que suponer la posibilidad de cometer un error, posibilidad que siempre existe en el ser humano, supone la posibilidad de que, quien comete el error, se responsabilice por sus consecuencias, sin que el poder —que puede ser político, religioso, ideológico, etc.—, la asuma, ¡por más que quien haya cometido el error quiera que otro asuma las consecuencias!.
 
   La libertad supone la posibilidad de decir NO, no a cualquier autoridad, sino a la que es arbitraria, a la que se usa para violar los derechos de la persona; a la que mata, esclaviza, roba; a la que no respeta la vida, la libertad y la propiedad de la persona; a la que es, no autoridad legítima, sino autoridad arbitraria; a la que hace aquello que prohíbe y prohíbe aquello que hace; a la que usa la ley para violar derechos y viola derechos legalmente, es decir, a la que redacta y promulga leyes injustas; a la que cree que gobernar es algo más que reconocer y garantizar los derechos de las personas a la vida, la libertad y la propiedad, convencida que gobernar supone desde preservar al gobernado de todos los males, comenzando por aquellos que se puede hacer a sí mismo, hasta otorgarle todos los bienes, desde la cuna hasta la tumba, gobiernos ángel de la guarda (preservan de todos los males) y hada madrina (conceden todos los bienes) que van más allá de la redistribución, para hacer del gobierno, no solamente el redistribuidor, sino el dispensador de todos los bienes (hada madrina) y el salvador de todos los males (ángel de la guarda).
 
   Es a esta autoridad (la arbitraria; la del gobierno redistribuidor; la del gobierno ángel de la guarda; la del gobierno hada madrina; la de las leyes injustas), a la que la libertad debe oponerse, a la que la libertad debe decir NO, negativa que (ésta es la otra cara de la moneda) supone afirmar y reafirmar la vida, la libertad y la propiedad de la persona frente al quienes se han convertido en su principal amenaza: los gobernantes, quienes se creen con el derecho de eliminar o limitar la vida, la libertad y la propiedad de los gobernados, cuando la realidad es que, con lo único que cuentan para hacerlo es, no con el derecho, sino con el poder, ¡algo muy distinto!
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   La economía de mercado no es incompatible con la justicia social; es una de las formas en las que la justicia social se lleva a la práctica en el mundo real.
 
   Jeffrey A. Tucker
 
    
 
   Cualquier liberal entiende el sentido de lo escrito por Tucker, y el argumento para hacerlo es el siguiente. Uno: la economía de mercado está basada en el intercambio entre oferentes y demandantes. Dos: todo intercambio supone la libertad de quienes participan. Tres: dado que el intercambio es libre, las partes involucradas aceptan los términos del mismo. Cuatro: cada una de las partes debe cumplir con la otra, en los términos acordados. Quinto: quienes participan en el intercambio lo hacen porque valoran más lo que reciben que lo que dan, razón por la cual se trata de un «juego de suma positiva», de tal manera que las partes están mejor después del intercambio que antes del mismo.
 
   En términos de justicia, y tomando en cuenta los cinco puntos antes señalados, ¿qué supone la economía de mercado? Que es justo, para comenzar, aquel acuerdo al que las partes que intercambian llegan y, para terminar, el cumplimiento del mismo: la entrega de una mercancía, en una cantidad acordada, con una calidad determinada, a cambio de una cierta cantidad de dinero. Eso es lo justo, justicia que se origina en el hecho de que los términos del intercambio fueron libremente establecidos entre oferente y demandante, justicia que se cumple una vez concluido el intercambio. 
 
   En términos de justicia, ¿qué supone la economía de mercado? Precisamente eso, la justicia, entendida a la manera de Ulpiano, como la constante y perenne voluntad de darle a cada quien lo suyo, siendo lo suyo de cada quien el derecho de cada cual, derecho que en este caso es, de parte del demandante, el de recibir, en cantidad y calidad, la mercancía por la que pagó y, de parte del oferente, el de recibir, en cantidad y calidad (lo cual nos remite al tema de la inflación), el dinero a cambio del cual entregó la mercancía, sin olvidar que los términos del intercambio fueron libremente establecidos por ambos, libertad que es, en materia de intercambios, y por lo tanto de mercados, y por ello de economía de mercado, el fundamento de la justicia.
 
   Es, en el sentido antes dicho, que cualquier liberal, y de hecho cualquiera que entienda lo que es el intercambio, comprende la idea de Tucker, de la cual hay que aclarar un punto, el relacionado con el adjetivo social que adjetiva al sustantivo justicia, dando como resultado el concepto justicia social, más propio de los socialistas que de los liberales, adjetivo social que, como lo señaló Hayek, al adjetivar al sustantivo justicia le quita su significado correcto, al grado de que la justicia social podrá ser social pero, ¡precisamente por ello!, deja de ser justicia.
 
   La justicia supone respetar los derechos de los demás, justicia que está presente en cualquier intercambio. La justicia social supone que el poder político les quita a unos para darles a otros, justicia social que está presente en cualquier acto de redistribución, que será social, pero no justo, por más que para muchos en ella, en la redistribución, se encuentre la quintaesencia de la justicia.
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   El libre mercado penaliza la irresponsabilidad. El estado la recompensa. 
 
   Harry Browne
 
    
 
   ¿Qué es la irresponsabilidad en el ámbito del mercado? El mal uso de los recursos, comenzando por los factores de la producción: recursos naturales, capital y trabajo. Mal uso, ¿en qué sentido? En el de haber producido a un costo que los consumidores no están dispuestos a financiar o, dicho de otra manera, en ofrecer a un precio que los consumidores no están dispuestos a pagar. En tal caso el precio mínimo al que el oferente está dispuesto a vender (igual a su costo de producción), es mayor al precio máximo que el consumidor está dispuesto a pagar (determinado por su valoración y su poder adquisitivo), razón por la cual no hay intercambio: el oferente se queda con la mercancía, no genera ingresos, pierde y, de no corregir la situación, quiebra. Pero por lo pronto, corrija o no la situación, ya incurrió en pérdidas, producto de su irresponsabilidad, es decir, de haber usado factores de la producción a un costo que los consumidores no aprobaron.
 
   Lo anterior quiere decir que, en el mercado, el oferente debe ofrecer aquello que el consumidor valora, con la calidad que lo valora, y al precio que lo valora, para lo cual el costo de producción debe ser el adecuado, siendo éste el que debe adecuarse al precio que el consumidor está dispuesto a pagar, ¡no al revés!, lo cual quiere decir, uno, que el consumidor, comprando o dejando de comprar, es quien dirige la producción, y, dos, que para generar un ingreso el oferente debe convencer al consumidor, ofreciéndole la combinación correcta de precio, calidad y servicio. Si no lo hace, si actúa irresponsablemente, no vende, no genera ingresos, pierde y quiebra.
 
   Para generar ingresos el empresario debe convencer al consumidor, algo que no sucede con el agente político (gobernante, legislador, burócrata, político, funcionario público, etc.), quien para generarlos lo único que debe hacer, siendo juez y parte, e independientemente de qué haga y cómo lo haga, es vencer al contribuyente, es decir, obligarlo a pagar impuestos y, dado el caso, a pagar más impuestos, al margen, ¡hay que insistir en ello!, de qué haga y cómo lo haga, con el agravante de ser a la vez juez y parte —él decide qué impuestos, a qué tasas, y a quién los cobra, para generar sus ingresos—, todo lo cual muestra la indefensión en la cual se encuentra el contribuyente frente al recaudador, indefensión que le permite al agente político actuar de manera irresponsable, de entrada en el cobro de impuestos, sobre todo cuando estos se cobran con fines redistributivos, es decir, cuando el gobierno le quita a unos para darle a otros, algo que no pasa de ser un robo con todas las de la ley, una expoliación legal, que no por ser lo segundo —legal—, deja de ser lo primero —expoliación—, y, por lo tanto, falta de ética.
 
   Las actuaciones irresponsables, en el mercado, se pagan rápido, generándose los incentivos (las pérdidas) para que los agentes económicos corrijan sus errores, algo que no sucede en el campo del gobierno, en el cual, quien comete errores, puede seguir cometiéndolos sin que se genere el incentivo para que los corrija, lo cual abarca desde una mala política económica hasta la construcción de infraestructura innecesaria, pasando por la sistemática violación de los derechos de los gobernados, ¡sin que estos caigan en la cuenta de lo que sucede!, tal y como es el caso del cobro de impuestos con fines redistributivos, sin olvidar que hoy el cobro de impuestos se hace, en un porcentaje elevado, con dichos fines. Basta revisar los presupuestos de egresos de los gobiernos. Basta repasar en qué gastan los gobernantes.
 
   Queda claro que quien (empresario) debe convencer a su contraparte (consumidor) para generar ingresos, actuará de manera más responsable que aquel (agente político) a quien le basta con vencer a dicha contraparte (contribuyente) para obtenerlos, razón por la cual la tajada del ingreso que se llevan los segundos tiende a ser cada vez mayor.
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   La democracia es una forma superior de gobierno, porque se basa en el respeto del hombre como ser racional.
 
   John F. Kennedy
 
    
 
   Lo primero que hay que aclarar es que la democracia no es una forma de gobierno, mucho menos una forma superior de gobierno, ¡de hecho no debe ser forma de gobierno!, sino una manera de elegir gobierno, algo muy distinto. 
 
   Gobernar es crear y conservar un orden legal justo, siendo justo aquel orden legal que reconoce plenamente, define puntualmente y garantiza jurídicamente la vida, la libertad y la propiedad de las personas. La democracia es la forma de elegir a los gobernantes, quienes harán valer ese orden justo, sin olvidar que ese orden justo de reconocimiento, definición y respeto de los derechos naturales de la persona no es resultado de la democracia, sino anterior y superior a ella, lo cual quiere decir que la democracia encuentra su límite, ¡que debe ser insalvable!, en la vida, la libertad y la propiedad de la persona. ¿De qué estoy hablando? De la democracia liberal.
 
   Si por democracia entendemos decidir y elegir en función de la voluntad de la mayoría, gobernar, entendiendo dicha acción como la creación y conservación de un orden legal justo, no debe ser una tarea democrática: hacer valer los derechos de los gobernados no debe ser el resultado de la voluntad de la mayoría, debiendo ser una cuestión de principio, ¡independientemente de la opinión de la mayoría! ¿Que en la realidad muchas veces no es así? Cierto, ¡y por eso estamos como estamos!
 
   Lo segundo que hay que comentar es la supuesta racionalidad del ser humano, sobre todo en su calidad de elector, que es su papel fundamental en el campo de la democracia. Ya en una fecha «tan lejana» como lo es 1957, Anthony Downs, en su libro Teoría Económica de la Democracia, habló de la ignorancia racional que caracteriza al elector medio, para quien el precio a pagar para votar de manera racional (con conocimiento de causa; entendiendo las propuestas de los distintos candidatos; distinguiendo entre fines y medios; siendo capaz de deducir sus consecuencias, sobre todo generales y de largo plazo, etc.), es superior al beneficio, sobre todo porque su voto, ¡uno entre millones, es decir, marginal!, razonado o no, no influirá en el resultado de la elección, razón por la cual no lo paga, manteniéndose en la ignorancia racional, cuyo resultado es un voto irracional, sin conocimiento de causa. 
 
   Ya en una fecha más reciente, 2007, Bryan Olson publica un libro cuyo título es El Mito del Elector Racional, título que ya de suyo muestra cuál es la opinión del autor en torno al tema de la (supuesta) racionalidad del elector. Dado que muchos de los temas tratados durante las campañas electorales son económicos (crecimiento, empleo, inflación, impuestos, comercio, migración, etc.), Olson se pregunta por los conocimientos (ojo: conocimientos, no opiniones) que, de dichos temas, tienen los electores, investiga para encontrar la respuesta, y llega a la conclusión de que dichos conocimientos dejan mucho que desear, conocimientos que, la gran mayoría de las veces, no pasan de ser opiniones, lo cual nos lleva a la siguiente pregunta: ¿qué tan racional es el voto de alguien que elige, no a partir de conocimientos, sino de opiniones, mismas que, aparentemente lógicas, sobre todo en materia de economía, bien analizadas no pasan de ser disparates?
 
   No: la democracia no es una forma superior de gobierno, sino la manera menos mala (¿?) de elegir gobernantes. La democracia, como forma de gobierno, sería (como en muchos casos lo es) una forma inferior de gobierno, en constante violación de los derechos naturales de la persona. Si: el ser humano es racional, y esa racionalidad, paradójicamente, lo lleva a la ignorancia racional en su calidad de elector y, por lo tanto, al voto irracional. Sin embargo, muchos creen que la democracia es una forma superior de gobierno, y que lo es, como lo señala Kennedy, por obra y gracia de la racionalidad del ser humano como elector.
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   La historia de la libertad es la de la lucha por limitar el poder del gobierno. 
 
   Thomas Woodrow Wilson
 
    
 
   El poder del gobierno consiste, en esencia, en prohibirle al gobernado determinadas acciones y en obligarlo a realizar determinados actos. Por ejemplo: prohibirle violar los derechos de los demás (prohibirle matar, esclavizar o robar), y obligarlo a entregar parte del producto de su trabajo (obligarlo a pagar impuestos).
 
   Si el poder del gobierno consiste en prohibir la violación de los derechos de la persona (garantizar la seguridad contra la delincuencia), y su corolario inevitable, castigar a quien los viole y resarcir a la víctima de la violación (impartir justicia), y para lograrlo tiene que obligar a los gobernados a entregar parta del producto de su trabajo, recursos necesarios para financiar la realización de esa dos tareas, ¿cuál es el problema con el poder gubernamental?
 
   Si el gobierno se limitara a cobrar los mismos impuestos a todos, con el único fin de garantizar, a todos por igual, la seguridad contra la delincuencia y la impartición de justicia, su poder no representaría ninguna amenaza contra la libertad. Al contrario, sería una de las condiciones necesarias de la misma. El problema es que el gobierno no se limita a ello, extralimitándose hasta convertirse en ángel de la guarda, y como tal preservarnos de todos los males, y en hada madrina, y como tal concedernos todos los bienes, lo cual consigue, siempre parcialmente y nunca para todos, y precisamente por ello, a costa de la libertad y la propiedad de los gobernados.
 
   El gobierno gobierno, limitado a garantizar la seguridad contra la delincuencia y a la impartición de justicia, no representa una amenaza contra la libertad. Por el contrario, los gobiernos ángel de la guarda y hada madrina, lo que hacen es violar, o la libertad o la propiedad, sin olvidar que la propiedad privada es la condición de posibilidad de la libertad individual. 
 
   El gobierno ángel de la guarda, en su afán de preservar al gobernado de todos los males, ha llegado al extremo, ayer y hoy, de prohibirle hacerse daño a sí mismo, prohibiéndole desde la lectura de determinados textos (que dañan su espíritu) hasta el consumo de ciertas sustancias (que dañan su organismo), prohibición que, por más buena que sea la intención, ¡evitar que la persona se dañe a sí misma!, es una violación de la libertad, por lo cual no hay que olvidar que el fin —evitar que la persona se dañe a sí misma—, no justifica el medio —violar su libertad—.
 
   El gobierno hada madrina, ante la imposibilidad de concederle a todos los gobernados todos los bienes, tiene que limitarse a concederle, a algunos gobernados, algunos bienes, mismos que previamente tuvo que quitárselos a otros gobernados, redistribución que, por más loable que sea el fin, ¡garantizar la satisfacción de las necesidades básica de los que menos tienen!, viola la propiedad, razón por la cual no hay que olvidar que el fin —que los más pobres satisfagan sus necesidades básicas—, no justifica el medio —violar la propiedad de otros—.
 
   Es el poder del gobierno ángel de la guarda y hada madrina el que representa una amenaza para la libertad individual y la propiedad privada, amenaza que hoy está tan presente como siempre.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El único Estado estable es aquel en que todos los ciudadanos son iguales ante la ley. 
 
   Aristóteles
 
    
 
   La igualdad es una de las principales preocupaciones de los gobernantes a lo largo y ancho del mundo, desde la igualdad de oportunidades, hasta la igualdad de resultados, dependiendo de qué tan colectivista sea el gobernante, igualdad hacia la cual se pretende avanzar, y de ser posible lograr, por medio de la redistribución, con el gobernante quitándole a unos para darle a otros o, dicho de otra manera (que nos permite ver con mayor claridad lo que dicha redistribución realmente significa), con el gobernante obligando a unos a entregar parte del producto de su trabajo a favor de otros, siempre con el gobernante como intermediario, todo en nombre de la igualdad, misma que es causa de injusticias, comenzando por la peor de todas: la desigualdad ante la ley.
 
   La única igualdad que los gobiernos deben garantizar es la igualdad de todos los gobernados ante la ley, siendo esta igualdad una de las dos características esenciales de las leyes justas, siendo la otra el reconocimiento pleno, la definición puntual y la garantía jurídica de los derechos de la persona a la vida, la libertad y la propiedad, características esenciales de las leyes justas que desaparecen cuando el poder político lo que busca es la otra igualdad, la que pretende abarcar desde las oportunidades hasta los resultados, igualdad que, como ya señalé, se pretende alcanzar por medio de la redistribución, con el gobernante quitándole a unos para darle a otros (todo en nombre de la justicia social o el bien común, y siempre a través de los programas sociales —alimentación, atención, médica, educación, etc.— del gobierno), redistribución que en la práctica, aunque no en el discurso, y mucho menos en la conciencia de muchos gobernados, supone reconocer, definir y garantizar los derechos a la libertad y propiedad de unos, pero no de otros, redistribución que supone la desigualdad ante la ley, que es la más grave de las desigualdades posibles.
 
   Cuando el gobierno obliga a un gobernado a entregar parte del producto de su trabajo a favor de otro lo que hace, para todo efecto práctico, es violar el derecho de propiedad del primero, partiendo de una concepción errónea del derecho de propiedad del segundo, todo lo cual es posible gracias a que la ley trata, implícita (de hecho) o explícitamente (por derecho), de manera desigual a uno (a quien se le quita) y a otro (a quien se le da), trato desigual que lo es, ¡ojo!, no ante la ley, sino por la ley.
 
   Distingamos. Una cosa es que una ley, en el papel, trate a todos por igual, y que en la práctica el trato igual deje mucho que desear, y otra muy distinta que una ley, ¡ya desde el papel!, implique un trato desigual entre gobernados. En el primer caso tenemos un trato desigual ante la ley, defecto que lo es por aplicación de la misma, mientras que en el segundo se da un trato desigual por la ley, defecto que lo es por concepción y redacción de la misma. 
 
   Los gobernantes defienden la igualdad ante la ley, pero están a favor de la desigualad por la ley, tal y como lo muestran sus afanes redistributivos, redistribución que se lleva a cabo por ley, redistribución que hoy en día es sinónimo de gobernar. 
 
   Aristóteles tiene razón, el único Estados estable es aquel en el que todos los cuidadnos son iguales ante la ley, pero esa ley debe ser justa, lo cual supone que, más que ser iguales ante la ley, los gobernados deben serlo por la ley, algo que hoy dista mucho de ser realidad.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Quizá la eliminación de restricciones comerciales por todo el mundo haría más para la causa de la paz universal que cualquier unión política de pueblos separados por barreras comerciales.»
 
   Frank Chodorov
 
    
 
   ¿De qué sirven las uniones políticas si persisten las desuniones económicas, en general, y las comerciales, en particular? Las uniones políticas son obra del poder político y, por lo tanto, de quienes lo detentan, los gobernantes, uniones políticas que siempre se establecen, inclusive en los regímenes democráticos, al margen de los gobernados, y no pocas veces en contra de sus intereses. Por el contrario, las uniones económicas son el resultado de las relaciones que se establecen, ¡libremente!, entre agentes económicos de distinta nacionalidad, siempre a favor de sus intereses, razón por la cual resultan en un juego de suma positiva: todas las partes involucradas ganan.
 
   ¿Qué es una unión económica? Muy sencillo: un mercado, es decir, una relación de intercambio entre dos o más agentes económicos, relación que se establece de manera espontánea, entendiendo por tal sin la intervención del gobierno. Esa unión económica puede darse entre agentes económicos de la misma nacionalidad, o entre agentes económicos de nacionalidad distinta, siendo que, de cumplirse con un requisito de tipo ético, la misma es condición necesaria de la paz entre los seres humanos, siendo ese el sentido de la frase de Chodorov: el libre comercio entre personas de distinta nacionalidad es capaz de hacer más por la paz, que todos los tratados de paz firmados por los gobiernos, y a las pruebas me remito: la mayoría de las guerras, por lo menos las de las épocas moderna y contemporánea, se han dado entre estados nacionales, no entre regiones dentro de un mismo estado nacional, siendo que entre estas últimas el comercio es mucho más libre que entre los estados nacionales. 
 
   El libre comercio entre personas de distinta nacionalidad es capaz de hacer más por la paz que todos los tratados de paz firmados por los gobernantes, por una razón muy sencilla: socios comerciales, que se benefician de sus relaciones de intercambio, difícilmente entablarán guerra entre ellos, para lo cual se requiere reconocer, ¡y actuar en consecuencia!, que la única manera justa de obtener aquello que uno necesita, y que por obra y gracia de la división del trabajo es propiedad de otro, es por medio del intercambio, mismo que supone la participación voluntaria de las partes involucradas, no por la fuerza, mucho menos por la fuerza de las armas, y mucho menos cuando el uso de esa fuerza es por obra y gracia del poder político. Este reconocimiento es la condición ética que mencioné en el párrafo anterior.
 
   Un paso importante para conseguir la paz es el libre comercio, es decir, la no intervención del gobierno en las relaciones comerciales entre individuos de distinta nacionalidad, libre comercio que, aún en estos tiempos de globalización (misma que hay que entender como el proceso de eliminación de las barreras que los gobiernos han impuesto a las relaciones entre personas de distinta nacionalidad, comenzando por las comerciales), deja mucho que desear, pudiéndose afirmar que hoy el comercio entre personas de distinta nacionalidad es más libre que ayer, pero no tan libre como deberá ser mañana (suponiendo que en materia de la libertad haya grados, de tal manera que se pueda hablar de tener más o menos libertad, de ser más o menos libre).
 
   No que el libre comercio entre personas de distinta nacionalidad sea la condición suficiente de la paz entre las naciones, pero sí que resulta una condición necesaria, algo que muchos gobernantes simple y sencillamente no reconocen.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Los científicos se esfuerzan por hacer posible lo imposible. Los políticos por hacer lo posible imposible.
 
   Bertrand Russell
 
    
 
   ¿Qué es lo que los políticos deben hacer posible? El gobierno o, más puntualmente, el buen gobierno. ¿Qué es el buen gobierno? Aquel que prohíbe que unos dañen a otros (prohibir la delincuencia) y aquel que, de no surtir efecto tal prohibición, castiga a quien daña a otro y resarce a quien resulta dañado (impartir justicia). 
 
   Definido así el gobierno, ¿su hechura es tarea del político? Para responder preguntémonos ¿qué es lo primero que se necesita para prohibir la delincuencia e impartir justicia? Leyes que reconozcan plenamente, definan puntualmente, y garanticen jurídicamente, los derechos de la persona a la vida, libertad y propiedad. ¿Y de quién es la responsabilidad de redactar y promulgar dichas leyes? De los legisladores quienes, por definición, son los encargados de redactar y promulgar las leyes, que deberán ser justas, siendo tales aquellas que reconocen plenamente, definen puntualmente, y garantizan jurídicamente, los derechos naturales de la persona a la vida, la libertad y la propiedad.
 
   Definido el gobierno como el poder capaz de prohibir que unos dañen a otros y, suponiendo que la prohibición no surta efecto, como el poder capaz de castigar a quien dañe a otro, y de resarcir a quien resulte dañado, y habiendo dicho que todo ello supone leyes justas, cuya redacción y promulgación es responsabilidad de los legisladores, y dado que el tema a tratar es el de la facilidad de los políticos para dificultar las cosas, la siguiente pregunta es, ¿qué relación hay entre el legislador y el político? Para responder vayamos a las definiciones. Legislador, nos dice el diccionario, es «quien legisla», y legislar consiste en «dar, hacer o establecer leyes», para lo cual el requisito indispensable, si las leyes han de ser justas, ¡y justas han de ser!, es que los legisladores tengan una idea clara de lo que es la justicia. Político, define el diccionario, «dícese de quien interviene en las cosas del gobierno y negocios del Estado», siendo que gobierno es «la acción y efecto de gobernar», al tiempo que gobernar es «mandar con autoridad…». Mandar ¿qué? Que no nos dañemos unos a otros, y que quien dañe a otro sea castigado, y que quien resulte dañado sea resarcido, para lo cual se requieren leyes, mismas que son redactadas y promulgadas por legisladores que, según se concluye de las definiciones, son políticos, los mimos que, según lo dicho por Russell, hacen imposible lo posible. Pero ¿qué posible hacen imposible los políticos? Cualquiera que no tenga que ver, o con prohibir la delincuencia, o con impartir justicia. 
 
   En pocas palabras, cuando el gobierno pretende ser algo más que gobierno, cuando pretende algo más que prohibir la delincuencia e impartir justicia, comienza a dificultar la vida de los gobernados, eliminando o limitando su libertad y propiedad, lo cual dificulta, de entrada, su actividad económica. ¿Y cuándo pretende el gobierno ser algo más que gobierno? Cuando intenta ser desde ángel de la guarda, y como tal preservar a los gobernados de todos los males, hasta hada madrina, y como tal concederles todos los bienes.
 
   En la medida en las que los gobernantes, políticos todos ellos, dan el paso desde prohibir que nos dañemos unos a otros, hasta obligar a que unos beneficien a otros, pasando por prohibir que nos dañemos a nosotros mismos, comienza a fallar y a dificultarle la vida a los gobernados. El problema es que ningún gobernante se conforma con ser eso, gobernante, y prohibir la delincuencia, e impartir justicia, pretendiendo ser desde ángel de la guarda hasta hada madrina, momento a partir del cual el político comienza a dificultar las cosas.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i. 
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   Los tres fines que un hombre de estado debe proponerse en el gobierno de una nación son: 1. La seguridad de los poseedores; 2. La facilidad de los adquirentes; 3. La esperanza para todos.
 
   Coleridge
 
    
 
   La primera pregunta, que los defensores de la libertad individual y la propiedad privada, debemos hacernos es ¿qué debe hacer el gobierno?, pregunta que nos remite a la cuestión de si hay una manera objetiva de responderla, lo cual nos lleva a la pregunta de si existe, o no, una tarea natural del gobierno, que le señale límites a los gobernantes, por debajo de los cuales el gobierno peca por defecto, y por arriba de los cuales lo hace por exceso.
 
   ¿Todo lo que los gobiernos hacen de hecho deben hacerlo por derecho? Si la respuesta es afirmativa, entonces resulta que todo lo que el gobierno hace, por el hecho de hacerlo, debe hacerlo, no existiendo más límite a su acción que el impuesto por el poder: el gobierno llegará hasta donde su poder lo lleve, siendo así que el gobierno hará lo que hace, no porque tenga el derecho de hacerlo, sino porque tiene el poder para hacerlo, lo cual, a los defensores de la libertad individual y la propiedad privada, nos lleva a la pregunta más importante, que no es ¿qué puede hacer el gobierno?, sino ¿qué debe hacer?
 
   La respuesta que da Coleridge es: seguridad a los poseedores, facilidad a los adquirientes y esperanza para todos, respuesta que, bien intencionada, inclusive de inspiración liberal, aunque más que liberal Coleridge fue romántico, no deja de ser ambigua, sobre todo en lo referente a las dos últimas tareas: facilidad a los adquirientes y esperanza para todos. 
 
   Facilidad a los adquirientes, ¿en qué sentido? ¿En el sentido liberal del término, y por lo tanto sinónimo de no imposición de lastres y obstáculos al intercambio entre oferentes y demandantes, razón por la cual al facilitarle la vida a los adquirientes se les facilita, dado que compra y venta son dos caras de la mima moneda, a los oferentes? ¿O en el sentido mercantilista del término, y por ello como sinónimo de control de precios, subsidios al consumo, y demás artilugios usados indebidamente por el gobierno para beneficiar a los adquirientes y perjudicar a los oferentes (en el caso del control de precios) o a los contribuyentes (en el caso del subsidio, dado que los recursos destinados al mismo salen del bolsillo de quienes pagan impuestos).
 
   Esperanza para todos, nuevamente ¿en qué sentido? ¿En el sentido mesiánico del término, de tal manera que será el gobierno el que haga realidad todas las esperanzas de los gobernados, convirtiéndose en ángel de la guarda, capaz de preservarlos de todos los males, y en hada madrina, capaz de concederles todos los bienes? ¿O en el sentido liberal, de tal manera que la esperanza debe ser la de un gobierno que se limite a prohibir que nos hagamos daño los unos a los otros y, dado el caso de que la prohibición falle, que castigue a quien dañe a otro y que repare a quien resulte dañado?
 
   Queda claro que el gobierno debe otorgar seguridad a los poseedores o, dicho de otra manera, garantizar jurídicamente la propiedad privada, que es la condición de posibilidad de la libertad individual, seguridad a los poseedores que el gobierno, por la vía del cobro de impuestos, sobre todo con fines redistributivos, es el primero en violar, razón por la cual termina haciendo aquello que debería prohibir y castigar, siendo ésta la gran contradicción, contradicción esencial, de los gobierno contemporáneos, cuya tarea principal es la redistribución.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El Estado es un inmenso cementerio al que van a enterrarse todas las manifestaciones de la vida individual.
 
   Mijail Bakunin
 
    
 
   Lo dicho por Bakunin es cierto para todo Estado, encarnado en gobierno, que pretenda ser más que eso, gobierno, para convertirse en ángel de la guarda, y preservarnos de todos los males, y en hada madrina, y concedernos todos los bienes, gobiernos ángel de la guarda y hada madrina que terminan enterrando las manifestaciones de la vida individual, comenzando por la libertad y las dos erres que le son inseparables (e indispensables): riesgo y responsabilidad.
 
   Lo señalado por Bakunin es cierto para cualquier Estado, encarnado en gobierno (y cualquier Estado termina encarnado en gobierno), que pretenda hacer algo más que garantizar la seguridad contra la delincuencia y, suponiendo que falle, impartir justicia en su doble dimensión: castigar a quien viole derechos de terceros y resarcir a la victima de tal violación. ¿Y qué más puede hacer un gobierno? Intentar preservarnos de todos los males y procurar concedernos todos los bienes, es decir, ser desde ángel de la guarda hasta hada madrina, intento y procuración que termina matando las iniciativas individuales, es decir, la libertad y sus dos erres: riesgo y responsabilidad.
 
   ¿Pero qué sucede cuando, por las razones que sean, e independientemente de quién lo haga, se matan las iniciativas individuales? Lo que sucede es que se atenta contra la dignidad de la persona, a quien no se le reconoce la mayoría de edad, negándosele la capacidad para arriesgarse por su cuenta y para responsabilizarse por ella, razón por la cual necesita de un ángel de la guarda que la proteja de todos los males, y de una hada madrina que le conceda todos los bienes, ángel de la guarda y hada madrina que no será otro más que el Estado encarnado en gobierno, quien para poder ser algo más que gobierno tiene, inevitablemente, que violar la libertad y la propiedad de los gobernados, violación que los transforma de gobernados en esclavos, con todo lo que ello supone en materia de iniciativas individuales.
 
   El gobierno gobierno, el que ha renunciado a la pretensión de ser, además, desde ángel de la guarda hasta hada madrina, se limita a prohibir la delincuencia y a impartir justicia, reconociendo que la lucha contra todos los otros males, así como la lucha a favor de todos los demás bienes, es responsabilidad de cada uno, con el riesgo que esas luchas suponen, riesgo y responsabilidad que son inherentes a la libertad, misma que se limita, llegando a eliminarse, en la medida en la que el gobierno pretende ser más que gobierno para convertirse, ¡siempre fallidamente!, en ángel de la guarda y hada madrina.
 
   Supongamos que el gobierno lograra, eficazmente, preservarnos de todos los males y concedernos todos los bienes, si así fuera, ¿debería hacerlo? No, ya que el asunto no es cuestión de eficacia, sino de principio, y el principio debe ser respetar la dignidad de la persona, lo cual supone respetar su libertad para luchar contra los males (todos, menos la delincuencia, mal que debe ser evitado por el gobierno), y a favor de los bienes (todos, menos la impartición de justicia, bien que debe ser procurado por el gobierno) o, dicho de otra manera, respetar las manifestaciones de la vida individual, con sus riesgos y responsabilidades, evitando crear, entre gobernados y gobernantes una relación de dador y peticionario, relación que hoy es la común y corriente, ya que hoy todo gobierno es, antes que gobierno, ángel de la guarda y hada madrina, todo ello en detrimento de la libertad, del riesgo y la responsabilidad o, dicho de otra manera, en contra de la dignidad de la persona. 
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Estoy a favor de reducir impuestos bajo cualquier circunstancia y por cualquier excusa, por cualquier razón, en cualquier momento en que sea posible.
 
   Milton Friedman
 
    
 
   Para entender la afirmación de Friedman hay que preguntarnos, en primer lugar, ¿qué son los impuestos?, y responder que los impuestos son aquella parte, del producto de nuestro trabajo, que el gobierno nos obliga a entregarle. Los impuestos son, tal y como su nombre lo indica, una imposición, momento en el cual surge la segunda pregunta, ¿qué la justifica? ¿Qué justifica que el gobierno nos obligue a entregarle parte del producto de nuestro trabajo? Que nos garantice que nadie más nos quitará el resto y, de fracasar en el intento, que castigue a quien nos lo quitó y nos resarza del daño o, dicho de otra manera, que garantice la seguridad contra la delincuencia e imparta justicia. Estas dos tareas, realizadas con honestidad y eficacia, justifican el cobro de impuestos e imponen al contribuyente la obligación moral de pagarlos.
 
   ¿Pero qué sucede cuando el gobierno pretende, además de defenderlo contra la delincuencia, preservar al gobernado de otros males? ¿Y cuál es la consecuencia de que el gobierno pretenda, además de impartir justicia, concederle al gobernado otros bienes? Entonces, cuando el gobierno pretende ser desde ángel de la guarda, y preservarnos de todos los males, hasta hada madrina, y concedernos todos los bienes, los impuestos deben aumentar, el contribuyente debe entregar una mayor parte del producto de su trabajo, y el cobro de impuestos degenera en una expoliación legal, es decir, en un robo con todas las de la ley, con lo que ello implica en términos de libertad individual y propiedad privada, no debiendo pasar por alto el hecho de que no puede haber mayor amenaza, del gobierno contra los gobernados, que eso, la expoliación legal, el robo justificado con la ley por delante.
 
   Hoy los gobiernos son más que gobiernos, pretendiendo ser desde ángeles de la guarda hasta hadas madrina (y escribo pretendiendo porque nunca lo logran, consiguiendo solamente violar la libertad individual y/o la propiedad privada), razón por la cual el cobro de impuestos resulta excesivo, motivo por el cual ha degenerado en expoliación legal, causa más que suficiente para estar a favor, como lo estaba Friedman, de reducir impuestos, en cualquier caso, y en cualquier momento.
 
   Con gobiernos que, además de gobiernos, pretenden ser ángeles de la guarda, y preservarnos de todos los males, y hadas madrina, y concedernos todos los bienes, la reducción y/o eliminación de impuestos supone eliminar y/o reducir acciones del gobierno ángel de la guarda, y del gobierno hada madrina, y, por ello mismo, aumentar el campo de la libertad individual y la propiedad privada, cuyo defensa debe ser la única tarea del gobierno, tarea que, realizada con honestidad y eficacia, es la que justifica el cobro de impuestos, justificación que hoy, con gobiernos ángeles de la guarda y hadas madrina, brilla por su ausencia, gobiernos AG y HM que han hecho del cobro de impuestos un robo con todas las de la ley, una expoliación legal, ante la cual los contribuyente se encuentran indefensos, de entrada por creer, ¡erróneamente!, que el gobierno puede ser, desde ángel de la guarda hasta hada madrina, sin ningún costo para ellos, mucho menos en términos de libertad y propiedad, momento de recordar que no hay algo que el gobierno le dé a algún gobernado que previamente no le hay quitado, o a él mismo, o a otro, otro a quien el gobierno obliga a entregar parte del producto de su trabajo a favor de alguien más, obligación que tienen un nombre: esclavitud.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Cuando la ley y la moral se contradicen, el ciudadano se ve en la cruel alternativa, o de perder su sentido moral, o de perder su respeto por la ley.
 
   Frédéric Bastiat
 
    
 
   ¿Debe respetarse la ley? La respuesta, de entrada, es afirmativa: la ley debe respetarse, siendo dicho respeto parte de su esencia. ¿Cuál es el objetivo de la redacción y promulgación de leyes? Que se las respete. ¿Debe respetarse la ley? Sí. De acuerdo, ¿pero qué sucede con las leyes injustas? 
 
   Las leyes deben ser justas, siendo tales aquellas que reconocen plenamente, definen puntualmente y garantizan jurídicamente los derechos naturales de la persona a la vida, la libertad y la propiedad. Esas leyes, las justas, deben respetarse, debiéndose castigar a quien no lo haga. Ese respeto y ese castigo son la esencia del Estado de Derecho, definido como el gobierno de las leyes justas. 
 
   ¿Qué sucede con las leyes injustas, aquellas que violan, promueven o permiten la violación de la vida, la libertad y la propiedad del ser humano, leyes de las que están repletas los marcos jurídicos de las sociedades contemporáneas, comenzando por los ordenamientos jurídicos en materia fiscal, en general, y tributaria, en particular? Esas leyes, ¿deben respetarse?
 
   Pongo un ejemplo. Supongamos una ley que obliga al contribuyente a entregarle al recaudador el noventa y cinco por ciento de su ingreso. Esa ley, ¿es justa? El cobro del noventa y cinco por ciento por concepto del impuesto al ingreso, ¿no es un robo con todas las de la ley? ¿No se trata de una expoliación avalada por una ley injusta? Sí, sin duda alguna. ¿Qué hacer? En primer lugar intentar, por todos los medios legales, derogarla. De acuerdo, pero y si no se logra su derogación, entre otras causas porque los encargados de derogarla se benefician del cobro de tan elevado impuesto, ¿entonces, qué hacer? Si en tal caso el contribuyente evade o elude, en defensa de su propiedad, el pago de tal impuesto, ¿actúa inmoralmente? Ilegalmente sí, ¿pero inmoralmente también?
 
   Un impuesto del noventa y cinco por ciento al ingreso contrapone moralidad y legalidad. Ese impuesto es legal, ya que su cobro está avalado por una ley (injusta, pero ley), pero resulta inmoral ya que, ¡obviamente!, el mismo es una violación a la propiedad y, por ello, a la libertad, ya que propiedad y libertad son dos caras de la misma moneda. La propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, y en la medida en la que se limita o elimina la primera se elimina o limita la segunda. Un impuesto del noventa y cinco por ciento al ingreso no solamente limita la propiedad de quien lo paga, también limita su libertad, como consumidor, ya que para poder ejercer la libertad para consumir se requiere del ingreso, es decir, de la propiedad sobre el mismo.
 
   Si en el caso de un impuesto del noventa y cinco por ciento al ingreso el contribuyente, en defensa de su propiedad, evade o elude su pago, ¿actúa inmoralmente? ¿Puede calificarse de inmoral aquella actuación que se realiza en defensa de la vida, independientemente del origen de la amenaza? ¿Y la que se lleva a cabo a favor de la libertad? ¿Y en el caso de la propiedad?
 
   ¿Resulta moralmente correcto violar las leyes injustas? Sí, y es más: violarlas se convierte en una exigencia moral, sobre todo cuando los esfuerzos por abrogarlas han fracasado.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Gobierna mejor quien gobierna menos.
 
   Lao Tse
 
    
 
   Lao Tse, contemporáneo de Confucio, está considerado como uno de los precursores del liberalismo, tal y como lo muestra la sentencia «Gobierna mejor quien menos gobierna», misma que hace referencia, no al anarquismo, pero sí al miniarquismo, es decir, al gobierno mínimo, sentencia con la cual, de entrada, cualquier liberal está de acuerdo. Sin embargo, la sentencia de Lao Tse no deja de tener sus problemas, ya que, por lógica, llegaríamos una afirmación ilógica: «Gobierno excelente quien no gobierna».
 
   Le enmiendo la plana a Lao Tse y sentencio que «Gobierna mejor quien solamente gobierna», siendo el problema que la mayoría de los gobiernos hacen más, ¡mucho más!, que gobernar, todo lo cual les resta eficiencia y eficacia para gobernar como debieran. La afirmación de que los gobiernos hacen más, ¡mucho más!, que gobernar, nos lleva a la pregunta ¿qué es gobernar? o, planteada de otra manera, ¿cuál es la tarea natural del gobernante, aquella a la cual no puede renunciar sin dejar de serlo?
 
   Por ejemplo, educar a la gente ¿es tarea natural del gobernante? No: educar es tarea del educador, que bien puede ser, como lo es, el gobernante, quien entonces actúa, no como gobernante, sino como educador. Otro ejemplo: extraer petróleo ¿es tarea propia del gobernante? No: extraer petróleo es tarea del petrolero, que bien puede ser, como de hecho lo es, el gobernante, quien entonces actúa como petrolero pero no como gobernante. La distinción entre educador y gobernante, entre gobernante y petrolero, y el hecho de que hoy muchos gobernantes son, además de gobernantes, desde petroleros hasta educadores, nos lleva de nuevo a la pregunta: ¿cuál es la tarea natural del gobernante, aquella a la cual no puede renunciar sin dejar de serlo? ¿Qué es gobernar?
 
   Gobernar, ¿es todo aquello que realizan los gobernantes, desde el mecenazgo a favor de los artistas, hasta el subsidio en beneficio de los deportistas? Si la respuesta es afirmativa, entonces los gobernados no tenemos defensa en contra de las arbitrariedades del gobierno, ya que cualquier cosa que haga se justifica por el hecho de que la hace y, todavía peor, por el hecho de que es él quien la lleva a cabo, reflexión que pone de relieve la importancia de la pregunta ¿cuál es la tarea natural del gobernante, aquella a la cual no puede renunciar sin dejar de ser gobierno?
 
   Gobernar consiste en la creación y manutención de un orden jurídico justo, siendo justo aquel orden jurídico que parte del reconocimiento de los derechos naturales de la persona a la vida, la libertad y la propiedad, que define puntualmente cada uno de esos derechos, y que, ¡obviamente!, los garantiza jurídicamente. Dicho de otra manera: gobernar consiste en garantizar (hasta donde resulta humanamente posible) la seguridad contra la delincuencia y, de no ser todo lo eficiente dicha garantía, en impartir justicia, es decir, en castigar al delincuente y en resarcir (nuevamente: hasta donde resulta humanamente posible) a la víctima. En resumen: gobernar consiste en crear y mantener el Estado de Derecho, definido como el gobierno de las leyes justas, siendo justas las leyes que reconocen, definen y garantizan la vida, libertad y propiedad de la persona.
 
   Seguramente que lo que Lao Tse quiso decir, y lo que hoy afirmaría sin reservas, es que el mejor gobierno es el que se limita a garantizar la seguridad contra la delincuencia, y a impartir justicia, dejándole al gobernado la responsabilidad de luchar contra todos los otros males, y de procurar todos los demás bienes, algo que los gobiernos están muy lejos de hacer, siendo que hoy son desde educadores hasta petroleros, desde mecenas de las artes, hasta promotores del deporte, etc., etc., etc.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   La libertad es, en la filosofía, la razón; en el arte, la inspiración; en la política, el derecho.
 
   Víctor Hugo
 
    
 
   Hay que enmendarle la plana a Hugo y decir que en filosofía la libertad es el libre ejercicio de la razón; que en el arte es la libre manifestación de la inspiración, ya sea a través de las palabras (literatura), de la figura (escultura y arquitectura), de los colores (pintura), de los sonidos (música), y que en la política es la posibilidad de realizar cualquier acción que no viole los derechos de los demás, derechos que lo son a la vida, la libertad y la propiedad, lo cual implica que me refiero, no a la libertad política, sino a la libertad respecto del poder político, políticos, gobernantes, legisladores, funcionarios públicos y burócratas cuyo poder es una amenaza para la vida, la libertad y la propiedad de los gobernados.
 
   ¿En qué consiste el poder político, es decir, el poder del gobernante? En la posibilidad de limitar y eliminar la libertad y la propiedad del gobernado, lo cual solamente se justifica cuando su uso se transforma en abuso en contra de la vida, la libertad y la propiedad de alguien más. Subrayo la palabra: solamente.
 
   Lo anterior quiere decir que el poder político, en manos del gobernante, se justifica únicamente cuando se usa para prohibir que uno dañe a otro y para, si la prohibición no surte efecto, castigar al delincuente y, cuando sea posible, resarcir a la víctima. Lo único que justifica el uso de la fuerza (y eso, fuerza, es el poder político) en contra de alguien es evitar que ese alguien dañe a alguien más y, hecho el daño, castigarlo y obligarlo a resarcir a la víctima. Lo anterior supone reconocer, uno, que nadie tiene derecho de dañar a los demás y, dos, que si lo hace se hace acreedor a un castigo y a una acción reparadora. Todo ello supone aceptar que el límite al ejercicio del poder político es el derecho de toda persona a la vida, la libertad y la propiedad, y que lo único que justifica dicho poder (que es, ante todo, y sobre todo, el poder la fuerza) es que se use para la defensa de dichos derechos, lo cual se logra si, y sólo si, el poder político se usa para prohibir que unos dañen a otros, no para obligar a que unos beneficien a otros. Con relación al poder político en ello consiste la libertad: en exigir el respeto a los derechos, no la satisfacción de necesidades.
 
   La libertad comienza a padecer cuando el poder político pasa, de prohibir que nos dañemos unos a otros, a obligarnos a ayudarnos unos a otros, es decir, cuando pasa de garantizar derechos a satisfacer necesidades, ¡dos cosas muy distintas!, siendo que gobernar, en prácticamente todos los casos, es hoy sinónimo de satisfacción de necesidades, satisfacción que el gobernante lleva a cabo por medio de la redistribución, es decir, quitándole a unos para darle a otros, obligando así a los primeros a hacerle el bien a los segundos, por lo que, hablando con propiedad, no es que nos obligue a ayudarnos unos a otros, sino que obliga a unos a ayudar a otros, siempre con él mismo como intermediario entre el obligado y su contraparte. 
 
   Hoy la principal tarea del poder político no es la de garantizar derechos, sino la de satisfacer necesidades, razón por la cual termina violando los derechos, a la propiedad, y por ello a la libertad (la condición de posibilidad de la libertad es la propiedad) de aquellos a quienes les quita para darle a los demás, todo ello en nombre de la justicia social, del bien común, de la distribución equitativa, y demás entelequias socialistas —colectivistas— estatistas —gubernamentólatras, en una palabra—, por el estilo.
 
   Cito, de Los miserables, a Víctor Hugo: «Esta lucha del derecho y el hecho existe desde el principios de las sociedades; el trabajo de los sabios tiene por objeto terminar la riña, amalgamar la idea pura con la realidad humana, hacer penetrar pacíficamente el derecho en el hecho». El derecho, a la propiedad y a la libertad; el hecho, la redistribución, es decir, la expoliación legal, el poder político quitándole a unos para darle a otros, violando la propiedad privada y, por ello, la libertad individual.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   En economía política, hay que mucho que aprender y poco que hacer.
 
   Jeremy Bentham 
 
    
 
   Dirán, quienes no estén de acuerdo con lo señalado por Bentham, que, tal vez, lo dicho por el filósofo inglés era válido en sus días (Bentham vivió de 1748 a 1832), pero que hoy, dos siglos y un tanto más después, no lo es. Vayamos por partes.
 
   Si por economía política entendemos la ciencia económica, la primera parte de la afirmación de Bentham sigue siendo válida: hoy, como entonces, es más lo que no sabemos de las actividades económicas de los seres humanos, que lo que sabemos, si bien es cierto que hoy, a diferencia de entonces, sabemos un poco más. Pero saber un poco más no supone saberlo todo. El mismo Bentham contribuyó de manera importante al avance de la economía política, avance que encontramos en su Defence of usury, de 1787, texto en el cual rebate los argumentos de Adam Smith (sí, ¡nada menos que de Smith!) a favor de la fijación, por debajo de la del mercado, de la tasa de interés, habiendo aportado un análisis que, en la materia, obliga a hablar de antes y después de Bentham, sin olvidar todos los disparates que, durante siglos, se dijeron en torno al cobro de intereses por los préstamos. 
 
   En economía política hay mucho que aprender, ¡sin duda alguna!, y, dirá la mayoría de los economistas de hoy, mucho más que hacer, con el fin de lograr los mejores resultados posibles en materia de trabajo, ahorro e inversión, intercambio y consumo, etc., afirmación que supone que lo que los economistas hagan mejorará lo que los agentes económicos —trabajadores, ahorradores e inversionistas, comerciantes y consumidores—, hacen, mejora que será posible gracias a, y sobre todo a, las políticas económicas —monetaria, fiscal, industrial, comercial, laboral, etc.—, lo cual supone el paso de la economía política a la política económica, es decir, del saber al hacer, del conocer al dirigir, del economista filósofo al economista ingeniero, paso que muchos descalabros le ha causado a la humanidad, tanto desde el punto de vista de la ética (cualquier política económica —sí: cualquiera—, supone la violación de la libertad individual y la propiedad privada), como de la economía (no hay política económica, de ningún tipo —sí: no la hay—, que dé mejores resultados que la libre interacción de los agentes económicos en el mercado).
 
   Los buenos resultados económicos no son la consecuencia de las políticas económicas, sino de las instituciones económicas, es decir de las reglas del juego, del marco legal de la economía, cuya tarea va, desde garantizar la libertad individual para trabajar y emprende, ahorrar e invertir, comerciar y consumir, y la propiedad privada sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción, hasta minimizar los costos de transacción. En este sentido el buen economista es más un jurista, que redacta y promulga leyes justas (siendo que en economía las leyes justas, las que garantizan la libertad individual y la propiedad privada, son también eficaces) que un ingeniero que pretende planear, conducir, coordinar y orientar la actividad económica de los particulares, todo lo cual implica violar la libertad y la propiedad.
 
   No hay que confundir (confusión que padecen sobre todos quienes empiezan a estudiar economía), al economista con el agente económico, ni mucho menos hacer del gobierno el agente económico por antonomasia, y pensar que sin él, y sin sus políticas económicas, la actividad económica no marchará tal y como debe hacerlo. Cito a Robert Lucas, Premio Nobel de Economía 1995: «En vista de que nadie entiende muy a fondo cómo responde la economía, es preferible no intentar nada extravagante», no habiendo nada más extravagante, en el ámbito de la economía, que al economista y sus políticas tratando de modificar los resultados a los que libremente llegaron los agentes económicos, extravagancia que sigue siendo la aspiración de la mayoría de los economistas.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El bien primordial del Estado, consigo mismo, es la permanencia. Con la sociedad, es la seguridad.
 
   Macario Schettino
 
    
 
   Schettino tiene razón: el Estado, en general, y el gobierno, en particular, hace todo lo necesario para permanecer y, hasta ahora, lo ha logrado de manera por demás sobresaliente, porque no solamente ha permanecido, sino que se ha multiplicado, tanto en amplitud como en profundidad. Hoy el gobierno, además de serlo, ¡si es que realmente lo es!, es desde ángel de la guarda (pretendiendo preservarnos de todos los males) hasta hada madrina (con la intención de concedernos todos los bienes).
 
   Partidos políticos van y vienen, los políticos vienen y van, sobre todo en las democracias, pero el Estado y los gobiernos permanecen y, en la mayoría de los casos, multiplican sus tareas. Basta revisar los presupuestos de egresos de los gobiernos para comprobar que hoy, en la mayoría de los casos, esos gastos representan una mayor proporción del Producto Interno Bruto de la que representaban hace solamente algunas décadas. Los ciudadanos conciben que cambie el partido político en el poder, y que cambien los políticos que ejercen ese poder, pero la gran mayoría no concibe, no digamos la desaparición del Estado y los gobiernos, sino la eliminación de algunas de las tareas que realizan, como puede ser desde el mecenazgo para con las artes hasta la promoción del deporte, tareas ante las cuales debemos preguntarnos si realmente corresponden al gobierno.
 
   Los partidos políticos pueden quedar fuera de la jugada, los políticos pueden ser desplazados del poder, ambos pueden perder la permanencia, pero lo que permanece, para frustración de los anarquistas, es el Estado y los gobiernos y, para frustración de los miniarquistas, no solamente permanece sino que se expande ante al aplauso, que bien puede convertirse en rechifla, de los ciudadanos, sobre todo cuando el gobernante en turno no es capaz de cumplir todo lo que prometió, algo que no es la excepción, sino la regla, sobre todo cuando se promete cada vez más.
 
   
 
  

El bien primordial del Estado es permanecer y, todavía mejor (desde el punto de vista de los gobernantes, burócratas, políticos y funcionarios públicos) expandirse. ¿Y cuál es el bien que el ciudadano espera recibir del Estado y sus gobiernos? La seguridad y, en concreto, la seguridad contra la delincuencia (porque, si lo dejamos en seguridad, a secas, entonces desembocamos en el Estado Benefactor, que intenta garantizar todo tipo de seguridad, desde la física hasta la emocional, pasando, ¡obviamente!, por la social).
 
   ¿Cumplen el Estado y sus gobiernos con la seguridad que, contra la delincuencia, le deben a los gobernados? En ningún caso al cien por ciento, porcentaje imposible de alcanzar en tales menesteres, razón por la cual, además de garantizar dicha seguridad, el Estado y sus gobiernos deben impartir justicia y hacerlo en sus dos facetas: castigar a quien delinque y resarcir, en la medida de lo posible, ¡pero nunca por debajo de esa medida!, a la víctima del delito. ¿Cumplen el Estado y sus gobiernos con la impartición de justicia? En ningún caso al cien por ciento, porcentaje inalcanzable. 
 
   Así las cosas, hemos llegado a la siguiente conclusión: el Estado y sus gobiernos son incapaces de cumplir, al cien por ciento, con las dos únicas tareas que justifican su existencia y, muy importante, el cobro de impuestos: garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia. Y pese a ello el Estado y los gobiernos no solamente permanecen sino que se expanden, entrometiéndose cada vez en la vida de los ciudadanos, limitando, en un grado intolerable, la libertad individual y la propiedad privada, la gran mayoría de las veces cobijados por el aplauso de aquellos cuya libertad y propiedad limitan arbitrariamente.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   De todas las tiranías una ejercitada sinceramente para el bien de las víctimas puede ser la más opresiva.
 
   C.S. Lewis
 
    
 
   Comienzo por la definición de tiranía, que según el diccionario es «el gobierno ejercido por un tirano», siendo que tirano es aquel «que abusa de su poder, superioridad o fuerza en cualquier concepto o materia» y, por lo tanto, aquel «que impone ese poder y superioridad en grado extraordinario», ya sea con el objetivo de perjudicar, ya con el fin de beneficiar, pudiéndose pensar que en el primer caso hay que rechazar la acción del tirano, ya que el fin es perjudicar a alguien (por ejemplo: esclavizarlo), siendo que en el segundo hay que aceptarla porque el objetivo es beneficiar a alguien (por ejemplo: prohibirle el consumo de sustancias que, objetivamente, son dañinas para la salud). 
 
   En el primer caso se trata de un tirano cruel, en el segundo de uno benevolente, de quien se supone que sabe mejor que uno lo que más le conviene a uno, lo cual puede ser cierto (por ejemplo: objetivamente el consumo de ciertas sustancias es dañino, razón por la cual su consumo no conviene a nadie), debiéndose entonces plantear, ¡de manera urgente!, sobre todo en estos tiempos en los que abundan dichos tiranos, la pregunta de si ello —el que el tirano benevolente sepa que algo es perjudicial para uno—, le autoriza a prohibirnos su consumo. Ese saber, y la buena intención que ocasiona en la voluntad del tirano benevolente, ¿le autoriza a ejercer violencia sobre nosotros, ¡por más buena que su intención!? 
 
   La respuesta es no y, sin embargo, las prohibiciones de los tiranos benevolentes son el pan nuestro de cada día, comenzando por aquella que ha surtido los efectos más desastrosos, la prohibición del comercio de drogas, con las consecuencias que todos conocemos, y que se resumen en dos: la drogadicción no ha disminuido y el narcotráfico se ha multiplicado, con todo lo que ello significa, desde violencia en las calles hasta corrupción de las autoridades. Y todo ¿por qué? Por las acciones de los tiranos benevolentes, quienes no solamente creen saber mejor que uno que es lo más le conviene a uno, lo cual puede ser cierto, sino que, ¡por ello mismo!, se creen con el derecho de obligarnos a observar las conductas más provechosas, ya sea prohibiendo algo (la regla) ya sea obligando a algo más (la excepción), derecho que no pasa de ser poder, ¡algo muy distinto! Hoy en día, la mayoría de las acciones que llevan a cabo los gobernantes son el resultado, no de que tengan el derecho para realizarlas, sino de que cuentan con el poder para llevarlas a cabo, tal y como sucede con cuanta acción redistributiva ponen en marcha los gobiernos, sin olvidar que hoy gobernar es, prácticamente, sinónimo de redistribuir, es decir, de quitarle a unos para darle a otros, quita que el gobierno realiza, no porque tenga el derecho de hacerla, sino porque cuenta con el poder para realizarla. 
 
   Lo dicho por Lewis supone que hay de tiranías a tiranías, algunas más tiránicas que otras, siendo la peor de todas aquella que ha sido puesta en marcha motivada por las mejores intenciones: prohibir que uno se haga daño y obligar a que uno se haga el bien, objetivos deseables por sí mismos, pero que, no por serlo, autorizan a quien detenta el poder político a actuar como tirano benevolente, poder político que tiene una, y solamente una, justificación: prohibir que nos hagamos daño los unos a los otros (garantizar la seguridad contra la delincuencia) y castigar a quien dañe a terceros (impartir justicia). Y entre prohibir que nos hagamos daño unos a otros, y prohibir que nos hagamos daño a nosotros mismos, existe una diferencia enorme, de hecho esencial, cuando de calificar al gobierno se trata: en el primer caso se trata de un gobierno legítimo, al menos desde el punto de vista de su actuación, mientras que en el segundo se trata de un tirano benevolente, sustantivo —tirano—, que no pierde un ápice de su carga negativa por el adjetivo que lo califica —benevolente—.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El comerciante y el guerrero han sido antagonistas durante toda la historia. El comercio no florece de los campos de batalla, las fábricas no producen durante los bombardeos, las ganancias no crecen de las ruinas.
 
   Ayn Rand
 
    
 
   El comerciante y el guerrero; es decir, el que intercambia y el que roba; es decir, el que convence y el que vence; es decir, el que beneficia y el que perjudica; es decir, el que suma y el que resta; es decir, el que multiplica y el que divide; es decir, el mensajero de la civilización y el heraldo de la barbarie; es decir, aquel cuyo juego suma positivo y aquel cuyo pasatiempo suma negativo; es decir, aquel cuya labor se basa en la ética y aquel cuya faena es una inmoralidad; es decir, aquel que es tesis y aquel que es su antitesis, sin posibilidad de síntesis. El comerciante, que actúa a favor de la vida, y el guerreo que actúa en pro de la muerte. El comerciante, cuya tarea se basa en la libertad, y el guerrero, cuya labor se basa en la esclavitud. 
 
   El comerciante y el guerrero representan, en mucho mayor de la que por lo general imaginamos, a los dos principales protagonistas de la historia humana: el que respeta la propiedad, y por lo tanto la libertad de los demás, y quien viola ambas. No hay que olvidar que la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, de tal manera que limitar o eliminar la primera da como resultado limitar o eliminar la segunda. Libertad y propiedad son dos caras de la misma moneda, y no hay manera de violar una sin violar la otra.
 
   Retomo la idea: el comerciante y el guerrero representan, en mucho mayo medida de la que por lo general imaginamos, a los dos principales protagonistas de la historia humana: el civilizado y el bárbaro, es decir, el que respeta los derechos de los demás y el que los viola (obligando, dicho sea de paso, a que, en legítima defensa, el agredido se vuela guerrero, ¡en legítima defensa!, pero guerrero al final de cuentas).
 
   El primero es quien sabe que la única manera ética de conseguir lo que necesita, y que de entrada es propiedad de alguien más, es ofreciendo algo a cambio, respetando por ello la propiedad y la libertad de los demás, respeto que es la esencia de la vida civilizada. En este sentido todos somos comerciantes, no solamente quienes, por lo general, son identificados como tales. 
 
   El segundo es quien cree que la única manera, obviamente no ética, de conseguir lo que quiere es tomándolo por la fuerza, sin ofrecer nada a cambio, violando la propiedad, y por ello la libertad, de los demás, violación que es la esencia de la barbarie, misma que está más extendida, ¡mucho más!, de lo que se cree, y muestra de ello son todos los gobiernos cuya principal tarea es redistribuir, es decir, quitarle a unos para darle a otros, sin olvidar que hoy gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir, razón por la cual los gobernantes encarnan, con una eficacia que ya la hubieran querido aquellos, a los guerreros o, para nombrarlos de manera más puntual, a los piratas, a los que se dedican a tomar lo que no es suyo, ¡independientemente de para qué lo tomen!, toma cuyo objetivo puede ser, desde ayudarse a sí mismos, hasta ayudar a los demás, piratería altruista, ésta última, que no por ser lo que señala el adjetivo —altruista—, deja de ser lo que apunta el sustantivo —pirata—, piratería que además de altruista puede ser legal, segundo adjetivo —legal—, que no le quita un ápice de sentido al sustantivo —piratería—, que es, tal y como lo afirme el diccionario, «robo o destrucción de los bienes de alguien».
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El empresario no puede comprar favores a un burócrata que no tiene favores que vender.
 
   Sheldon Richman
 
    
 
   Muchos se preguntarán, y si un burócrata no tiene favores que vender, ¿cual es su razón de ser?, lo cual me lleva, para empezar, a la definición de burócrata, que según el Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, es la «persona que pertenece a la burocracia, clase social de los empleados públicos», siendo que la burocracia es el «conjunto de funciones y trámites destinados a la ejecución de una decisión administrativa, principalmente de carácter político», pero también la «influencia excesiva de los empleados públicos en los negocios del Estado» y, agrego yo, en los negocios de los particulares, dominio abusivo de los empleados gubernamentales en los asuntos de los particulares al que, con toda propiedad, podemos llamar burocratización, fenómeno que ha alcanzado dimensiones incompatibles con el respeto a la libertad individual y a la propiedad privada, respeto que muchas veces debe comprarse, compra por la cual el ciudadano le paga al burócrata, quien entonces puede actuar de manera negativa —no haciendo algo que perjudicaría el ciudadano—, o positiva —haciendo algo que lo beneficia—, siendo que en ambos casos se trata de corrupción, cuyo origen está en el desmedido poder del burócrata frente al ciudadano, burócrata que más que ser el servidor del ciudadano termina sirviéndose del ciudadano, con el fin de aumentar, de manera meta legal, sus ingresos.
 
   El poder del burócrata (algo muy distinto a su derecho), tiene su origen en la facultad de facilitarle o complicarle la vida al ciudadano, lo cual a su vez tiene su causa en la concepción del gobierno, no como el poder encargado de hacer valer los derechos de la persona, sino como el encargado de ordenar (en el doble sentido de acomodar y mandar) la vida de los ciudadanos, si no en su totalidad, sí en muchas de sus facetas. ¿El resultado? La burocratización de la vida, comenzando por la actividad de los empresarios, a quienes, desde esta visión del gobierno ordenador (acomodador y mandante, y mandante por acomodador), no se les puede, ni dejar hacer, ni dejar pasar, razón por la cual hay que limitar, y en muchos casos eliminar, sus actuaciones, todo ello en contra de la libertad individual y la propiedad privada, principales enemigos de la burocracia, sobre todo si se trata de la libertad y la propiedad de los empresarios, empresarios que, ¡cuando realmente lo son!, resultan la antítesis de los burócratas.
 
   Dos son las ocasiones que dan pie a la compra de favores de los empresarios a los burócratas. La primera, cuando lo que hay que comprar es la eliminación de un obstáculo, impuesto por la burocracia a manera de trámite, permiso, licencia, autorización, sin el cual la actividad empresarial no debe llevarse a cabo, y cuya obtención legal resulta, comparada con su obtención meta legal, muy cara. La segunda, cuando lo que hay que comprar es el otorgamiento de un privilegio, que la burocracia puede dispensar a manera de ayuda, protección, subsidio o concesión monopólica, todo lo cual limita o elimina la competencia que enfrenta el empresario que lo compra.
 
   Llegados a este punto se puede argumentar que desde el momento en el cual se trata de una compra-venta entre el empresario y el burócrata, ambos ganan, ¡tal y como sucede con cualquier intercambio!, razón por la cual cualquier crítica a la misma sale sobrando. Y es cierto: en cualquiera de los dos casos —la compra-venta de la eliminación de un obstáculo y la venta-compra del otorgamiento de un privilegio—, tanto el empresario como el burócrata ganan, pero sin olvidar que, al final de cuentas, lo que el empresario está comprando es el uso, a su favor, del abuso del poder del burócrata, abuso que tiene su origen en la concepción del gobierno como un poder que, además de hacer valer los derechos de la persona, es el encargado de ordenar sus vidas, si no en su totalidad, sí en muchas de sus facetas, tal y como sucede, sobre todo, con la vida del empresario.
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   No es crimen ser ignorante en economía. Pero es totalmente irresponsable el tener una vociferante opinión de asuntos económicos cuando se permanece en ese estado de ignorancia.
 
   Murray N. Rothbard
 
    
 
   Vociferante opinión en asuntos económicos es la que, por lo general, tienen desde empresarios hasta periodistas, desde intelectuales hasta legisladores, sin olvidar, ¡desgraciadamente!, a más de un economista, desde los marxistas hasta los keynesianos, vociferantes opiniones en la materia que, en el caso de los mentados economistas, han dado logra a pésimas políticas económicas, sobre todo monetarias, fiscales, comérciale e industriales, que han sido las causas de crisis económicas que les han costado muy caro a millones de seres humanos, sobre todo en términos de bienestar.
 
   En economía, lo que parece lógico, bien analizado, resulta no serlo, y ejemplos abundan, siendo el más famoso el de la teoría de las ventajas comparativas de David Ricardo, que vale la pena recordar. Según la teoría de las ventajas absolutas, defendida por Adam Smith, si un país es capaz de producir todas las mercancías a menor costo que el resto de las naciones no le conviene, dado que nadie es capaz de ofrecerle mercancía alguna más barata de lo que él es capaz de producirla, establecer relaciones comerciales con ningún país, por lo que la mejor opción es la autarquía. La teoría de las ventajas absolutas suena lógica, parece correcta, y así lógica y correcta sonó y pareció a los economistas, hasta que llegó David Ricardo y apuntó que la mentada teoría es correcta solamente en un caso, que más que la regla es la excepción. Ricardo apunto que solamente en el caso de que un país sea capaz de producir todas las mercancías más baratas que el resto del mundo, ¡y hacerlo en todos los casos en la misma proporción!, no le conviene comerciar con nadie más, existiendo ventaja en dicho comercio en el caso de que produzca todo a menor costo que los demás, ¡pero no en la misma proporción!, tal y como sucede en todos los casos. Hasta donde sé nunca ha habido un país capaz de producir todo a menor costo que el resto de las naciones y hacerlo, además, en la misma proporción, razón por la cual sí existe la posibilidad de que un país con la ventaja en la producción de todo, siempre y cuando esa ventaja no sea la misma en todos los casos, se beneficie del comercio con otras naciones, otras naciones que, obviamente, también se beneficiarán. 
 
   Explicar por qué ello es así, es decir, exponer, aunque fuera de las manera más sencilla y corta posible, la teoría ricardiana de las ventajas comparativas, es una tarea que sobrepasa los límites de este escrito, pero su contraparte, la teoría smithianan de las ventajas absolutas, es una buena muestra de que en economía aquello que de entrada suena lógico y parece correcto, bien analizado, no lo es, y el no serlo, pero ser reconocido como si lo fuera, da lugar a las vociferantes opiniones en materia de economía, de entrada, ¡entre muchos economistas!
 
   Buenas muestras de esas opiniones vociferantes las encontramos en las reglas del juego que, en materia económica, dictan los legisladores, todos partiendo de la más vociferante de esas opiniones: la creencia de que la aplicación de esa regla, dictada y promulgada por ellos, cuya intención general es modificar los resultados de los intercambios a los que voluntariamente llegaron los agentes económicos, puede dar mejores resultados que aquellos a los que libremente llegaron oferentes y demandantes, opiniones vociferantes que tienen su origen, lo sepan o no quienes las defienden, en interpretaciones de la actividad económica de las personas de inspiración desde marxista hasta keynesiana, keynesianismo y marxismo que, tal vez tras bambalinas, y probablemente sin identificarse como tales, siguen vigentes, más el primero que el segundo, pero vigentes ambos, con su posibilidad de hacer daño, tal y como lo han hecho en los Estados Unidos.
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   Cuanto más corrupto es el Estado, más numerosas son las leyes.
 
   Tácito
 
    
 
   ¿En qué consiste la corrupción del gobierno? En primer lugar, siendo ésta la peor de las corrupciones, en el incumplimiento de sus deberes básicos, que son garantizar la seguridad contra la delincuencia y, de fallar en el intento, impartir justicia, en su doble vertiente: resarcir a la víctima y castigar al delincuente. Un gobierno que no cumple con estas dos tareas (y de hecho no hay gobierno alguno —ni el más honesto, ni el más eficaz—, que las cumpla al cien por ciento) es, en el sentido estricto del término, un gobierno corrupto, es decir, dañado, perverso, torcido,
 
   ¿Pero que sucede cuando el gobierno no solamente incumple con su tarea esencial de garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, sino que es él el que atenta contra los derechos de los gobernados, violando su vida, su libertad y su propiedad y, por lo tanto, cometiendo injusticias? Que la corrupción gubernamental es todavía peor, porque el gobierno termina haciendo aquello que debe prohibir y castigar, todo lo cual nos plantea a los gobernados, víctimas de las acciones delictivas del gobierno, quién le pondrá un límite. Dicho de manera coloquial, ¿quién cuida al cuidador?
 
   Pero los gobernantes, en su infinita «creatividad», sobre todo legislativa, redactan leyes para hacer legal cualquier acción que emprendan, por más que la misma, considerada en si misma, resulte una injusticia, como puede ser, por poner un ejemplo, una ley que le prohíba a los ciudadanos de un país comprar determinadas mercancías producidas en alguna otra nación, prohibición que sigue siendo algo común y corriente: ¿en qué país existe el libre comercio entre personas de distinta nacionalidad, es decir, en que nación son los consumidores nacionales, comprando o dejando de comprar en el mercado, quienes determinan la composición y el monto de las importaciones, sin que el gobierno meta la mano, limitando, o de plano eliminando, las importaciones?
 
   ¿Quién es el Estado, sus leyes y sus gobiernos para prohibirles a los ciudadanos comprar lo que les dé la gana, a quien les dé la gana, sean estos oferentes nacionales o extranjeros? Los gobiernos que imponen esa prohibición violan la libertad de comerciar de sus ciudadanos (lo cual es una cuestión de tipo ético), limitando sus posibilidades de alcanzar una mayor nivel de bienestar, al que hubieran accedido si hubieran podido comprar lo que el gobierno les prohibió adquirir (lo cual es una cuestión de tipo económico), y lo mismo da que lo hagan con ley, o sin ley, de por medio. Si lo hacen con una ley por delante esa ley resulta injusta, no habiendo mayor y más grave contradicción en materia de leyes que esa, una ley injusta, redactada por el gobierno para legalizar sus arremetidas contra la vida, la libertad y la propiedad de los gobernados, muchos de los cuales se van con la finta, y terminan considerando que si esa acción del gobierno está legalizada, es decir, avalada por una ley, es correcta, por más que en la práctica lo único que el gobierno haga sea violar derechos de los ciudadanos, tal y como sucede con el ejemplo de la prohibición para importar. Comprar mercancías a un oferente extranjero, ¿es una acción delictiva por su propia naturaleza, razón por la cual debe estar prohibida por las leyes? No, de ninguna manera: la importación y exportación de mercancías no violan los derechos de nadie, razón por la cual no deben, ni limitarse, ni mucho prohibirse. Al contrario: como sucede con cualquier intercambio entre oferentes y demandantes, quienes exportan y quienes importan terminan beneficiándose de dicho comercio, por lo que les resulta benéfico.
 
   Muchas de las leyes no son otra cosa más que el intento de justificar las arbitrariedades del gobierno, la corrupción que padece cuando termina haciendo aquello que debería prohibir y castigar.
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   Capitalismo sin bancarrotas y pérdidas es como religión sin infierno.
 
   Daniel J. Mitchell
 
    
 
   Las pérdidas y la quiebra son malas para las empresas que las enfrentan, pero buenas para el resto de las actividades económicas, comenzando por el consumo, y ello por una razón muy sencilla: la quiebra de una empresa supone que se deja de producir una mercancía cuya producción los consumidores no estaban dispuestos a financiar, lo cual permite que todos los factores de la producción que se usaban para producir esa mercancía, comenzando por el trabajo, se destinen a la producción de algún bien o servicio que los consumidores, pagando su precio en el mercado, sí estén dispuestos a financiar.
 
   Las pérdidas surgen cuando los consumidores no están dispuestos a pagar un precio que alcance para cubrir los costos de producción de la mercancía, incluida en ellos la ganancia normal del empresario. Esa pérdida le indica al empresario que no está haciendo un buen uso, suficientemente productivo, de los factores de la producción de los que dispone (recursos naturales; instalaciones, maquinaria y equipo; trabajo; etc.), por lo que, o eleva la productividad (reduce el costo) de la producción de la mercancía en cuestión, con el fin de ofrecerla a un precio menor y atraer consumidores, o destina, él u otro empresario, esos factores de la producción a la elaboración de alguna otra mercancía, por la que los consumidores sí estén dispuestos a pagar un precio que cubra su costo de producción, incluida la ganancia normal del empresario.
 
   Los factores de la producción son escasos y, en la mayoría de los casos, tienen usos alternativos, por lo que su uso genera un costo de oportunidad —todos los factores que se usaron para producir X se dejaron de utilizar para producir Y—, y el reto consiste en que ese costo de oportunidad sea el menor posible, lo cual se logra cuando esos factores de la producción se usan para producir los bienes y servicios que los consumidores valoran más, es decir, aquellos por los que están dispuestos a pagar un precio que alcance para cubrir su costo de producción, lo cual le permitirá al empresario que los ofrece obtener, por lo menos, la ganancia normal, que es el porcentaje mínimo por debajo del cual esa persona no está dispuesta a trabajar como empresario.
 
   La ganancia es la muestra de que el empresario está haciendo un buen uso de los factores de la producción que utiliza, de que los consumidores aprueban ese uso, y de que, por lo tanto, «le dan permiso» de que los siga usando de tal manera. Por el contrario, la pérdida es la muestra de que los consumidores no aprueban el uso que el empresario le está a dando a los factores de la producción que utiliza, ya sea porque produce una mercancía que los consumidores no desean, ya sea porque la produce a un costo que se traduce en un precio que los consumidores no están dispuestos a pagar, razón por la cual, o aumenta su productividad para reducir el costo y ofrecer a un precio menor, que los consumidores sí estén dispuestos a pagar, o destina los factores de la producción a la elaboración de algún otro bien o servicio que los consumidores sí estén dispuestos a comprar.
 
   Las pérdidas muestran, ¡sin lugar a dudas!, que el empresario está haciendo un mal uso de los factores de la producción a su disposición, o porque está ofreciendo una mercancía que lo consumidores no quieren, o porque lo está haciendo a un precio que los consumidores no están dispuestos a pagar. En ambos casos se genera un costo de oportunidad, es decir, un desperdicio de factores de la producción, que se corrige, o elevando la productividad en el uso de los mismos, o destinándolos a la producción de alguna otra mercancía, siendo que esta segunda opción pasa por la quiebra, que perjudica a la empresa que la enfrenta, pero que beneficia al resto de las actividades económicas, comenzando por el consumo, algo que no se acaba de entender, tal y como lo vemos en el afán del los gobiernos por rescatar empresas a punto de la quiebra.
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   El liberalismo no promete que todos lleguemos a la meta al mismo tiempo, ni siquiera que todos lleguemos, promete que todos tengamos la misma salida.
 
   Ricardo Valenzuela
 
    
 
   Lo dicho por Valenzuela es reconocido, por algunos, como uno de los postulados del liberalismo, mismo que, supuestamente, lo diferencia radicalmente del socialismo. El segundo pretende que todos lleguen a la misma meta, por lo que es colectivista (que todos lleguen) e igualitarista (a la misma meta), y por lo tanto negador de la individualidad. El primero, «por el contrario», lo que pretende es que todos arranquen del mismo punto de partida, razón por la cual es…, ¡colectivista (que todos arranquen) e igualitarista (del mismo punto)!
 
   La diferencia entre punto de llegada y punto de partida no es suficiente para distinguir socialismo de liberalismo. Es más, el liberalismo que acepta que todos tengan la misma salida no es liberalismo, sino socialismo, ya que para conseguirlo se requiere que el gobierno viole la libertad individual y la propiedad privada, siendo esa violación la esencia de cualquier socialismo, desde la socialdemocracia hasta el marxismo revolucionario.
 
   ¿Qué se requiere para que todos tengan el mismo punto de partida, por ejemplo, en materia de alimentación, atención médica y educación? Que el gobierno les quite a unos para darles a otros, es decir, que el gobierno redistribuya, redistribución que podrá ser menor a la requerida para garantizar que todos lleguen a la misma meta, pero que no por ello deja de ser eso, redistribución, y por lo tanto un robo con todas las de la ley.
 
   Si un padre de familia, con recursos suficientes, es capaz de darle a sus hijos un mejor punto de partida, ¿no está en todo su derecho, ¡y obligación!, de hacerlo? A ese padre de familia, ¡en nombre del supuesto liberalismo del que habla Valenzuela!, ¿se le puede prohibir que lo haga? Esa prohibición, ¿no es antiliberal?
 
   Llegados a este punto se puede distinguir entre «que todos tengan el mismo punto de partida» y «que todos tengan un mínimo del cual partir», algo muy distinto, aunque también de inspiración socialista, por la misma razón. ¿A quién se le garantizará ese mínimo? A quien, por si mismo, no lo pueda alcanzar. ¿Y quién lo garantizará? El gobierno. ¿Y cómo lo hará? Recurriendo a la redistribución, quitándoles a unos para darles a otros, es decir, recurriendo a prácticas socialistas, antítesis del liberalismo.
 
   El liberalismo es, antes que cualquier otra cosa, la convicción de que ningún individuo debe hacerle a otro, indirectamente, usando como intermediario al gobierno, lo que directamente no le debe hacer —violar su vida, libertad y propiedad—, ¡independientemente de cuál sea el fin que se busca! Si no se justifica que alguien, a punta de pistola, le robe a otro para darle a su hijo un mejor punto de partida en la vida, ¿se justifica que el gobierno le obligue a entregar parta del producto de su trabajo (dicho de otra manera: que le cobre impuestos) para conseguir el mismo fin y brindarle a todo mundo un mínimo de alimentación, atención médica y educación? La gran mayoría responde que sí, respuesta afirmativa a la que se suman muchos liberales, quienes, al menos en este punto, dejan de serlo.
 
   La pretensión de que todos tengan el mismo punto de partida es colectivista (todos) e igualitaria (mismo), y por ello antiliberal., razón por la cual hay que desenmascararla. 
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   Curiosamente, los votantes no se sienten responsables de los fracasos del gobierno que han votado.
 
   Alberto Moravia
 
    
 
   Lo dicho por Moravia es cierto, y la pregunta es ¿por qué los electores no nos sentimos responsables por los fracasos de los gobernantes a quienes elegimos?
 
   Una primera respuesta, la más obvia, es que una cosa es elegir a alguien para algún puesto, y otra hacerse responsable por lo que ese alguien hace en ese puesto, puesto para el que fue elegido, precisamente, para hacerse responsable. Yo elector soy responsable de haber elegido a fulano de tal para el puesto, digamos, de legislador, pero no soy responsable por las leyes que fulano de tal redacte y promulgue. En todo caso, y suponiendo que dichas leyes sean injustas y/o ineficaces, yo elector tengo derecho (o debería tenerlo) de llamar a cuentas a fulano de tal, de pedirle que responda por lo que hizo, de exigirle que se haga responsable. Yo soy responsable de haber elegido a fulano de tal, pero no de sus acciones. 
 
   Llegados a este punto debo preguntar lo siguiente: ¿realmente los electores, o por lo menos algunos electores, no nos sentimos responsables por los errores y fracasos de aquellos a quienes elegimos? Y, suponiendo que así sea, que algunos electores sí se sientan responsables por haber elegido a un mal gobernante, ¿qué pueden hacer, sobre todo en el caso de que no haya reelección?
 
   Ahora bien, más allá de lo dicho hasta aquí, y con el fin de deslindar responsabilidades, debemos tomar en cuenta, uno, la degeneración de la democracia electoral en mercado electorero, es decir, en la promesa fácil de hacer, y difícil (por no decir imposible) de cumplir, a la que recurren todos los aspirantes a algún puesto de elección popular y, dos, la ignorancia, de la mayoría de los electores, en torno a los temas que se tocan en la típica campaña electoral, sobre todo el tema económico, que no agota los temas de campaña, pero que está relacionado con todos ellos, ya que cada uno de ellos requiere de recursos para hacerse realidad. Como dice Ricardo Medina: al final del día toda política es política fiscal, lo cual quiere decir que no hay manera de darle la vuelta al asunto de la economía, es decir, a la escasez y al costo de oportunidad. ¿Cuántos electores saben que, al final del día, toda política es política fiscal? ¿Cuántos saben lo que es el costo de oportunidad? ¿Cuántos tienen los conocimientos necesarios para preveer la posibilidad de que las promesas de los candidatos se hagan, o no, realidad? Y suponiendo que se hagan realidad, ¿cuántos tienen los conocimientos indispensables para preveer las consecuencias generales y de largo plazo, sobre todo las negativas, de esas promesas hechas realidad?
 
   La esencia del mercado electorero, pecado original de la democracia electoral (que no es otra más que la democracia indirecta), es la mentira de los candidatos y la ignorancia de los electores, mentira de los primeros que es posible gracias a la ignorancia de los segundos. Mentira de los candidatos, quienes prometen cosas que saben no podrán cumplir. Ignorancia de los electores, quienes votan pensando solamente en el qué (qué me prometa el candidato) sin preguntarse por el cómo (cómo lo conseguirá una vez que sea electo). Y a eso se le llama ignorancia. Y esa mentira e ignorancia tienen un común denominador: la irresponsabilidad.
 
   Tal vez sea por la primacía del qué sobre el cómo, por lo que los electores no se sienten responsables por haber elegido a quienes, sin duda alguna, son los grandes fracasados: los gobernantes.
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   Llama la atención como, pese a ser los grandes fracasados, la gente sigue creyendo en la eficacia de los gobernantes, cuando no son capaces, ni siquiera, de gobernar.
 
   Othmar K. Amagi
 
    
 
   Los gobernantes nos han hecho creer, y por consecuencia los gobernados nos lo hemos creído, que ellos tienen la obligación, y el poder, de preservarnos de todos los males y concedernos todos los bienes. En el primer caso se trata del gobierno ángel de la guarda, en el segundo del gobierno hada madrina, siendo el gobernado, en ambos casos, no eso, un gobernado, sino un explotado y/o un dependiente. Explotado si es a él a quien el gobierno le quita para darle a otros, dependiente si es a él a quien el gobierno le da. 
 
   Los gobernantes nos han hecho creer, y los gobernados, por convicción o por conveniencia, nos lo hemos creído, que ellos tienen, no solamente la obligación, sino también el poder, de actuar como ángeles de la guarda y preservarnos de todos los males, y de fungir como hadas madrinas y concedernos todos los bienes, razón por la cual los gobernados les exigen que les resuelvan todos sus problemas, y que les satisfagan todas sus necesidades, lo cual ha dado como resultado un grado de gubernamentalización de la vida económica, social, política, etc., claramente incompatible con la libertad individual y la propiedad privada, ¡y que nada tiene que ver con la legítima tarea de gobernar!, afirmación que nos lleva a la siguiente pregunta: ¿cuál es la legítima tarea del gobernante o, dicho de otra manera, en qué consiste realmente gobernar? ¿Cuáles son aquellas tareas a las que ningún gobierno puede renunciar sin dejar de ser gobierno?, o, planteado de otra forma, ¿qué es lo que justifica que el gobierno obligue al gobernado a entregarle parta del producto de su trabajo, que en eso, precisamente, consiste el cobro de impuestos? Con pocas palabras, ¿qué es gobernar?
 
   Lo único que justifica que el gobierno obligue al gobernado a entregarle parte del producto de su trabajo es que, con toda honestidad y eficacia (y en este caso la eficacia comienza por la honestidad), le garantice la seguridad contra la delincuencia y, en caso de fallar (fallo que supone que la eficacia no fue toda la que debería haber sido, siendo que de hecho nunca la es), imparta justicia en sus dos vertientes: castigar al delincuente y resarcir a la víctima del delito. Lo anterior quiere decir que las legítimas tareas del gobierno, aquellas a la cuales no puede renunciar sin dejar de serlo, son garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, segunda tarea que parte del supuesto de que, en mayor o menor medida, el gobierno fallará en la primera: si el gobierno fuera cien por ciento eficaz (lo cual depende, en buena medida, de que sea cien por ciento honesto, suponiendo que la honestidad tenga grados) en garantizar la seguridad contra la delincuencia no tendría, ni que castigar al delincuente, ni que resarcir a la víctima, es decir, no tendría que impartir justicia. El hecho es que, por fallar en la primera tarea, tiene que llevar a cabo la segunda, en la cual también falla, y siempre independientemente de qué tan honestos sean los gobernantes, honestidad de la cual depende, no de manera exclusiva, pero sí importante, su eficacia.
 
   El gobierno es incapaz de realizar, con cien por ciento de efectividad, sus legítimas tareas, pese a lo cual quiere llevar a cabo tareas propias de los ángeles de la guarda (preservar a los gobernados de todos los males, ¡comenzando por aquellos que pueden hacerse a sí mismos!) y la hadas madrinas (concederle a los gobernados todos los bienes), tareas que los gobernados, pese a ser reducidos a la categoría de explotados o dependientes, le demandan con singular alegría. Así de abusivos son los gobernantes, así de confundidos están los gobernados, tal y como lo señala Othmar K. Amagi.
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   La facultad que verdaderamente caracteriza al banco central es la de crear dinero y, en última instancia, el poder para crear es también poder para destruir.
 
   Paul Volker
 
    
 
   Buena parte de las calamidades que han afectado a la humanidad, en el ámbito de la economía, a lo largo de la historia, sobre todo de la moderna y contemporánea, se deben al abuso que los bancos centrales han hecho de su facultad para crear dinero, sobre todo cuando dicha creación ha dado como resultado un excesivo incremento en la cantidad de dinero, entendiendo por excesivo aquel aumento en la cantidad de dinero que se intercambia, y por lo tanto que se convierte en demanda de bienes y servicios, que es mayor al aumento en la oferta de mercancías, lo cual da como resultado el alza general de precios, la pérdida en el poder adquisitivo de los consumidores y, todavía más grave, de los ahorradores, pérdida que no es otra cosa más su destrucción. 
 
   Más allá de cierta cantidad, punto a partir del cual su emisión resulta excesiva, la calidad del dinero, es decir, su poder de compra, comienza a deteriorarse, deterioro que tiene un efecto negativo sobre las actividades económicas en su conjunto, desde el ahorro hasta el consumo, desde la inversión hasta la producción, desde la distribución de mercancías hasta el intercambio de bienes y servicios. ¿Y quién es el culpable de todo ello? El banco central y el tipo de sistema monetario que, al final de cuentas, le es consubstancial: el del dinero fiduciario, sin valor intrínseco, sin respaldo de ningún tipo, ofrecido monopólicamente por una entidad estatal, el banco central, y, ¡para colmo de males!, impuesto por ley como único medio de intercambio. ¿Qué tenemos? Lo peor de tres mundos.
 
   La historia de los bancos centrales, salvo honrosas excepciones, ha sido la historia, no de la preservación del poder adquisitivo del dinero, ¡como debería haber sido!, sino la de su destrucción por medio de su creación, en concreto a través de su emisión excesiva de parte de las autoridades monetarias, que una y otra vez, salvo las mentadas excepciones, han hecho lo que cualquier ser humano, con el poder para hacerlo, hace: emitir legalmente dinero, algo muy distinto a crear riqueza, que no es dinero, sino bienes y servicios con los cuales los seres humanos satisfacemos nuestras necesidades. Como lo ha señalado Roberto Salinas: lo que necesitamos no es más dinero, sino dinero que compre más, ¡algo muy distinto!
 
   El dinero no es más que el medio de intercambio, con toda la importancia que tiene, ¡que no es poca!, pero no es riqueza, razón por la cual su multiplicación excesiva, independientemente del múltiplo, no tiene repercusiones positivas, y mucho menos a largo plazo y generales, sobre el crecimiento de la producción, la creación de empleos o la generación de ingresos. Sin embargo, dada la ilusión crisohedónica (la creencia de que la riqueza consiste en el dinero), y la visión keynesiana de la economía (la creencia de que el origen de todos los males es la falta de demanda), la tentación de los bancos centrales para emitir dinero en exceso (con el fin de crear riqueza y generar demanda) sigue estando presente, excesiva emisión primaria de dinero que destruye el poder adquisitivo del dinero, lo cual supone, entre otras cosas, la destrucción de parte del producto del trabajo de las personas, algo muy serio.
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   La política es el arte de servirse de los hombres haciéndoles creer que se les sirve a ellos.
 
   Louis Dumur
 
    
 
   Parto del supuesto de que los políticos no se sirven de todos los hombres, sino solamente de algunos, y que lo hacen, no para provecho propio, sino para beneficio de otros hombres. Pongo un ejemplo. El político, convertido en gobernante, les proporciona, a los más pobres de sus gobernados, alimentación, atención médica y educación, tal y como sucede en muchos casos: ¿qué gobierno no actúa, en mayor o menor medida, como hada madrina, concediéndole, si no a todos sus gobernados, por lo menos a algunos, ciertos bienes y servicios, sirviéndolos? Tal parece que lo dicho por Dumur, al menos en los casos como el citado, no es cierto, ya que es el gobernante el que sirve a los gobernados, quienes, gracias a su generosidad, reciben alimentación, atención medica y educación. Lo que no hay que pasar por alto es que solamente es cierta la segunda parte de la afirmación —reciben alimentación, atención medica y educación—, pero no la primera: gracias a su generosidad.
 
   Para entender porqué la primera parta de la oración es falsa, preguntémonos de dónde sacó el gobernante los recursos para darles, a los más pobres, alimentación, atención médica y educación. ¿De su bolsillo? No, de ninguna manera: ni su bolsillo, ¡ni su generosidad!, alcanzan para tanto. Entonces, ¿de dónde? Del bolsillo de los contribuyentes a quienes, como tales, el gobernante les obliga a entregarle parte del producto de su trabajo para, con ello, proporcionarles alimento, medicina y educación a los otros. ¿De qué se trata? De la tarea favorita de los gobernantes, que responde a la exigencia fundamental de los gobernados, ¡la mayoría de los cuales no está consciente de lo que pide! Me refiero a la redistribución.
 
   El gobernado le exige al gobernante que le dé alimento, que le garantice atención médica, que le proporcione educación, creyendo que el gobernante, cual hada madrina con todo y varita mágica, es realmente capaz de proporcionarle, garantizarle y darle todo ello. Sin embargo, en manos del gobernante, la varita mágica del hada madrina, bastoncito proveedor de toda abundancia, se transforma en garrote amenazador, herramienta garantizadora de la redistribución: o el contribuyente le entrega al recaudador parte del producto de su trabajo, o el recaudador le aplica el garrote. Por eso se llaman así, impuestos, porque son una imposición.
 
   El hecho es que, por aquello de la escasez, es decir, por el hecho de que no todo alcanza para todos, el gobernante hada madrina es incapaz de darle todo a todos, por lo que debe limitarse a darle algo a algunos, lo cual se logra en la medida en la que le quita algo a unos para darle algo a otros, tal vez quedándose con algo (¿poco?, ¿mucho?) en el proceso de «intermediación» entre la víctima de la expoliación y el beneficiario de la misma, tal vez siendo él, por aquello de que el que parte y reparte se lleva la mejor parte, el principal beneficiario, pero no el único.
 
   Entiendo el sentido de la oración de Dumur, en línea con las principales tesis de la Escuela de la Opción Pública: los políticos, como cualquier otro ser humano, se mueven, en primer lugar, por intereses personales, lo cual los lleva a abusar del poder que ejercen sobre el contribuyente. Me queda claro el sentido de lo escrito por el suizo: ¡cuidado con los políticos, porque una cosa es la que dicen y otra la que hacen! ¡Cuidado con ellos, sobre todo si uno es el contribuyente, sujeto a la expoliación legal en la que degenera (¿existe algún caso en el que no haya sido así?) el cobro de impuestos! Entiendo el sentido de la oración de Dumur, pero no es cierto que el político, ¡por más que quiera!, se sirva de todos los hombres: a algunos los sirve, aunque al hacerlo el mejor servido pueda ser él mismo, siempre con cargo a la cuenta, al parecer interminable, del contribuyente.
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   Los comerciantes del mismo rubro rara vez de reúnen, incluso para entretenimiento y diversión, sin que la conversación termine en una conspiración contra el público, o en alguna estratagema para aumentar los precios.
 
   Adam Smith
 
    
 
   Esta es una de las frases más famosas de La Riqueza de las Naciones, a su vez uno de los más famosos tratados de economía política, si no es que el más famoso, frase que, sin duda alguna, es producto del conocimiento que Smith tuvo del proceder de los comerciantes, a quienes trató cercanamente, y quienes, de manera por demás lógica, buscaban acuerdos entre ellos con el fin, no solamente de eliminar a los precios como factor de competitividad, sino de fijarlos lo más alto posible, todo ello en contra de los intereses de los consumidores. A lo que se refiere Smith es al intento, de los comerciantes pertenecientes al mismo giro comercial, para comportarse como si fueran monopolio, ofreciendo sus productos al mayor precio posible, lo cual se logra si, uno, los mentados comerciantes son pocos, y por lo tano pueden ponerse de acuerdo, y, dos, si cada uno de ellos cumple con lo acordado —vender al mayor precio posible—, siendo más fácil que se cumpla la primera condición que la segunda, ya que nunca faltará el comerciante que, queriendo ganarle clientela a la competencia, baje sus precios con el fin de atraerse nuevos consumidores.
 
   Smith señala una realidad innegable en el mundo de la economía, sobre todo por el lado de la oferta: la renuencia a la competencia y, por lo tanto, los esfuerzos de los competidores para limitarla, y de ser posible eliminarla, comenzando por la que generan los precios. ¿Cómo se consigue esto? Poniéndose de acuerdo para, por lo menos, no vender por debajo de un precio y, por lo más, vender al mayor precio posible. Si esto último se logra, entonces quedan como variables de competitividad la calidad de la mercancía y el servicio que el oferente brinda.
 
   Pero los comerciantes (y en términos generales los empresarios), no se limitaron a ponerse de acuerdo entre ellos para eliminar al precio como elemento de competencia entre ellos, sino que fueron más allá y pretendieron (y en mucho casos lo siguen pretendiendo) limitar o eliminar la competencia, todo ello con ayuda del gobierno, de tal manera que, parafraseando a Smith, podemos decir que «los empresarios rara vez de reúnen, incluso para solaz y esparcimiento, con gobernantes y legisladores, sin que la conversación termine en alguna conspiración para limitar o eliminar la competencia, con el fin de elevar el precio lo más posible, todo ello en contra de los intereses de los consumidores,» sobre todo cuando esa competencia viene del exterior, como si lo importante fuera dónde se producen y no cómo se producen las mercancías.
 
   El problema no es que los empresarios le pidan al gobernante y al legislador que los proteja de la competencia, sino que los legisladores y los gobernantes accedan a esa petición, contraria al interés de los consumidores. ¿Y por qué ceden a la petición? Primera posibilidad: por los beneficios, comenzando por los pecuniarios, que obtienen de conceder la protección a los empresarios. Segunda: por estar convencidos de que la producción es más importante que el consumo, y que la producción nacional es más importante que la producción extranjera, nada de lo cual es cierto. La actividad económica terminal es el consumo, y la producción, con toda la importancia que tiene —¡primero producir y luego consumir!—, no es más que un medio, y lo que importa de la producción, vale la pena repetirlo, no es el dónde (en el país o fuera del país) sino el cómo (con qué productividad y con qué competitividad).
 
   La tarea del gobernante y del legislador es, uno, prohibir y castigar los acuerdos entre empresarios para ofrecer al mayor precio posible y, dos, no conceder privilegios que limiten o eliminen la competencia, comenzando por la que viene de fuera.
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   El interés general priva sobre el interés particular, pero no sobre el derecho individual, porque el derecho individual es de interés general.
 
   Manuel Ayau
 
    
 
   Ayau señala una diferencia crucial, sobre todo a la hora de redactar y promulgar leyes: la que existe entre el interés y el derecho. Y digo que es fundamental, porque buena parte de los excesos y defectos de las leyes, provienen de la identificación, arbitraria, y por lo tanto engañosa, entre interés y derecho, sobre todo del error de elevar a rango de derecho lo que no pasa de ser un interés, interés que, al ser confundió con un derecho, es defendido y promovido por la ley, generalmente beneficiando a unos cuantos y perjudicando a otros muchos.
 
   Queda claro que el interés general, sobre todo cuando es eso: general, debe privar sobre los intereses particulares, sobre todo cuando son eso: particulares, y que la tarea de las leyes es cerciorarse que eso suceda: que el interés general (así, en singular) prive sobre los intereses particulares (así, en plural), todo lo cual, mientras se mantenga en el ámbito de los intereses, está muy claro. El abuso, de parte de quienes redactan y promulgan leyes, surge cuando se pretende que el interés general prive sobre el derecho individual, abuso que me lleva a la siguiente pregunta: ¿qué es el interés general o, todavía más puntual, cuál es el interés general? ¿Existe un interés en el cual converjan las voluntades de todos los individuos, de tal manera que pueda llamarse propiamente interés general y no solamente interés de la mayoría, algo muy distinto? ¿Existe ese interés? Sí, y Ayau lo ha señalado claramente: el derecho individual, que se desdobla en tres: derecho a la vida, a la liberad y a la propiedad, derecho(s) que debe(n) estar plenamente reconocido(s), puntualmente (s) y jurídicamente garantizado(s).
 
   Que la vida, la libertad y la propiedad sean reconocidas plenamente, definidas puntualmente y garantizadas jurídicamente, es algo que todo ser humano quiere, por lo menos tratándose de su vida, su libertad y su propiedad, razón por la cual podemos afirmar, como lo hace Ayau, que esas tres cosas —reconocimiento, definición y garantía—, con relación a esos tres derechos —vida, libertad y propiedad—, son de interés, no de unos cuantos, no de la mayoría, sino de todos, tratándose por lo tanto de un interés general, si no es que de el interés general.
 
   Lo anterior quiere decir que el derecho individual a la vida, la libertad y la propiedad no debe ser violado con el pretexto de que dicha violación es por obra y gracia del interés general, interés general que, como lo hemos visto, es el de que esos tres derechos sean plenamente reconocidos, puntualmente definidos y jurídicamente garantizados. Eso es lo que cualquier persona razonable le exige al gobierno, siendo que eso, y nada más que eso, es lo que justifica la existencia del gobierno, y de la primera de sus acciones: el cobro de impuestos, que supone el poder suficiente para obligar al contribuyente a entregarle una parte (en muchos casos una buena parte) del producto de su trabajo.
 
   Lo dicho por Ayau cobra importancia, sobre todo en estos tiempos en los cuales los gobernantes, comenzando por los más peligroso de todos, los legisladores, parecen estar más interesados en los intereses que en los derechos, y en legislar para promover los primeros y no para garantizar los segundos, con el agravante de que no pocas veces se le quiere hacer creer el gobernado que el interés particular, de alguien, es el interés general, lo cual desemboca en legislaciones que violan lo que deberían garantizar: la vida, la libertad y la propiedad de los gobernados, algo a lo que nosotros, los gobernados, debemos poner un alto. ¿Por dónde comenzar? Por tener muy claro lo dicho por Ayau.
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   El mercado nació como una institución preferible a la rapiña o guerra. Proviene del saludo, la conversación y el intercambio de regalos entre tribus. El mercado no es la ley de la selva: es una institución de la libertad civilizada.
 
   Gabriel Zaid
 
    
 
   La división del trabajo supone que la mayoría de los bienes y servicios que necesitamos para satisfacer nuestras necesidades son propiedad de alguien más, lo cual plantea la siguiente cuestión: ¿cómo obtenerlos? Existen tres posibilidades: benevolencia, violencia e intercambio. En el primer caso, apelando a la benevolencia de quien es dueño de lo que necesitamos, le pedimos que nos lo regale, le pedimos limosna. En el segundo, amenazando con la violencia, le robamos lo que es suyo. En el tercer caso, por medio del intercambio, le ofrecemos algo que valore más que aquello que, siendo suyo, necesitamos, y que, ¡obviamente!, valoramos más que aquello que estamos dispuestos a dar a cambio. Esto último es el mercado, entendido como la relación de intercambio entre oferentes y demandantes, intercambio que siempre es un juego de suma positiva, lo cual quiere decir que las dos partes ganan, dando como resultado que las dos, una vez realizado el intercambio, elevan su nivel de bienestar: valoran más lo que reciben que lo dan.
 
   El intercambio, o si se quiere: el mercado, es éticamente correcto y económicamente eficaz. Éticamente correcto porque parte del respeto a la propiedad privada y, por lo tanto, a la libertad individual, ya que la primera es la condición de posibilidad de la segunda. Pero además de éticamente correcto el mercado, o si se prefiere: el intercambio, es económicamente eficaz porque gracias al mismo el oferente y el demandante, el productor y el consumidor, elevan su nivel de bienestar, siendo dicha elevación el fin de la actividad económica de los seres humanos.
 
   El que el mercado sea éticamente correcto, y económicamente eficaz, quiere decir que es, como lo señala Zaid, una institución de la libertad civilizada, frase que vale la pena analizar. En primer lugar el mercado es institución, es decir, regla del juego, es decir, código de conducta, que supone reconocer y respetar la propiedad de los demás, de la cual podemos obtener parte (la que necesitamos y valoramos), ofreciendo a cambio parte de la nuestra (la que no necesitamos y no valoramos). En segundo término, el mercado es institución de la libertad civilizada, es decir, del ser humano decidido a respetar la propiedad de los demás, libertad civilizada que encuentra una de sus manifestaciones más claras en el intercambio: quienes participan de un intercambio lo hacen voluntariamente, es decir, libremente, partiendo del respeto a la propiedad y, por ello, del respeto a la libertad, por lo ya dicho: la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad.
 
   El mercado, el intercambio, el comercio, no es la ley de la selva, por la cual cada quien hace lo que quiere, comenzando por violar la propiedad y libertad de los demás. Al contrario: el comercio, el intercambio, el mercado es la justicia, es decir, la voluntad de respetar el derecho de los demás, derecho que en este caso comienza siendo el de propiedad, y termina siendo el de la libertad. Quien está dispuesto a ofrecer algo a cambio de aquello que necesita, y que es propiedad de alguien más, actúa de manera justa, de forma civilizada, reconociendo la propiedad del otro y, algo que no hay que pasar por alto, estando dispuesto a beneficiarlo, ofreciéndole algo que valore, y que valore más que aquello que da a cambio. El mercado, así visto, y así hay que verlo porque así es, ¿es la ley de la selva? No, claro que no, por más que muchos, por ignorancia o por mala fe, digan que sí.
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   El comercio acorta los espacios y el crédito acorta el tiempo.
 
   Antoine de Rivarol
 
    
 
   El problema económico es el problema de la escasez: no todo alcanza para todos, menos en las cantidades que cada uno quisiera, mucho menos al precio que cada uno estaría dispuesto a pagar, mismo que, en última instancia, es cero. Si el problema económico es el de la escasez, entonces el reto es sacar el mayor provecho de los recursos a nuestra disposición, ya sean factores de la producción, ya bienes y servicios de consumo, todo lo cual se sintetiza en una sola palabra, economizar, a lo cual el comercio y el crédito ayudan de manera importante. 
 
   Para entender porqué el comercio economiza (acorta, según la expresión de Rivarol), el espacio, hay que saber cuál es la tarea del comerciante, e imaginar lo que el consumidor tendría que hacer si aquel no la realizara. La tarea del comerciante es «poner en contacto» al productor original con el consumidor final, transportando la mercancía desde el primero hasta el segundo, ahorrándole dicho traslado tanto al primero como al segundo, «acortando» para los dos el espacio que los separa. No es que físicamente dicho espacio se acorte, sino que, gracias al trabajo del comerciante, se «acorta» para el productor original, y sobre todo para el consumidor final, quien, sin la labor del comerciante, que consiste en llevarle, a través del espacio, la mercancía, tendría que atravesar él mismo dicho espacio, para llegar hasta el productor, lo cual supondría, entre otras muchas cosas, gasto de tiempo, que, siendo el recurso del de los recursos, es escaso: veinticuatro horas al día y ni un segundo más. 
 
   Si cada uno de nosotros tuviera que ir, para adquirir los bienes y servicios que consume, hasta el lugar donde se producen, es decir, si los consumidores finales tuviéramos que llegar hasta el productor original, ¿seguiríamos consumiendo lo mismo? Nuestro bienestar, que depende de la variedad y cantidad de bienes y servicios a nuestra disposición, ¿seguiría siendo el mismo?
 
   Por su parte el crédito acorta el tiempo, ya que el mismo nos permite disponer de recursos, tanto para producir como para consumir, antes de que los hayamos generado, es decir: antes de tiempo. Consideremos, por ejemplo, a un empresario que necesita invertir en su empresa con el fin de producir más y mejor, y que no cuenta con los recursos suficientes para hacerlo. ¿Qué puede hacer? Una de dos. Primera: ahorrar para, una vez juntado el dinero suficiente, invertir, lo cual supone esperar el tiempo necesario para ahorrar lo suficiente. Segunda: pedir prestado, es decir, recurrir al crédito para invertir, ahorrando el tiempo que se hubiera tardado en ahorrar dinero, lo cual es posible siempre y cuando alguien más lo haya ahorrado y haya estado dispuesto a prestarlo. Lo mismo sucede, por ejemplo, con el consumidor que pide dinero prestado para comprar algún bien o servicio. ¿Qué es lo que el crédito le permite hacer? Ahorrar tiempo, al no tener que ahorrar dinero, lo cual es posible, al igual que en el caso anterior, siempre y cuando alguien más haya ahorrado dinero y haya estado dispuesto a prestarlo.
 
   Con relación al crédito, que permite ahorrar tiempo, hay que tener presente, sobre todo si uno es el deudor, que el mismo es un adelanto sobre un ingreso futuro, siendo a esto a lo que hacen referencia las expresiones acortar tiempo, economizar tiempo, ahorrar tiempo. El crédito, al permitirnos hacer uso del ahorro de alguien más, acorta el tiempo en el cual podemos disponer de una determinada cantidad de dinero, pero no elimina la necesidad de generar ingreso con el cual pagar lo que se recibió en préstamo, algo que hay que tener muy presente a la hora de pedir prestado.
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   Para respetar la ley, la ley debe ser respetable.
 
   Othmar K. Amagi
 
    
 
   La ley debe respetarse, no porque la autoridad la haga respetar en función del castigo al que se hace acreedor quien la viola, sino porque la persona comprende la utilidad que la misma tiene, ya sea para salvaguardar los derechos de la persona a la vida, la libertad y la propiedad (leyes que tienen que ver con la justicia, es decir, con la voluntad de respetar los derechos de los demás), ya sea para ordenar la convivencia humana en todo lo que, directamente, no tiene que ver con los tres derechos antes mencionados, pero que resulta indispensable para conseguir eso, una convivencia ordenada (reglamentos que tienen que ver con las obligaciones de los ciudadanos, es decir, con la intención de respetar las reglas del juego de la convivencia civilizada, desde el reglamento de tránsito hasta el pago de impuestos, nada de lo cual tiene que ver, al menos no directamente, con los tres derechos antes mencionados, sino con la convivencia ordenada; se trata de lo que Adam Smith llamó leyes de policía).
 
   La ley debe respetarse, en primer lugar, no porque la autoridad la haga respetar amenazando con el castigo, sino porque se comprende su utilidad, tanto para salvaguardar la vida, libertad y propiedad de las personas, como para ordenar la convivencia humana. En segundo término la ley debe respetarse porque es respetable, entendiendo por esto último, no la amenaza del castigo y, en última instancia, el castigo, sino la sensatez, la lógica, el sentido común del que parten las leyes. Hay leyes que no se respetan porque simple y sencillamente no son respetables, y no lo son por ser ilógicas, insensatez, carentes de sentido común, leyes irrespetables que encontramos, sobre todo, en el segundo conjunto de los dos antes mencionados, el que tiene que ver con el ordenamiento de la convivencia humana, ordenamiento que, cuando va más allá de cierto límite, límite que los ordenadores, es decir: los legisladores, superan con facilidad, hace de la ley algo imposible de respetar, algo simple y sencillamente irrespetable.
 
   Pongo un ejemplo. Supongamos, uno, un automóvil nuevo, con tecnología de punta de la A hasta la Z, sobre todo en materia de seguridad. Supongamos, dos, una autopista nueva, que cumple con todas las especificaciones que debe cumplir en materia de seguridad, de varios carriles, sin curvas peligrosas, bien señalizada. Supongamos, tres, un límite de velocidad, impuesto por la autoridad (in)competente, de ochenta kilómetros por hora. Esta ley, que prohíbe circular, con ese automóvil y por esa carretera, a más de ochenta kilómetros por hora, ¿es una ley respetable? ¿Es una ley sensata, lógica, de sentido común, por más buena que sea la intención: evitar accidentes? Al final de cuentas, si lo que se quiere es evitar cualquier accidente, ¿por qué no imponer un límite de velocidad de cero kilómetros por hora?, es decir, ¿por qué no prohibir el uso del automóvil? 
 
   Otro ejemplo. Una ley tributaria, que obliga al contribuyente, independientemente de cuál sea su nivel de ingreso, a entregarle al recaudador más de la mitad de su ingreso (el 55 por ciento, por poner un ejemplo), ¿es una ley respetable, que parte del sentido común, de la lógica, de la sensatez de quienes la redactaron, que no son otros más que los legisladores?
 
   Es más, intentar reglamentarlo todo, reglamentación total hacia la cual vamos (compárese todo lo que se reglamenta hoy con lo poco que se reglamentaba hace uno, dos o tres siglos), ¿es sensato, lógico, de sentido común? ¿Qué tan respetable sería un marco jurídico que intentara reglamentarlo todo, al estilo Un mundo feliz (Huxley, 1932), 1984 (Orwell, 1949) o Fahrenheit 451 (Bradbury, 1953)? ¿Qué tan respetable serían las leyes redactas y promulgadas por quienes Adam Smith bautizó con el nombre de hombres de sistema o, dicho de otra manera, los sistematizadores, que no son sino quienes quieren hacer de las relaciones interpersonales (concepto mucho más claro que el de relaciones sociales), un rompecabezas en el cual, ellos, ponen cada pieza en su lugar? Hoy estos sistematizadores abundan, sobre todo en las cámaras legislativas, razón por la cual abundan leyes irrespetables.
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   Tan necesario es para la salud de una economía dinámica abandonar industrias que se hayan en trance de morir, como permitir el crecimiento de las industrias florecientes. El primer proceso es esencial para el segundo.
 
   Henry Hazlitt
 
    
 
   ¿Qué se requiere para que una empresa quiebre? Que los consumidores no estén dispuestos a financiar la producción de la mercancía que ofrece, comprándola al precio que le permita al empresario, por lo menos, obtener la ganancia normal, que es aquella por debajo de la cual esa persona no está dispuesta a actuar como empresario, ganancia normal que forma parte del costo de producción.
 
   Que los consumidores no estén dispuestos a financiar la producción de la mercancía, comprándola al precio que le permita el empresario obtener, por lo menos, la ganancia normal, puede deberse a una de dos causas. Primera: que, independientemente de la relación precio-calidad, los consumidores ya no quieran el producto, siendo entonces la causa del problema el producto mismo. Segunda: que el problema sea la relación precio-calidad, de tal manera que los consumidores sí quieran el producto, pero no a ese precio, y no con esa calidad. En el primer caso el empresario deberá dedicarse a la producción de alguna otra mercancía. En el segundo deberá, o bajar el precio, o mejorar la calidad, o bajar el precio y mejorar la calidad. En ambos casos el empresario deberá hacer un mejor uso, ¡más productivo!, de los factores de la producción, comenzando por el trabajo. En ambos casos deberá reducir el costo de oportunidad de usar, tal y como lo veía haciendo, los factores de la producción.
 
   ¿Qué sucederá si el empresario consigue que el gobierno le ayude para no tener, o que dedicarse a la producción de algún otro bien o servicio, o que bajar el precio, o que mejorar la calidad, o que bajar el precio y mejorar la calidad de la mercancía que produce? Que el gobierno irá en contra de los deseos de los consumidores; que evitará que se logre un mejor uso de los factores de la producción; que impedirá que se reduzca el costo de oportunidad del uso de los factores de la producción; que obligará a los contribuyentes, de cuyos bolsillos sale el dinero para ayudar a la empresa en problemas, a hacer algo que, como consumidores, ya no están dispuestos a hacer: financiar la producción del bien o servicios en cuestión.
 
   El gobierno que ayuda a empresas a las que los consumidores ya no están dispuestos a financiar impide que se liberen, por la vía de la quiebra, factores de la producción, ¡sobre todo trabajo!, de producciones poco productivas, para destinarse a producciones más productivas; evita que se produzcan más y mejores bienes y servicios; limita el progreso económico, definido como la capacidad para producir más y mejores mercancías, para lo cual resulta indispensable la desaparición de empresas en quiebra, y el uso de los factores de la producción, liberados por la quiebra, en la producción de nuevos bienes y servicios; incentiva el riesgo moral a favor de una mala administración, al mandar la señal de que, al final de cuentas, allí está él para rescatar a los empresarios de sus errores, de su mala suerte, de su falta de previsión, de todo aquello que puede llevar a una empresas a la quiebra.
 
   Gobierno que rescata empresas de la quiebra entorpece el proceso de destrucción creativa (del que habló Schumpeter), es decir, impone obstáculos al proceso por el cual la buena mercancía sustituye a la mala, la mejor a la buena, y la excelente a la mejor, sustituciones que siempre son a favor de los consumidores, mismos que son ignorados por los gobiernos dispuestos a rescatar empresas en problemas, rescate que podrá ser políticamente correcto, pero que, desde el punto de vista de la economía, es siempre un grave error, por ser contrario, de entrada, a los interese de los consumidores.
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   La verdadera tragedia de los pueblos no consiste en el grito de un gobierno autoritario, sino en el silencio de la gente.
 
   Martin Luther King
 
    
 
   ¿Será verdad que todo pueblo tiene el gobierno que se merece, y que lo tiene sobre todo por omisión, es decir, por no haber defendido sus derechos a la vida, la libertad y la propiedad ante el poder político ejercido arbitrariamente, para conseguir fines que nada tienen que ver con las dos taras esenciales de todo gobierno: garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia? ¿Será verdad, entonces, que todo gobierno autoritario llega hasta donde el gobernado sumiso lo permite? ¿La antítesis del gobierno autoritario es el gobernado sumiso, de tal manera que la solución consiste en que el segundo deje de serlo y levante su voz ante los excesos y defectos del primero, teniendo en cuenta que el gobierno autoritario lo es tanto por exceso como por defecto, y que cualquier exceso se convierte inevitablemente, ya que son las dos caras de la misma moneda, en un defecto? Sí, claro que sí. Luther King tiene razón.
 
   Aclarado lo anterior debemos preguntarnos ¿qué es un gobierno autoritario? La respuesta es doble. En primer lugar autoritario, por defecto, es el gobierno que no garantiza la seguridad contra la delincuencia, y que no imparte justicia, y que, ¡sin embargo!, sigue cobrando impuestos, es decir, sigue obligando al gobernado a entregarle parte del producto de su trabajo, cobro de impuestos que se justifica, únicamente, si el gobierno cumple, con honestidad y eficacia (y en este caso la eficacia depende, de entrada, de la honestidad), con esas dos tareas. 
 
   ¿Puede haber mayor arbitrariedad que la de un gobierno que cobra impuestos sin cumplir con sus tareas esenciales? Sí, claro que sí, y me refiero a la arbitrariedad de un gobierno que termina haciendo aquello que debe evitar, es decir, que termina violando los derechos de la persona, por ejemplo, a la libertad y a la propiedad, gobierno que se vuelve autoritario por exceso. Vamos por partes. Que el gobierno garantice la seguridad contra la delincuencia quiere decir, de entrada, que prohíbe, por ejemplo, el robo, es decir, la violación del derecho de propiedad. ¿Pero qué sucede si es el mismo gobierno el que viola dicho derecho, ya sea porque cobra más impuestos de los que debiera, ya sea porque los cobra para realizar tareas que no le corresponden? El ejemplo más claro es la redistribución, que tiene lugar cuando el gobierno le quita a unos para darle a otros. En este caso el gobierno está realizando una tarea que legítimamente no le corresponde (¡por más que hoy gobernar sea sinónimo de redistribuir!), razón por la cual el cobro de impuestos para llevarla a cabo no pasa de ser un robo con todas las de la ley, que no por ser legal deja de ser robo.
 
   Por la redistribución el gobierno obliga a unos, por la vía del cobro de impuestos, a entregar parte del producto de su trabajo a favor de otros, a través del llamado gasto social, lo cual no pasa de ser (por más que se disfrace de justicia social, promoción del bien común, combate a la pobreza, etc.), un robo con todas las de la ley, por lo cual el gobierno termina haciendo aquello que debe prohibir: violar el derecho de propiedad, mismo que supone un exceso —el gobierno robando—, con su defecto inevitable —el gobierno no reconociendo ni garantizando el derecho de propiedad de los gobernados—. 
 
   Hoy gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir, y para comprobarlo basta revisar los presupuesto de egresos de cualquier gobierno, razón por la cual hoy cualquier gobierno es autoritario, autoritarismo ante el cual los gobernados, sobre todo los expoliados, guardan silencio, mismo permite la expansión del gobierno autoritario.
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   El hombre libre no se pregunta ni qué puede hacer su país por él, ni qué puede hacer él por su país.
 
   Milton Friedman
 
    
 
   Para entender la afirmación de Friedman hay que comenzar por la siguiente pregunta: ¿quién es el país (porque solamente un quién, y no un qué, es capaz de hacer algo por uno, y uno solamente puede hacer algo por un quién, y no por un qué, por más que, en ambos casos, el quién dé o reciba usando un qué), por el cual uno puede hacer algo, o quién es el país que puede hacer algo por uno? La persona, ¿puede hacer algo por su país? El país, ¿puede hacer algo por sus personas? No, por una razón muy sencilla, que tiene que ver con la forma de existencia de esas realidades que llamamos países, existencia que es accidental (teniendo lugar en otro), y no sustancial (teniendo lugar en sí misma), lo cual quiere decir que la existencia del país depende, sobre todo, de la existencia de las personas que lo integran, de tal manera que hacer algo por el país supondría hacer algo por todos los demás, sin exclusión de ninguno, y que el país haga algo por uno supondría que todos los demás, sin faltar alguno, hicieran algo por uno, siendo que ambos casos resultan imposibles.
 
   Exigirle a un ciudadano que haga algo por su país, sobre todo si quien lo exige es algún político o gobernante, líder nacional o redentor social, por lo general es un llamado al sacrificio, pero tan abstracto, ¡por el país!, que en la práctica pierde todo sentido, de la misma manera que lo pierde el llamado para que el país haga algo por uno. Y la cosa se complica aún más cuando al país se le confunde con el Estado, mismo que, para todo efecto práctico, no pasa de ser el gobierno en turno.
 
   Exigirle a un ciudadano que haga algo por su país supone que lo haga desinteresadamente, sin esperar nada a cambio, haciendo de lado el egoísmo, de manera benevolente, benevolencia que tiene mérito ético cuando es producto de la decisión personal, no del llamado de un tercero que, cuando del gobierno se trata, acaba convirtiéndose en obligación impuesta por la fuerza, es decir, por la amenaza del castigo. Ejemplo: el gobernante que nos «invita» a pagar impuestos por el bien del país, cuando lo que realmente hace es obligarnos a entregarle parte del producto de nuestra trabajo para, tal es el caso de la redistribución, beneficiar a otros, todo lo cual no pasa de ser un robo con todas las de la ley.
 
   Exigirle al país que haga algo por alguno, o algunos, de sus ciudadanos, no es más que la otra cara de la moneda. Es el caso, por ejemplo, de quien, gracias a la redistribución, recibe ayuda del país, que en realidad es el Estado, que en realidad es el gobierno, que al final de cuentas es el contribuyente a quien el poder político le quitó parte del producto de su trabajo para dárselo a alguien más.
 
   En una sociedad de gente libre, verdaderamente libre, y si la actividad económica central es el intercambio, tratándose por lo tanto de economía de mercado en el sentido literal del término, cada uno hace, no algo, sino mucho, por muchos más, y lo hace, no desinteresadamente, sino por el beneficio que pretende obtener al ofrecer algo que, para él, tiene un valor menor que lo que demanda.
 
   En una sociedad de gente libre la persona no pregunta ¿qué puedo hacer por el país?, sino ¿qué puedo hacer por fulano o mengano, de tal manera que al hacerlo mengano u fulano hagan, también, algo por mí? ¿Cómo se logra esto? Por medio del intercambio, que es, con relación a la redistribución impuesta por el gobierno, económicamente eficaz y éticamente correcto. Sin embargo, una y otra vez los gobernantes nos invitan a hacer, lo que hacemos, por el bien del país, algo que, al final de cuentas, resulta imposible.
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   La justicia social no debería contradecir la justicia individual, ya sea en teoría o en práctica... Es bastante bajo el privarme del fruto de mi labor para el beneficio de otro individuo que no sudó mi sudor. Yo no considero eso justicia social.
 
   Walter Williams
 
    
 
   Williams no considera que la redistribución, por la cual el gobierno les quita a unos para darles a otros, sea justicia social. Yo tampoco, lo cual no quiere decir que coincida con Williams, a quien debo preguntarle ¿por qué no la considera justicia social? ¿Por qué no es social? o ¿Por qué no es justicia? Mi respuesta es porque no es justicia.
 
   Parto de la definición de Ulpiano: «Justicia es la constante y perenne voluntad de darle a cada quien lo suyo», siendo lo suyo de cada quien el derecho de cada cual, derechos que son tres: a la vida, a la libertad y a la propiedad. La justicia es el respeto a la vida, la libertad y la propiedad de los demás, sin olvidar, primero, que la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, de tal manera que cualquier atentado en contra de la primera es, también, un atentado contra la segunda, y, segundo, que la tarea que justifica la existencia del gobierno es garantizar la vida, la libertad y la propiedad de los gobernados, razón por la cual resulta una contradicción el gobierno que, independientemente de cuáles sean las intenciones que lo animan, termina violando estos derechos, violación que, sobre todo con relación a la propiedad, y por lo tanto a la libertad, se lleva cabo so pretexto de la justicia social, que podrá ser social, pero nunca justicia, mucho menos cuando se la concibe como redistribución, con el gobierno obligando a unos a entregarle parte del producto de su trabajo para beneficio de otros, suponiendo que, la vista puesta en el largo plazo, realmente sea para beneficio de los terceros.
 
   Llagados a este punto hay que señalar una diferencia que, muchas veces, pasa inadvertida. Una cosa es que cada quien, voluntariamente, esté dispuesto a ceder, a favor de alguien más, parte del producto de su trabajo, lo cual es por demás loable, y otra muy distinta que el gobierno nos obligue a entregarle parte del producto de nuestro trabajo para dárselo a alguien más, lo cual es una injusticia, siempre disfrazada de justicia social. Williams lo dice sin rodeos: «Es bastante bajo el privarme del fruto de mi labor para el beneficio de otro individuo que no sudó mi sudor».
 
   Y tiene razón, eso no es justicia social, y no por no ser social, sino por no ser justicia. ¿De qué se trata entonces? Simple y llanamente de una injusticia, cometida por el gobierno en contra de individuos, aquellos a quienes obliga a entregarle parte del producto de su trabajo para, a su vez, entregárselo a alguien más, sin olvidar la parte que se queda el repartidor, que bien puede ser la tajada de león. Así la cosas, la llamada justicia social no deja de ser injusticia individual, cometida por el gobierno en contra de algunos de sus gobernados (los contribuyentes) y a favor de algunos otros (los beneficiados de la redistribución), sin olvidarse de ellos mismos (los gobernantes).
 
   Ya nos dijo Hayek que debemos tener cuidado con las palabras comadrejas, por lo general adjetivos que terminan por distorsionar el significado real del sustantivo al que adjetivan, tal y como sucede con el adjetivo social adjetivando al sustantivo justicia, sustantivo que, a lo largo de la historia, ha sido adjetivado de muchas maneras (por ejemplo: justicia conmutativa y justicia distributiva, conceptos que nos vienen de Aristóteles), siendo que si hay algún sustantivo que no admite adjetivo ese justicia, sobre todo si la misma consiste en la constante y perenne voluntad de darle a cada quien lo suyo, es decir, en el respeto irrestricto a los derechos de los demás. ¿Qué adjetivo cabe para tal sustantivo?
 
   Cada vez que se adjetiva a la justicia, el resultado es una injusticia.
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   El gobierno no es Dios. No tiene derecho a quitar lo que no puede regresar.
 
   Anton Pavlovich Chekhov
 
    
 
   Chekhov se queda corto, y para entenderlo pregunto lo siguiente: si el gobierno pudiera devolver lo que quita, ¿tendría derecho a quitarlo? Esto de que el gobierno quite y dé, es una cuestión de poder —¿poder devolver lo que quita?—, o es una cuestión de principio —independientemente de que pueda devolver lo que quita, ¿es correcto que quite?—. La respuesta es no, salvo en el caso en el cual quita para garantizar, a todos por igual seguridad contra la delincuencia e impartición de justicia.
 
   Para comenzar hay que decir que el gobierno es incapaz de devolverle al gobernado lo que, por el cobro de impuestos, le quitó, y pongo un ejemplo. Yo, gobernado, voy a destinar doscientos pesos a la compra del libro con los cuentos de Chekhov, momento en el cual aparece el gobierno, en su calidad de recaudador, lo cual me convierte a mí, gobernado, en contribuyente, y me obliga a entregarle, a manera de pago de impuestos, doscientos pesos. Si el gobierno fuera capaz de devolverme lo que me quitó me daría, no los doscientos pesos, que no son otra cosa más que medio de intercambio, si el libro con los relatos cortos de Chekhov, algo que, ¡obviamente!, no va a hacer. Estrictamente hablando, el gobierno, al obligar al gobernado a cederle parte del producto de tu trabajo, ¡¡¡que eso implica pagar impuestos!!!, lo obliga a renunciar a ciertos consumos o al ahorro.
 
   Supongamos, por un momento, que el gobierno sí es capaz de devolverme lo que me quitó, que no son los doscientos pesos, sino el libro con las narraciones de Chekhov, razón por la cual, una vez que me ha quitado los doscientos pesos, me da el libro con los relatos del cuentista ruso. ¿De qué se trataría? De una estupidez: ¿qué sentido tiene que el gobierno quite, algo, para devolver ese algo? 
 
   Se puede argumentar que el gobierno quita para devolver, no bienes privados, como sería el caso del libro con los cuetos de Chekhov, sino bienes públicos, como es el caso del alumbrado de las calles, típico ejemplo de un bien público, por cumplir con las dos características de los mismos: no rivalidad (la luz que, en la calle, alguien consume, no la deja de consumir alguien más), y no exclusión (del consumo de la luz que alumbra las calles no es posible descartar a nadie), bienes públicos cuya oferta debe financiar el gobierno, para lo cual tiene que cobrar impuestos, bienes públicos que son el ejemplo de que el gobierno sí puede regresar lo que quitó. ¿O no? No, no del todo.
 
   Supongamos que el gobierno cobra doscientos pesos de impuestos para financiar la oferta de alumbrado público. ¿Les regresará, a los contribuyentes, doscientos pesos de alumbrado público? No, claro que no, por una razón muy sencilla: el cobro de impuestos tiene un costo, mismo que se cubre con parte de lo recaudado, lo cual quiere decir que el gobierno es incapaz de devolverle, a los contribuyentes, el cien por ciento de lo que les quitó. Supongamos que el costo de la recaudación es de veinte pesos, ¿cuánto alumbrado público le regresa el gobierno a los contribuyentes, suponiendo que haya recaudado doscientos pesos? El equivalente a ciento ochenta pesos, ¡no a doscientos!
 
   Para terminar consideremos el caso de la redistribución, cuando el gobierno le quita a unos para darle a otros, caso en el cual, por razones obvias, el gobierno no le regresa, al contribuyente, ningún porcentaje de lo que le quitó, sin olvidar que hoy gobernar es sinónimo de redistribuir.
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   La generación más joven de hoy ha crecido en un mundo donde, en la escuela y en la prensa, se ha representado el espíritu de la empresa comercial como deshonroso y la consecución de un beneficio como inmoral, y donde dar ocupación a cien personas se considera una explotación.
 
   Friedrich a. von Hayek
 
    
 
   Hace ya algunas décadas que Hayek escribió la frase citada, pero el paso de los años no ha mejorado la situación y, en general, el empresario sigue siendo considerado el villano de la película, ¡inclusive entre empresarios! Y mientras esta percepción no cambie, y por falta de cambio se le sigan imponiendo lastres y obstáculos a la acción empresarial, las posibilidades de progreso económico serán menores, sin olvidar lo obvio: que mientras esta percepción no cambie, y se piense que es mejor ser asalariado que empresario, faltarán empresarios y acciones empresariales, y por ello la capacidad para producir más y mejores bienes y servicios, para un mayor número de gente, no será toda la que podría ser si se tuviera una idea clara de lo que es la empresarialidad, de lo que representa, en términos de progreso económico, el quehacer del empresario.
 
   ¿Qué responde, la mayoría de la gente, a la afirmación de que el empresario es un benefactor de la humanidad? A quien responda que no es cierto pregúntesele, para empezar desde abajo, a quien le debe los zapatos que trae puestos. ¿Y los calcetines? ¿Y los pantalones? ¿Y el cinturón? ¿Y la camisa? ¿Y el saco y la corbata y el pisa corbatas? ¿Y la ropa interior? ¿Y la cartera, la pluma, el pañuelo, el teléfono celular, la agenda electrónica y el reloj? ¿Y (es mi caso) los anteojos? ¿A quien le debemos desde los zapatos hasta los anteojos? A algún empresario.
 
   De acuerdo, dirán algunos, ¡pero valiente benefactor de la humanidad aquel que cobra por lo que ofrece sin ser capaz de regalarlo, tal y como sucede con los empresarios! Llegados a esta objeción hay que decir que el empresario no regala lo que produce, no porque no quiera, sino porque no puede, y ello por una razón muy sencilla: producir, desde zapatos hasta anteojos, cuesta, razón por la cual si nosotros, los consumidores, queremos seguir contando con todo lo que va desde los lentes hasta el calzado, debemos estar dispuestos a pagar su precio, y si lo hacemos es porque nos beneficiamos del uso de los zapatos y de los anteojos, y si nos beneficiamos es porque quien los ofrece, el empresario, resulta nuestro benefactor. 
 
   De acuerdo, dirán convencidos a regañadientes quienes siempre han recelado de los empresarios, pero el consumidor es solamente una parte del todo, faltando considerar la otra, la del trabajador. Los empresarios, ¿benefician a los trabajadores? Pregúntenles a todos aquellos, trabajadores asalariados, desde directores generales de empresa, hasta chóferes de directores generales de empresa, a quién le deben su puesto de trabajo y, por lo tanto, la posibilidad de generar un ingreso con el cual satisfacer sus necesidades. La respuesta siempre será la misma: al empresario. Para quienes no son capaces de crear su propio puesto de trabajo, los asalariados, desde el directo general hasta su chófer, el empresario, capaz de crear su puesto de trabajo y puestos de trabajo para otros, resulta indispensable. Vistas así las cosas, y así deben verse, ¿es o no es el empresario un benefactor, no solamente de los consumidores, sino también de los trabajadores?
 
   ¿Que hay empresarios que engañan a los consumidores y explotan a los trabajadores?, los hay, pero esa explotación y ese engaño no forman parte de la esencia de la actividad empresarial, que consiste en inventar mejores maneras de satisfacer las necesidades de los consumidores. ¿Que hay empresarios que buscan y consiguen privilegios otorgados por el gobierno?, los hay, pero los mismos no son culpa de quien los pide sino de quien, siempre de manera indebida, los otorga.
 
   Hace falta, a manera de condición para lograr más progreso económico, revalorar la tarea del empresario, empresario a quien se le sigue viendo como el malo de la película. 
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   Es una gran ironía que la prosperidad le permita a la posteridad el lujo de olvidar su origen.
 
   Isaac Morehouse
 
     
 
   ¿Cuántos, de quienes hoy disfrutan bienes y servicios, que para sus abuelos hubieran sido inimaginables, están conscientes de lo que se requiere para producirlos, distribuirlos, comercializarlos y ofrecerlos a los consumidores? ¿Cuántos están conscientes de la maravilla que es, por poner un ejemplo, un lápiz, al grado de poder afirmar que el mismo parece ser la consecuencia de un milagro, siendo que el milagro es que el mismo no es el resultado de la intervención divina a favor del ser humano, sino el efecto del ingenio y el trabajo del hombre? Léase el texto Yo, lápiz, de Leonard E. Read.
 
   ¿Cuántos, de quienes hoy disfrutan de mercancías, que hace cien años eran la quimera de los más imaginativos, las dan por hechas, como si no hiciera falta hacerlas y, lo más importante, como si hacerlas de cualquier manera resultara posible? De cualquier manera, ¿a qué me refiero? Sin importar, por el ejemplo, el grado de respeto por la libertad individual y la propiedad privada; el grado de respeto al trabajo, a la producción, a la inversión, a la acción emprendedora y empresarial; al ahorro, al intercambio y al consumo; el grado de respeto a los ingresos, al patrimonio y a los medios de producción, es decir, el grado de respeto por la libertad individual y la propiedad privada.
 
   De cualquier manera, sin importar que el marco institucional, compuesto por las reglas del juego, sea el del mercantilismo proteccionista, el del socialismo redistribuidor, el del comunismo dirigista, o el de la economía de mercado, basada en la libertad individual y en aquello sin la cual resulta imposible: la propiedad privada.
 
   De cualquier manera, como si fuera lo mismo la mayor competencia posible en todos los sectores de la actividad económica, y en todos los mercados, que el monopolio; como si fuera lo mismo el librecambismo que el proteccionismo; como si fuera lo mismo la libertad, con sus dos erres inseparables: Riesgo y Responsabilidad, que el paternalismo gubernamental con sus falsas promesas; como si fuera lo mismo una moneda sana y fuerte que la inflación; como si fuera lo mismo el Estado de Derecho que el Estado de chueco (Gabriel Zaid dixit); como si fuera lo mismo la economía de mercado, en el sentido literal del término, que la economía de mercado en el sentido institucional del mismo; como si cualquier camino llevara a Roma.
 
   Hoy, como nunca antes en su historia, el ser humano cuenta con bienes y servicios que le han permitido elevar su bienestar hasta niveles inimaginables hace apenas algunas décadas, y si hoy hay millones de seres humanos que no tienen acceso a los mismos, ello se debe, no a la incapacidad para producir dichas mercancías, sino en la incapacidad de los consumidores para generar un ingreso que les permita comprarlas. El problema está por el lado de la demanda, no de la oferta, y la mejor imagen de ello es la de un pordiosero pidiendo limosna a la entrada de un Wal-Mart: las mercancías están allí, lo que le falta, al pordiosero, es poder de compra, es ingreso, es trabajo, y trabajo productivo.
 
   Decía Ortega y Gasset que una de las características del hombre masa es la de dar por hecho todo aquello de lo que disfruta, todo aquello que podemos calificar de civilizado, y que esa ignorancia en torno a todo lo que se necesitó para hacer posible tal grado de bienestar es el principal enemigo de dicho bienestar, a lo cual hay que agregar lo dicho por Morehouse: que es la prosperidad, el nivel de bienestar alcanzado, lo que hace posible que, desde la posteridad, se olvide su origen o, dicho de otra manera, se ignoren sus causas, ignorancia que hoy campea por todas partes, buena muestra de la cual es la recesión por la que atravesamos.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
 
    
 
    
 
   75
 
    
 
   El término «servicio público»... es absurdo. Todo bien es útil «para el público» y casi todo bien...puede ser considerado «necesario». Cualquier designación de unas pocas industrias como «servicios públicos» es completamente arbitraria e injustificada».
 
   Murray Rothbard
 
    
 
   Los gubernamentólatras de todo tipo, desde socialdemócratas hasta marxistas revolucionarios, desde fascistas hasta comunistas, nos quieren hacer creer que lo público es mejor que lo privado, sobre todo cuando de ofrecer bienes y servicios se trata, en el entendido que público es sinónimo de gubernamental, de tal manera que, por lo menos en la visión gubernamentólatra, lo ofrecido por el gobierno resulta mejor que lo ofrecido por las empresas privadas, afirmación que no resiste el más mínimo análisis empírico. La oferta privada de mercancías es mucho más productiva y competitiva que la gubernamental, de entrada porque esta última, si el gobierno no lo impide, y por ello mantiene abiertos todos los mercados a la participación de todo el que quiera participar, siempre será lo más competida posible, mientras que la oferta gubernamental de bienes y servicios es monopólica: toda la razón de ser de dicha oferta es que sea monopólica.
 
   Por servicio público hay que entender, desde la perspectiva gubernamentólatra, el servicio prestado por el gobierno, que al ser calificado de público obtiene, nuevamente desde la mentada perspectiva, una calidad superior, que los servicios privados supuestamente no tienen, afirmación que, nuevamente, no resiste el más mínimo análisis empírico.
 
   Por servicio público hay que entender, además de la prestación gubernamental del mismo, el que el mismo resulta gratis, sin costo y por lo tanto sin precio. Público en este sentido, al menos desde la perspectiva gubernamentólatra, es sinónimo de gratuidad, propia de los bienes libres (los que alcanzan para todos, en las cantidades que cada uno necesita, y gratuitos), pero no de los económicos (los que no alcanzan para todos, menos en las cantidades que cada uno quisiera, y mucho menos gratis). La identificación de público con gratuito, de nueva cuenta, no resiste el más mínimo análisis empírico. Alguien termina pagando por los servicios públicos.
 
   Por servicio público hay que entender, además de la prestación gubernamental del mismo, prestación que además es «gratuita», que el mismo alcanza para todos, en función, no de la capacidad de pago del demandante, o de la capacidad de producción del oferente, sino en términos de las necesidades de cada cual, abundancia de los servicios públicos que, va de nuevo, no resiste el más mínimo análisis empírico.
 
   Por último, por servicio público hay que entender, además de la prestación gubernamental, «gratuita» y «abundante» del mismo, la antítesis del servicio privado, a un determinado precio, y en una cierta cantidad, entendiéndose, nuevamente desde la perspectiva gubernamentólatra, que lo primero es, no sólo económicamente más eficiente, sino éticamente superior, lo cual, vuelvo a lo mismo, no supera el más mínimo análisis empírico.
 
   Obviamente que existe una diferencia, esencial, entre lo público y lo privado, pero esa diferencia es falsa cuando se trata de la oferta privada y la oferta pública de bienes y servicios, y lo es porque no hay nada más público que la oferta privada de mercancías. ¿Para quién ofrecen las empresas privadas? Para el público. La contradicción no se da, en materia de producción, entre lo privado y lo público, sino entre lo privado y lo gubernamental, siendo que en ambos casos lo producido se vuelve público, lo cual no quiere decir que, en el caso de la oferta gubernamental, lo producido resulte gratis y abundante, resultado imposible por una razón muy sencilla: la producción gubernamental está sujeta, al igual que la privada, a las reglas del juego que impone la escasez, comenzando por la escasez de los medios de producción.
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   La teoría de la producción agregada, que es el tema del libro, puede adaptarse mejor a las condiciones de un Estado totalitario que (…) a las condiciones de la libre competencia y de un buen grado de laissez faire.
 
   John Maynard Keynes
 
    
 
   El libro al que hace referencia Keynes es La teoría general del empleo, el interés y el dinero, y la frase está tomada de la introducción que él mismo redactó para la edición alemana (http://tmh.floonet.net/articles/foregt.html), y que en épocas de crisis económica, sobre todo cuando ésta se presenta en forma de recesión, adquiere singular importancia, ya que es entonces cuando el keynesianismo, considerado por muchos (economistas y periodistas, intelectuales y legisladores, políticos y empresarios) como la solución al problema, vuelve a tomar un papel protagónico. ¿Quién puede, ¡y por lo tanto debe!, contrarrestar las presiones recesivas? El gobierno. ¿Cómo? Aumentando sus gastos, ¡con una condición! Que nadie más (empresas, familias, individuos, etc.), reduzca los suyos. ¿Y cómo se consigue esto? Financiando el mayor gasto gubernamental, no con más impuestos (ya que entonces lo que el gobierno gasta de más es lo que los contribuyentes gastan de menos), no con más deuda (ya que entonces el aumento en el gasto del gobierno tiene como contrapartida la reducción en el gasto de sus acreedores), sino recurriendo a la emisión de dinero, a la inflación.
 
   Lo anterior quiere decir que la esencia del keynesianismo es el gasto deficitario del gobierno, financiado con emisión primaria de dinero, es decir, a través de la corrupción del medio de intercambio (que eso, y nada más que eso, es el dinero: medio de intercambio), y con las consecuencias que ello tiene, en primer lugar, sobre la propiedad (el poder de compra de los consumidores) y, en segundo término, sobre la libertad (el margen de acción de los consumidores). No hay que olvidar, para entender esto último, que la propiedad privada es la condición de posibilidad de la libertad individual, y que lo que limita la primera (por ejemplo: la pérdida del poder adquisitivo del dinero), limita la segunda (por ejemplo: la capacidad para comprar).
 
   La esencia del keynesianismo es la corrupción del dinero, corrupción que es un atentado contra la propiedad privada y la libertad individual, siendo ese atentado la característica esencial de los estados totalitarios, razón por la cual hay que agregar, a lo dicho por Keynes, que el keynesianismo no solamente se practica mejor en tales estados sino que su práctica conduce a la creación y consolidación de dichos estados, tal y como sucede cada vez que el gobierno pone en marcha planes para sacar a la economía de la recesión. ¿De qué se trata? De acrecentar la participación del gobierno en la actividad económica y, por lo tanto, de achicar la participación de los particulares, lo cual supone, ¡no hay de otra!, menos libertad individual y menos propiedad privada y, ¡por ello!, más Estado totalitario. 
 
   Keynes redactó la mentada introducción en 1936, hace ya setenta y seis años, y hoy se le debe enmendar la plana, quedando claro que el keynesianismo se puede aplicar, sin muchos remilgos, en estados democráticos, sobre todo en aquellos, que son la mayoría, en los cuales la ignorancia en materia de economía —¡y el keynesianismo es una gran falacia!—, es el común denominador entre la mayoría de políticos y empresarios, de intelectuales y legisladores, de periodistas y economistas. Sí, ¡¡¡de economistas!!!, todos los que forman el mainstream economics. Claro que, bien puede ser, que la democracia sea, pese a la impresión contraria, el mejor disfraz de los estados totalitarios, democracia que permite la violación de la libertad individual y la propiedad privada, no a partir de la voluntad de uno, el tirano, sino partiendo de la voluntad de los representantes de la mayoría, los electores, como si lo que importara fuera el cuántos lo hacen y no el qué se hace.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
 
    
 
    
 
   77
 
    
 
   La consecuencia última de proteger al hombre en contra de la estupidez es la de poblar al mundo de idiotas.
 
   Herbert Spencer
 
    
 
   Lo dicho por Spencer es cierto, sobre todo, en el campo de la economía. Por ejemplo: si un banquero sabe que, haga lo que haga, el gobierno lo rescatará, es decir, impedirá que, habiendo hecho algo malo, quiebre, se genera el incentivo, conocido como riesgo moral, para que el banquero no sea todo lo prudente que debe ser a la hora, por ejemplo, de conceder un crédito. ¿Y cuál será el resultado si, en vez de rescatar al acreedor, el gobierno rescata al deudor? Exactamente el mismo: que los deudores no serán todo lo prudentes que hubieran sido si no hubieran tenido al gobierno a su servicio. ¿A su servicio? ¿No exagero al usar el término? No, claro que no. ¿Cuántas veces el gobierno no se pone, gustosamente, al servicio de agentes económicos, que pueden ser acreedores o deudores, o cualesquiera otros? ¿En cuántos casos no se considera políticamente correcto que el gobierno proteja al ser humano de la estupidez, ¡de su estupidez!, y de sus consecuencias, sobre todo en el ámbito de la economía, como si el gobierno fuera un ángel de la guarda que, como tal, nos protege de todo mal, comenzando por aquel que, producto de nuestra estupidez, nos hacemos a nosotros mismos, sobre todo en el campo de la actividad económica?
 
   ¿De qué se trata? Del pan nuestro de cada día, sobre todo en tiempos de problemas económicos, sobre todo si el problema que se enfrenta es la recesión, con su amenaza de quiebra de empresas y desempleo de personas.
 
   ¿Cuál es el resultado? En primer lugar el resigo moral, es decir, la probabilidad, ¡alta!, de que el agente económico, aislado del riesgo, se comporte de manera distinta a como lo haría si tuviera que enfrentarlo, riesgo moral que surge al momento en el cual dicho agente económico no se responsabiliza, al menos no al cien por ciento, por las consecuencias de sus actos, razón por la cual existe la probabilidad, ¡alta!, de que actúe de manera menos cuidadosa, ya que, en caso de que las cosas salgan mal, alguien más cargará con parte de la responsabilidad, lo cual nos lleva a la segunda parte de la respuesta.
 
   ¿Cuál es la consecuencia? En segundo término, la redistribución del ingreso, es decir, el gobierno quitándole a unos para darle a otros o, dicho de otra manera (que aclara mejor el punto), el gobierno obligando a unos a entregar parte del producto de su trabajo a otros, lo cual no pasa de ser un robo, con todas las de la ley, si se quiere, pero no por ello menos robo. ¿De qué se trata? De la expoliación legal. Por ejemplo: si un banquero, sabiendo que el gobierno lo rescatará, otorga crédito de manera irresponsable, y lleva al banco al punto de la quiebra, y el gobierno lo rescata, se beneficia de la redistribución, ya que lo que el gobierno hace es quitarle dinero a los contribuyentes para dárselo al banquero, lo cual, de entrada, es antiético y, de salida, antieconómico.
 
   ¿En qué momento se pensó que el gobierno, además de ser gobierno, es decir, además de garantizar la seguridad contra la delincuencia (no contra la quiebra) y de impartir justicia (no de repartir dinero), debía ser ángel de la guarda, y preservar a los gobernados de todos los males (no solamente de la delincuencia), comenzando por los males que nos hagamos a nosotros mismos, producto de nuestra estupidez?
 
   Por último no olvidar, en el rubro de los resultados de tan nefastas prácticas gubernamentales, la irresponsabilidad de quien no tienen que responsabilizarse porque allí está el gobierno, capaz de responsabilizar a alguien más.
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   Imprimir pedazos de papel y repartirlos no es un atajo hacia la riqueza, que proviene del ahorro, la inversión, el trabajo duro y la habilidad empresarial.
 
   Thomas E. Woods Jr.
 
    
 
   Esta es una verdad que debería estar grabada, en piedra, a la entrada de todos los bancos centrales del mundo, que representan la principal amenaza en contra de la estabilidad económica, del progreso económico, y de la libertad individual y la propiedad privada, bancos centrales que monopolizan la producción de dinero que, para colmo de males, es dinero fiduciario, sin valor intrínseco, sin respaldo de ningún tipo y que, por si fuera poco, es impuesto a la circulación por ley, ¡por la fuerza!, como único dinero de curso legal.
 
   ¿Qué tenemos? Lo peor de tres mundos. El mundo del dinero fiduciario (sin valor intrínseco); el mundo del dinero fiduciario, ofrecido monopólicamente por una entidad estatal (el banco central); el mundo del dinero fiduciario, ofrecido de manera monopólica por una entidad estatal, impuesto por ley como único dinero de curso legal (por la fuerza).
 
   La historia del dinero es, en muy buena medida, la historia de los esfuerzos que los distintos poderes políticos realizaron, prácticamente desde siempre, para convertir el dinero mercancía (oro o plata) en dinero fiduciario; para monopolizar su producción; para imponerlo, ¡por la fuerza!, como único dinero de curso legal. Los sistemas monetarios de hoy son el resultado, ¡exitoso, por desgracia!, de dichos esfuerzos, sistemas monetarios que son la causa, tal y como lo demostraron Mises y Hayek, de los ciclos económicos de auge y depresión, que tanto daño han hecho y seguirán haciendo.
 
   El progreso económico no es el resultado de la multiplicación del medio de intercambio, es decir, del dinero, sino del ahorro y la inversión, potenciados por la habilidad empresarial y el trabajo duro, de tal manera que la multiplicación del dinero por parte de los bancos centrales da como resultado más medio de intercambio pero no una mayor cantidad de bienes y servicios a intercambiar, siendo que la riqueza consiste en esto último —bienes y servicios—, y no en aquello —el dinero—.
 
   He escrito que lo dicho por Woods debería grabarse, en piedra, a la entrada de todos los bancos centrales del mundo, todo ello en el peor de los casos, con el cual, por ser tal, no debemos conformarnos, debiendo exigir el mejor de ellos, que en materia de dinero consiste en la eliminación de los bancos centrales y de lo que han hecho posible: el dinero fiduciario, sin valor intrínseco; ofrecido de manera monopólica por una entidad estatal, el banco central; impuesto por ley, ¡por la fuerza!, como único dinero de curso legal. Lo dicho por Woods debe usarse para acabar, de una buena vez por todas, con uno de los más grandes abusos que los gobiernos pueden cometer en contra de los gobernados: la facultad para emitir dinero fiduciario, impuesto por ley como único dinero de curso legal, de manera discrecional, todo lo cual conduce a la pérdida en el poder adquisitivo del dinero y, por ello, al robo de parte del producto del trabajo de las personas.
 
   El dinero no es riqueza. Es, solamente, el medio para el intercambio de la misma y, como tal, una herramienta eficaz que permite potenciar la actividad económica, en general, y la producción de riqueza en particular. ¿Pero qué sucede cuando esa herramienta, por obra y gracia del poder discrecional de los bancos centrales para multiplicarla ad nauseam, se reproduce al punto de producir náuseas? Que pierde su eficacia y se vuelve causa del ciclo económico.
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   La principal causa de los excesos y defectos de las instituciones económicas, de las políticas económicas, y de los malos resultados que todo ello promueve, es ignorar el problema económico fundamental: la escasez.
 
   Othmar K. Amagi
 
    
 
      Escasez: no todo alcanza para todos, menos en las cantidades que cada uno quiere, y mucho menos al precio que cada uno está dispuesto a pagar, que en última instancia es cero. Escasez no solamente de los bienes y servicios de consumo final, sino también, y causa de aquella, de los factores de la producción.
 
   Instituciones económicas, es decir, reglas del juego, aplicables a los agentes económicos y a sus acciones. Agentes económicos: trabajadores, ahorradores, inversionistas, empresarios, capitalistas, comerciantes, consumidores. Acciones: invertir, emprender, producir, distribuir; trabajar, ahorrar, consumir. Reglas del juego cuyo único fin debe ser el garantizar los derechos de los agentes económicos a la libertad individual (para trabajar, ahorrar, consumir; para invertir, emprender, producir, distribuir), y a la propiedad privada (sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción). 
 
   Políticas económicas (fiscal, monetaria, industrial, comercial, etc.), cuyo fin es, siempre, modificar los resultados a los que, intercambiando en los mercados, llegaron los agentes económicos, políticas económicas que parten del supuesto de que ese resultado es, o ineficaz desde el punto de vista económico, o injusto desde el punto de vista ético, políticas económicas cuya consecuencia es, primero, la violación de la libertad individual y la propiedad privada, algo éticamente reprobable y, segundo, una asignación ineficiente de recursos, algo económicamente inaceptable.
 
   Para que el ser humano sobrelleve de la mejor manera posible el problema de la escasez, las políticas económicas deben desaparecer, y las instituciones económicas deben limitarse a garantizar la libertad individual y la propiedad privada, es decir, el respeto al Estado de Derecho, entendido como el gobierno de las leyes justas, en el ámbito de la actividad económica. Desafortunadamente la tendencia es la contraria, y las reglas del juego se dictan como si no hubiera problema alguno de escasez, al tiempo que las políticas económicas se practican exacerbando el problema de la escasez, tal y como lo afirma Amagi. 
 
   Pongo un ejemplo, tomado de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuyo artículo 28 se señala que «las leyes (reglas del juego) fijarán bases para que se señalen precios máximos (política económica) a los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular», todo lo cual supone desconocer, en primer lugar, que el problema económico de fondo es el de la escasez y, en segundo término, que una de las condiciones para resolverlo es que los precios se muevan libremente, según la relación entre la oferta y la demanda, sin la intervención del gobierno imponiendo precios por arriba (precio mínimo) o por debajo (precio máximo) de los precios de mercado.
 
   El anterior es un buen ejemplo de lo dicho por Amagi: ignorar, o querer ignorar, el problema de la escasez, escasez que es el problema económico fundamental, es la causa de instituciones y políticas económicas cuyos resultados dejen mucho que desear, en primer lugar porque, tal y como sería el caso de la imposición de precios máximos, exacerban la escasez. Y, sin embargo, tanto desde el Poder Legislativo, encargado de las reglas del juego, como desde el Ejecutivo, responsable de las políticas económicas, la escasez, como el hecho económico fundamental, se ignora una y otra vez.
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   En la absurda lucha contra el narco, el narcotraficante, como tal, no pasa de ser un comerciante, pero el gobernante se convierte en delincuente. Sí, en delincuente.
 
   Félix de Jesús Quevedo
 
    
 
   El consumo de drogas es una actividad dañina para la salud, que limita las posibilidades vitales de la persona. Es una actividad que crea adicción, limitando la libertad del ser humano. Es una actividad que, dependiendo de la droga, y de la frecuencia del consumo, puede conducir a la muerte. El deterioro en la salud, el surgimiento del vicio, y la probabilidad de muerte, son razones más que suficientes para, desde el punto de vista ético, reprobar el consumo de drogas, pero nada de ello es razón suficiente para que el Estado y sus leyes lo prohíban, y ello por una razón muy sencilla: consumir drogas no es una actividad delictiva por su propia naturaleza.
 
   Las actividades delictivas, por su propia naturaleza, son aquellas que, contra la voluntad de la víctima, atentan contra la vida, la integridad física, la libertad y la propiedad del ser humano. No es el caso del consumo de drogas ni, tampoco, del comercio de estupefacientes, actividades éticamente cuestionables, pero no delictivas por su propia naturaleza. No confundamos lo dañino y el vicio con el delito. El drogadicto es un vicioso que, como tal, no es un delincuente. El narcotraficante es un comerciante que, como tal, tampoco es un delincuente. Ofrecer drogas, y comprarlas, no son actividades delictivas por su propia naturaleza, y si son consideradas como tales es porque los legisladores, de manera arbitraria, ¡y con consecuencias desastrosas!, así las han definido. Pero una cosa es que una actividad sea delictiva por su propia naturaleza (por ejemplo: asesinar), y otra que lo sea porque así la ha definido el legislador (por ejemplo: fumar marihuana).
 
   ¿Qué sucede cuando el legislador, de manera arbitraria, define como delito, tanto el consumo como el comercio de drogas, prohibiéndolos y castigándolos? Que termina convirtiendo al gobernante, como claramente lo ha visto Quevedo, en delincuente, es decir, en violador de los derechos de sus gobernados.
 
   Una actividad delictiva por su propia naturaleza es aquella que, en contra de la voluntad de la víctima, viola alguno de sus derechos naturales, entre los que se encuentra la libertad, precisamente lo que sucede cuando el gobernante, amparado en alguna ley, le prohíbe a sus gobernados, con la amenaza de castigarlos, que consuman drogas, consumo que no es una actividad delictiva por su propia naturaleza, razón por la cual no debería estar, ni prohibida, ni sancionada, debiéndose de aplicar el mismo argumento al comercio de drogas.
 
   Si alguien priva, totalmente, de su libertad a alguien más, ¿está cometiendo un delito? Sí. Si alguien priva, parcialmente, de su libertad a un tercero, ¿comete un delito? Sí. Si alguien priva, parcialmente, de su libertad a un tercero, siendo este tercero una persona adulta, con el fin de evitar que la misma se haga daño a sí misma, ¿delinque? Sí. En cada uno de los casos quien priva a alguien más de su libertad, independientemente de que la privación sea total o parcial, y al margen de cuál sea la intención que lo anime, está cometiendo un delito. En cada uno de los casos se trata de una acción delictiva por su propia naturaleza.
 
   Si el gobierno, al prohibir el tráfico y consumo de drogas, limita parcialmente la libertad de los gobernados, y si lo hace con la mejor de las intenciones, evitar todos los males que la drogadicción trae consigo (el daño a la salud, la creación de adicción, la posibilidad de muerte), ¿está cometiendo un delito? Sí. El gobernado, al vender, comprar y consumir drogas, ¿delinque? No: consumir drogas, con todo lo que ello implica, desde producirlas hasta distribuirlas, no es una actividad delictiva por su propia naturaleza, razón por la cual no debe prohibirse ni castigarse, prohibición que, más allá de la violación de derechos, tiene consecuencias negativas, como es la proliferación del consumo.
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   A pesar de la política anticapitalista de todos los gobiernos y de caso todos los partidos políticos, el modo de producción del sistema capitalista sigue cumpliendo la función social de abastecer a los consumidores con bienes y servicios mejores, más baratas y en mayor cantidad.
 
   Ludwig von Mises
 
    
 
   Lo primero que llama la atención, en cualquier centro comercial, es la cantidad y variedad de bienes y servicios a disposición de los consumidores. Si compararnos, en materia de oferta de mercancías, la situación que enfrenta hoy el ser humano, con aquella que enfrentaron Adán y Eva al momento de ser expulsados del Paraíso, lo de hoy parece ser un milagro, es decir, un hecho que no se explica por las leyes naturales y que, por lo tanto, se atribuye a intervención de Dios a favor del ser humano. Lo milagroso del asunto es que el nivel de bienestar alcanzado no es obra de algún milagro, sino del ingenio y el trabajo humano, por un lado, y de un determinado marco institucional (reglas del juego) por el otro, que es el que corresponde al capitalismo, es decir, al sistema económico basado en la libertad individual para trabajar, emprender, producir, ahorrar, invertir, distribuir, intercambiar y consumir, y en la propiedad privada sobre los ingresos, el patrimonio y los medios de producción y, por lo tanto, en la mayor competencia posible en todos los sectores de la actividad económica y en todos los mercados de una nación, que a eso, a la mayor competencia posible, es a lo que conduce la libertad individual y la propiedad privada, sin olvidar que ambas son dos caras de la misma moneda, ya que la condición de posibilidad de la libertad individual es la propiedad privada.
 
   La cantidad de bienes y servicios, y la calidad de las mercancías, de las que hoy puede disponer un consumidor con suficiente poder de compra, es tal que parece ser obra de un milagro. No lo es, siendo todo ello resultado del sistema de producción capitalista, que muestra sus potencias ante todo tipo de intervenciones gubernamentales (desde controles de precios hasta expropiaciones de medios de producción; desde concesiones monopólicas a favor de algunos empresarios hasta impuestos confiscatorios contra los consumidores), que limitan la oferta de bienes y servicios, pero que no la eliminan, pareciendo todo ello, nuevamente, obra de algún milagro, es decir, algo extraordinario, algo maravilloso: que, pese a todo lo que los gobiernos hacen en su contra, el capitalismo funcione relativamente bien.
 
   Desde el punto de vista de los consumidores, el que el capitalismo, pese a los lastres y obstáculos que le impone el gobierno, siga produciendo, como lo señala Mises, mejores bienes y servicios, más baratos y en mayor cantidad, es algo maravilloso, que lo podría ser más si el gobierno se limitara a garantizar la seguridad contra la delincuencia, a impartir justicia, y a ofrecer los bienes y servicios públicos, ¡que realmente sean públicos!, y cesara su intromisión en los asuntos económicos de los particulares; y superara cualquier tentación de planear, conducir, coordinar y orientar la actividad económica de los particulares; y abandonara el esfuerzo por ser el rector del desarrollo nacional. Si lo hiciera, y por lo tanto dejara que las fuerzas productoras del capitalismo operaran al cien por ciento, el nivel general de bienestar material aumentaría, ya que la oferta de mercancías mejoraría, tanto en cantidad, como en calidad, algo que, ¡obviamente!, los gobiernos no están dispuestos a hacer, y botón de muestra lo son las innumerables intromisiones de los gobernantes en los asuntos económicos de los particulares, desde la imposición de pedir permiso para abrir un negocio, hasta la prohibición para dedicarse a determinadas actividades económicas, todo lo cual, desde la prohibición hasta el permiso, limita la productividad y la competitividad de los agentes económicos y, por ello, las posibilidades de una mayor nivel de bienestar para todos.
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   Los órdenes naturales, tales como el mercado, no pueden ser captados por nuestros sentidos, sino que sólo cabe descubrir su existencia por vía del intelecto.
 
   Friedrich A. von Hayek
 
    
 
   En el ámbito de los fenómenos sociales (por ejemplo: los procesos de producción de las mercancía o los intercambios de bienes y servicios), por orden natural hay que entender, tal y como lo señaló, en el siglo xviii, Adam Ferguson, el que es producto de la acción humana, pero no del diseño humano (tal y como es el caso, por ejemplo, de los intercambios de mercancías o de los procesos de producción de los bienes y servicios).
 
   El mercado, entendido como la relación de intercambio entre oferentes y demandantes, es la mejor muestra del orden natural: esa relación de intercambio se da sin que algún poder, (por ejemplo: el político), le ordene al productor y al consumidor establecer una relación de intercambio. Ambos, vendedores y compradores, la establecen a partir de su decisión de hacerlo, y lo hacen porque cada uno de ellos espera ganar con el intercambio: valoran más lo que reciben que lo que dan, razón por la cual nadie debe obligarlos a intercambiar.
 
   ¿Y qué es lo que hace posible los procesos de producción en los que intervienen los conocimientos y los trabajos de cientos, miles, cientos de miles, millones de personas, cada una aportando un conocimiento o un trabajo sin el cual la mercancía resultaría imposible? Pongo el ejemplo clásico, de Leonard Read, del proceso de producción del lápiz. ¿Existe alguien, en el mundo, que sepa cómo producir un lápiz de la A a la Z, producción que involucra, desde el trabajo del dueño del vivero en donde se sembró la semilla que, al paso del tiempo, se convirtió en el árbol que aportó parte de la madera para la elaboración del lápiz, hasta la labor de la dueña de la papelería en donde el lápiz se vende al consumidor? No, no hay alguien que sepa cómo producir un lápiz de la A a la Z y, sin embargo, los lápices se producen, lo cual quiere decir que todos los que tienen algo que aportar, trabajo y/o conocimiento, terminan aportándolo. 
 
   ¿Cómo se arma el proceso de producción del lápiz? ¿De la misma manera que se arma un rompecabezas, es decir, con alguien poniendo cada pieza en su lugar, desde el trabajo del dueño del vivero hasta la labor de la dueña de la papelería? No, claro que no. Entonces, ¿cómo se arma? Por medio de una infinidad de intercambios, el primero de los cuales puede ser la venta, que realiza el dueño del vivero, de la plantita recién nacida al dueño del bosque, lugar en donde la misma será trasplantada para darle oportunidad de crecer y desarrollarse, siendo el último de los mismos la compra, que lleva a cabo el consumidor final, del lápiz a la dueña de la papelería. Entre estos dos intercambios, a lo largo del proceso de producción, se realizan miles de intercambios, producto de la acción humana, pero no del diseño humano, intercambios que dan como resultado el lápiz, y así con cada uno de los bienes y servicios que se les ofrecen a los consumidores, todo ello producto del orden espontáneo, mismo que no se puede captar por medio de los sentidos, sino solamente entender a través de la inteligencia, en general, y, en concreto, por medio del método axiomático-deductivo, que parte de ciertas verdades evidentes al intelecto, a partir de las cuales se deducen todas las consecuencias que, lógicamente, pueden deducirse de las mismas, orden espontáneo que no se puede estudiar, ni de manera empírica, ni de forma matemática, por más que la mayoría de las escuelas de economía, sobre todo las que forman el mainstream economics, sean matemáticas y empíricas. Por eso la enseñanza de la economía está como está, ¡y por ello la economía está como está!
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   No podéis otorgar la fuerza al débil debilitando al fuerte; no podéis ayudar al pobre arruinando al rico.
 
   Abraham Lincoln
 
    
 
   ¿Por qué intentaría alguien arruinar al rico? Posible respuesta: para ayudar al pobre. De acuerdo, ¿pero por qué la ayuda al pobre supone la ruina del rico? Por la redistribución del rico hacia el pobre, redistribución que se lleva a cabo cuando el poder político obliga al rico a entregar parte del producto de su trabajo al pobre, siempre con la intermediación del redistribuidor.
 
   Evidentemente que la ruina del rico, a partir de la redistribución a favor del pobre, solamente tendrá lugar si la misma se lleva más allá de cierto límite, que está entre el uno y el cien por ciento. Si el redistribuidor obliga al rico a entregar el uno por ciento del producto de su trabajo a favor del pobre, difícilmente podemos hablar de la ruina del rico, ruina que será total si, por el contrario, se le obliga a entregar el cien por ciento. Es por eso que afirmo que la ruina del rico, consecuencia de la redistribución desde, tendrá lugar en algún porcentaje entre el uno y el cien por ciento, quedando claro que el redistribuidor no caerá en ninguno de los dos extremos, el primero por defecto (muy poco: no alcanza apara ayudar al pobre) y el segundo por exceso (demasiado: el rico no vuelve a generar ingreso, por lo que no habrá más ayuda para el pobre). 
 
   Llegados a este punto la pregunta es, ¿a partir de qué porcentaje se inicia la ruina del rico y, por ello, la mengua en la ayuda al pobre? No existe una respuesta objetiva, y quienes han tratado el tema, tal y como fue el caso del redistribuidor Abba P. Lerner, llegan a la conclusión de que lo que el poder político debe hacer el redistribuir el ingreso de manera igualitaria: cuánto ingreso generaron, en un determinado periodo de tiempo, los distintos agentes económicos; cuántas personas habitan, en ese determinado período de tiempo, el área de influencia del poder político; dividir aquel ingreso entre este número y realizar la redistribución correspondiente, todo lo cual, ¡obviamente!, resulta terriblemente arbitrario, por más que el marginalismo aporte la conclusión de que la utilidad que pierde el rico, cuando se le quita, es menor que la utilidad que recibe el pobre, cuado se le da, razón por la cual la utilidad total aumenta, lo cual, hasta cierto límite es cierto, pero no por ello la redistribución deja de ser una arbitrariedad.
 
   Desde el punto de vista de la justicia la redistribución, es decir: la obligación impuesta por el poder político para que unos entreguen parte del producto de su trabajo a favor de otros, siempre es arbitraria, independientemente de que la misma sea del uno o del cien por ciento. No es una cuestión de porcentajes, tampoco de utilidades marginales y totales, sino de principio. El uno por ciento de redistribución del rico a favor del pobre no arruina al primero, pero sí viola su derecho a la propiedad privada y, dado que la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, también viola su derecho a la libertad individual.
 
   El tema de la redistribución no debe analizarse desde el punto de vista de sus efectos, preguntándose, por ejemplo, ¿a partir de qué punto la misma arruina al rico? Debe analizarse desde la perspectiva de los principios y preguntarse ¿qué justifica que el poder político obligue e unos a entregar parte del producto de su trabajo a otros? O, para plantearlo más puntualmente, ¿cuál es la diferencia, más allá de la obvia, entre el ladrón que roba a punta de pistola, con el fin de redistribuir a su favor, y el gobierno que obliga al contribuyente a entregar parte de su ingreso para redistribuirlo en beneficio de alguien más?, preguntas por demás pertinentes en estos tiempos en los cuales gobernar es sinónimo de redistribuir.
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   Socialismo religioso, socialismo cristiano, son términos contradictorios; nadie puede al mismo tiempo ser buen católico y socialista verdadero.
 
   Pío IX
 
    
 
   Por qué Pío XI considera que el socialismo cristiano es una contradicción es una pregunta cuya respuesta debe buscarse, o en los documentos de su pontificado, en particular, o en la doctrina social de la Iglesia Católica, en general, búsqueda que no pretendo hacer, por lo que no me queda más remedio que interpretar lo escrito por el Papa.
 
   Lo que Pío IX dice es que no se puede ser socialista y cristiano al mismo tiempo, ya que ambos términos son irreductibles el uno al otro (socialismo cristiano) o el otro al uno (cristianismo socialista), todo lo cual tiene que ver (recuérdese que es mi interpretación de lo dicho por Pio IX) con la propiedad, en primera instancia, y con la libertad, en segunda.
 
   Para entenderlo hay que tener presente, un primer lugar, que la propiedad privada es la condición de posibilidad de la libertad individual, y que todo lo que limite o elimine a la primera limita o elimina a la segunda. La libertad supone el uso de la propiedad. 
 
   En segundo término hay que tener presente que la esencia del socialismo, es decir, el común denominador de los socialistas, es la redistribución del producto del trabajo de las personas, redistribución que, en el marco del socialismo, las personas no realizan voluntariamente (en tal caso no habría ningún problema), sino que es impuesta por quienes detentan el poder político, siempre en aras de la igualdad de ingresos, la justicia social, el bien común, o cualquier otra entelequia por el estilo. 
 
   Por último, no debemos dejar pasar por alto que, ¡independientemente de las intenciones que la animen!, la redistribución del producto del trabajo, impuesta por quienes detentan el poder político, no deja de ser un robo, con todas las de la ley, pero robo al final de cuentas, que no se justifica, ni por la naturaleza del redistribuidor —el gobierno—, ni por la necesidad que se pretende satisfacer —la de la gente pobre—.
 
   Ese robo, producto de la redistribución impuesta por el poder político, es la esencia del socialismo, cualquiera que sea el adjetivo con el cual lo califiquemos, que puede ir desde democrático hasta revolucionario, incluido el de cristiano, adjetivos que no eliminan la naturaleza expoliatoria del socialismo, expoliación con la cual ningún cristiano puede estar de acuerdo, por más que muchos (¿la gran mayoría?) lo estén.
 
   Puede ser que muchos cristianos rechacen el socialismo, pero acepten el llamado gasto social del gobierno, creyendo que lo segundo nada tiene que ver con lo primero, siendo que el gasto social es la expresión más acabada del socialismo, socialismo que encontramos, no solamente en los gobiernos de izquierda, sino también en los de derecha, por una razón muy sencilla: gobernar hoy es sinónimo de redistribuir.
 
   Hoy todos los gobiernos, de izquierda o derecha, redistribuyen, redistribución que es aceptada por la mayoría de los cristianos, redistribución que es socialismo en la práctica, socialismo que es violación del derecho de propiedad privada, propiedad privada que es la condición de posibilidad de la libertad individual, libertad que se ve limitada o eliminada en la misma proporción en la que se limita o elimina la propiedad, razonamiento que muy pocos hacen, y cuya conclusión es obvia: el socialismo atenta contra la libertad, razón por la cual, según mi interpretación, Pío IX afirma que nadie puede al mismo tiempo ser buen católico y socialista verdadero. 
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   Hay una gran diferencia entre tratar a los hombres con igualdad e intentar hacerlos iguales. Mientras lo primero es la condición de una sociedad libre, lo segundo implica, como lo dijo Tocqueville, una nueva forma de servidumbre.
 
   Friedrich A. von Hayek
 
    
 
   Tratar a los seres humanos con igualdad, ¿qué quiere decir? ¿Pagarles a todos, por el mismo tipo de trabajo, al margen de la productividad del trabajo de cada cual, el mismo salario? ¿Darles a todos, independientemente del trabajo realizado, y por ello del ingreso generado, la misma cantidad y calidad de bienes y servicios para la satisfacción de las necesidades? ¿Esto, y muchos otros ejemplos por el estilo, es lo que supone tratar a los seres humanos con igualdad o, por el contrario, esto es lo que supone intentar hacerlos iguales?
 
   Aceptando que resulta imposible hacer a los seres humanos iguales, los dos ejemplos citados, el uno relacionado con el trabajo, y el otro con la satisfacción de las necesidades, son muestras de lo que se entiende por hacer iguales a los seres humanos: darles a todos por igual, lo cual, dado que no todos generan el mismo ingreso, resulta injusto. Hay que darle a cada quien lo suyo, según la clásica definición de justicia de jurista latino Ulpiano. 
 
   Darles a todos por igual es distinto a hacer iguales a todos, hechura que resulta imposible, y en cuyo intento el poder político, único con la fuerza necesaria para intentarlo, viola la libertad y la propiedad de aquellos a quienes les quita con la intención de darle a los otros, es decir, con el fin de darles a todos por igual, sí, pero quitándole a unos para darle a otros, es decir, redistribuyendo, redistribución que, más allá de la esclavitud de la Antigüedad, o del servilismo de la Edad Medida, por poner dos ejemplos, se ha convertido en la servidumbre contemporánea.
 
   Dicho todo lo anterior, ¿cómo debe practicarse el trato igual del que habla Hayek? Debe practicarse ante la ley, que debe ser la misma para todos. El ideal debe ser la isonomía, y hablo del ideal que debe hacerse realidad porque la realidad dista mucho de ser isonómica. 
 
   Lo que debe ser. 1) El ser humano debe ser gobernado por leyes, no por hombres. 2) Todos los seres humanos deben ser iguales ante la ley. 3) Las leyes deben ser justas, siendo tales aquellas que reconocen plenamente, definen puntualmente, y garantizan jurídicamente, la vida, libertad y propiedad de los seres humanos.
 
   Lo que es. 1) La gran mayoría de las leyes no son justas, ya que su aplicación supone la violación de los tres derechos —vida, libertad y propiedad—, que deben reconocer, definir y garantizar. 2) No todos los seres humanos son iguales ante la ley, y no por culpa de la ley, sino de los encargados de hacerla valer. 3) En muchos casos los seres humanos no están gobernados por leyes, mucho menos justas, sino por hombres que, para colmo de males, redactan leyes para hacer legal aquello que, por su propia naturaleza, es injusto, como puede ser la defensa de algún interés, sobre todo pecuniario, siendo que las leyes deben hacer valer derechos, no hacer valer intereses, mismos que pueden ser los de los más ricos, pero también los de los más pobres, pudiendo darle una redistribución de los primeros hacia los segundos (socialismo) pero también de los segundos hacia los primeros (mercantilismo). 
 
   En una sociedad de hombres libres se cumple lo que debe ser, habiéndose superado, por la eliminación de sus excesos y defectos, lo que es, sociedad de hombres libres que dista mucho de ser realidad.
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   La destrucción acelerada de nuestro sistema económico, que estamos experimentando hoy, es el producto de la destrucción previa del pensamiento económico.
 
   George Reisman
 
    
 
   La destrucción del pensamiento económico, a la que se refiere Reisman, se le debe a lo que, en términos generales, podemos llamar mainstream economics, cuya evolución e integración, en términos generales, ha sido la siguiente: Adam Smith (1723-1790), Una Investigación Acerca de la Naturaleza y Causas de la Riqueza de las Naciones (1776); Thomas Robert Malthus (1766-1834), Principios de Economía Política (1820); David Ricardo (1772-1823), Principios de Economía Política y Tributación (1817); John Stuart Mill (1806-1873), Principios de Economía Política (1848); William Stanley Jevons (1835-1882), La Teoría de la Economía Política (1879); Alfred Marshall (1842-1924), Principios de Economía (1890); Arthur Cecil Pigou (1877-1959), La Economía del Bienestar (1920); John Maynard Keynes (1883-1946), Teoría General del Empleo el Interés y el Dinero (1936); Milton Friedman (1912-2006), Estudios sobre la Teoría Cuantitativa del Dinero (1956); Paul A. Samuelson (1915), Fundamentos del Análisis Económico (1947), hoy convertido, en coautoría con William H. Nordhaus, en Economía, ya en su decimoctava edición, texto en el cual encontramos la versión más acabada del mainstream economics.
 
   ¿Cuál es el común denominador del mainstream economics? La creencia de que, de una u otra manera, tarde o temprano, el gobierno debe intervenir en la actividad económica de los particulares, ya sea por motivos de eficiencia económica, ya por causa de la justicia social, creencia que encontramos desde Smith (el gobierno debe imponer un tope a la tasa de interés) hasta Friedman (el banco central debe manipular la cantidad de dinero), Smith y Friedman que, por lo general, son considerados pilares del liberalismo económico, pero cuyo liberalismo, al menos en los puntos mencionados, deja que desear.
 
   ¿Qué hubiera pasado si el mainstream economics, en vez de haber seguido el camino antes descrito, hubiera seguido este otro? Ricardo Cantillon (1608-1734), Ensayo sobre la Naturaleza del Comercio en General (1755, póstumo); Anne Robert Jacques Turgot (1727-1781), Reflexiones en Torno a la Formación y Distribución de la Riqueza (1769-1770); Jean Baptiste Say (1767-1823), Tratado de Economía Política (1803); Frédéric Bastiat (1801-1850), Armonías Económicas (1850); Carl Menger (1840-1921), Principios de Economía (1871); Eugen von Böhm-Bawerk (1851-1914), Capital e Interés (1884-1921); Friedrich von Wieser (1851-1926), Valor Natural (1889); Ludwig von Mises (1881-1973), La Acción Humana: un Tratado de Economía (1949); Henry Hazlitt (1894-1993), El Fracaso de la Nueva Economía (1959); Friedrich August von Hayek (1899-1992), Teoría Monetaria y el Ciclo Comercial (1929); Murray N. Rothbard (1926-1995), Hombre, Economía y Estado (1962).
 
   ¿Qué hubiera pasado si el mainstream economics, en vez de haber seguido el camino desde Smith hasta Friedman, hubiera seguido el que lleva desde Cantillon hasta Rothbard, es decir, el de la Escuela Austriaca de Economía? Se hubiera evitado la destrucción del pensamiento económico y, por ello, la destrucción de la actividad económica.
 
   ¿Cuál es el común de nominador de la Escuela Austriaca? El convencimiento de que cualquier intervención gubernamental en la actividad económica de las personas ocasiona más problemas de los que soluciona, problemas que reclaman, ¡equivocadamente!, más intervención del gobierno, la cual a su vez genera más problemas, mismos que reclaman nuevas intervenciones gubernamentales, todo ello en detrimento, en primer lugar, de la libertad individual y la propiedad privada y, en segundo término, de la eficiencia económica.
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   Sois libres, pero no lo sois completamente porque tenéis un dueño que es vuestro nomos, vuestra ley.
 
   Herodoto
 
    
 
   La libertad total y definitiva, entendida como la capacidad para, literalmente, hacer lo que a uno le de la gana, solamente es deseable en el aislamiento, mismo que, al final de cuentas, no es conveniente para el ser humano. Necesitamos de los demás, por motivos que van desde los afectivos hasta los materiales, y esa necesidad que tenemos de convivir, es decir, de vivir con, supone el respeto a los derechos de los demás, lo cual supone que, en compañía de alguien más, no debemos hacer, en el sentido literal del término, lo que nos de la gana, ya que debemos hacer lo que debemos hacer, deber hacer que, por lo menos formalmente, se sintetiza en la siguiente máxima, Respeta el derecho de los demás, respeto que supone el nomos, es decir, la ley, nuestra ley, que no es otra más que la máxima citada: Respeta el derecho —vida, libertad y propiedad—, de los demás.
 
   No es la ley, sino el derecho de los demás, y en concreto el respeto al derecho de los otros, lo que impone un límite a nuestras acciones, límite que, con relación a la libertad, es el único que se justifica, al grado de demandar, para su respeto, de un poder capaz de castigar a quien vaya más allá del mismo, poder que no es otro más que el poder político.
 
   No es la ley, sino el respeto al derecho de los otros, lo que impone un límite a nuestras acciones, siendo la ley el medio para tal imposición, siempre imperfecta (nunca faltará quien viole el derecho de alguien más), respeto sin el cual mis derechos, entre ellos la libertad, se ven más amenazados de lo que ya lo están (ya que, por más justas que sean las leyes, y por más honestos y eficaces que sean los encargados de hacerlas valer, no faltará quien atente contra la vida, la libertad y la propiedad de los demás).
 
   La ley, dice Herodoto, se adueña de nosotros, razón por la cual, al final de cuentas, no somos completamente libres. ¿Pero qué sucede cuando, aceptando que la convivencia civilizada supone límites a las acciones de cada uno, es uno el que, libremente, por motivos que pueden ir desde la convicción hasta la conveniencia, sin olvidar el miedo, acepta esos límites y actúa en consecuencia, mucho antes de que todo ello sea el resultado de un proceso legislativo de redacción y promulgación de leyes positivas? Que entonces ese nomos, tal y como lo dice Herodoto, es nuestro, efecto de haber decidido respetarlo y actuar en consecuencia, decisiones que implican la libertad, es decir, no solamente el querer, sino el querer deliberado, «lo que —en palabras de Aristóteles—, hace uno estando en su poder hacerlo y sabiendo, y no ignorando, a quién, con qué y para qué lo hace».
 
   ¿Qué sucede cuando uno es el que se adueña del nomos, y no el nomos el que se adueña de uno? Que en el primer caso uno es agente, mientras que en el segundo no pasa uno de ser paciente. ¿Y qué se requiere para que uno se adueñe del nomos? Que el nomos sea justo, siendo tal aquel que reconoce, define y garantiza los derechos de las personas y, por lo tanto, mis derechos.
 
   El problema es que la mayoría de las leyes no son justas, razón por la cual no es posible (de hecho no es correcto), querer lo que se debe, algo que es posible, aunque no seguro, siempre que la ley, el nomos, que es ante todo la ley de la ciudad, sea justa, misma que no hay que imponer por la fuerza, ya que será acepada por todo aquel capaz de ejercer la recta razón.
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   La mejor intervención del poder público es la que más pronto se torna innecesaria.
 
   Ángel Rodríguez Nuño
 
    
 
   Aceptando que el gobierno debe hacer algo más que garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, y reconociendo que todos los gobiernos hacen más, mucho más, que garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, la pregunta entonces es cómo debe hacer lo que debe hacer. La respuesta que da Rodríguez Nuño, partiendo del principio de subsidiariedad, es: de tal manera que lo que debe hacer (por ejemplo: ayudar a los más pobres en materia de alimentación, atención médica y educación), lo pueda dejar de hacer lo más pronto posible (por ejemplo: cuando la persona sea capaz, por sí misma, sin la ayuda gubernamental, de alimentarse, aliviarse y educarse). 
 
   Lo anterior quiere decir que, aceptando que el gobierno debe hacer algo a favor de quienes no generan un ingreso suficiente para, por lo menos, satisfacer sus necesidades básicas, que son aquellas que, de quedar insatisfechas, atenten contra la salud y la vida del ser humano, lo que debe hacer es no solamente darle un pescado sino enseñarle a pescar, que es, dicho sea de paso, lo que va con la dignidad del ser humano, considerado como un ser capaz de, por medio de un trabajo productivo, valerse por sí mismo, todo lo cual se sintetiza en el principio de subsidiariedad, que señala que quien puede más debe ayudar a quien puede menos, pero solamente a partir del momento en el cual éste último ya no pueda ayudarse a sí mismo, y únicamente hasta el momento en el cual pueda comenzar a valerse por sí mismo, ayuda que, de entrada, no necesariamente debe provenir del gobierno, sino del ser humano, quien tiene una obligación moral de solidaridad subsidiaria para con su prójimo, obligación moral que los gobiernos han asumido, lo cual ha dado lugar al Estado benefactor que es, antes que benefactor, perjudicial, ya que beneficia a quienes les da, pero perjudica a quienes les quita, sin olvidar que todo lo que el gobierno le da a algún gobernado antes, o después, se lo quita a otro, como que dos más dos son cuatro.
 
   Ahora bien, aceptando que el gobierno seguirá redistribuyendo, hay que buscar la manera menos dañina de que lo haga, para lo cual hay que respetar dos principios: 1) Se debe subsidiar la demanda, no la oferta y, 2) Más que satisfacer necesidades, se deben desarrollar habilidades. 
 
   La aplicación del primer principio tiene como resultado la libertad de elección: si, en vez de subsidiar la oferta educativa, dándole recursos fiscales a las escuelas gubernamentales, se les da a los padres de familia un vale cambiable solamente por educación, se les da la libertad de elegir a qué escuela mandar a sus hijos. 
 
   La aplicación del segundo principio tiene como resultado la eliminación de la causa que motivó la intervención del gobierno: si, gracias al desarrollo de las habilidades necesarias, la gente pobre deja de serlo, y deja de serlo porque ya es capaz, a través de un trabajo productivo, de generar un ingreso suficiente para, por lo menos, satisfacer sus necesidades básicas, la ayuda del gobierno se vuelve innecesaria, de tal manera que la mejor intervención del poder público es la que más pronto se torna innecesaria.
 
   El problema es que si la intervención del poder público se vuelve innecesaria, también se vuelve innecesario el trabajo del funcionario público, ¡y por lo tanto el funcionario publico!, lo cual nos lleva a la siguiente pregunta: ¿cuántos funcionarios públicos están de acuerdo con la afirmación de que la mejor intervención del poder público es la que más pronto se torna innecesaria? Y si en sus manos está hacer que dicha intervención se haga innecesaria lo más pronto posible, ¿qué incentivos tienen para hacer que así sea?
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   Los grupos de interés, que no puedan competir en un mercado libre, continuarán buscando la protección del gobierno. Si algo hemos aprendido de todos estos problemas, es que a futuro la intervención del gobierno causará el verdadero Apocalipsis.
 
   Mike Milken
 
    
 
   El gobierno tiene el derecho de prohibirle a los gobernados la realización de determinadas acciones. ¿Cuáles? Las que son delictivas por su propia naturaleza, siendo tales las que atentan contra la vida, la libertad y la propiedad de los seres humanos: matar, mutilar, esclavizar, robar. Dicho de otra manera: el gobierno tiene el deber de garantizarle a los gobernados la seguridad contra la delincuencia y, en el caso de fallar, el de impartir justicia, en sus dos vertientes: castigar al delincuente y resarcir a la víctima. La realización honesta y eficaz de estas dos tareas es lo que justifica la existencia del gobierno, con el primero de sus poderes: el poder obligar al gobernado a que, en su calidad de contribuyente, el entregue parte del producto de su trabajo.
 
   ¿Qué sucede cuando el gobierno le prohíbe, a alguien, la realización de una acción que no es delictiva por su propia naturaleza? Que no está ejerciendo un derecho sino un poder, ¡algo muy distinto! En muchas ocasiones los gobiernos hacen lo que hacen, no porque tengan el derecho para hacerlo, sino porque tienen el poder para llevarlo a cabo, hechura que en tales condiciones no pasa de ser una injusticia, tal y como es el caso de la prohibición para participar en éste o aquel sector de la actividad económica, o en aquel o éste mercado, prohibición que es producto del poder, no del derecho. Y no hay nada más peligroso que el gobierno actuando, no en función del derecho (me refiero, obviamente, al verdadero derecho), sino del poder (me refiero, claro está, al arbitrario, al que no se funda en el derecho), tal y como sucede cuando, con el fin de promover intereses pecuniarios de grupos empresariales, el gobierno limita o elimina la participación de la competencia en aquellos sectores de la actividad económica, o en aquellos mercados, en los cuales ya participa uno (monopolio), dos (duopolio) o unos cuantos (oligopolio) oferentes, limitación o eliminación de la competencia que es del interés de los empresarios que no pueden, o no quieren, competir en el mercado libre, que es el totalmente abierto a la participación de todo aquel, nacional o extranjero, que quiera participar, empresarios que, sobre todo en tiempos de crisis, van a demandar ese privilegio del gobierno. Claro que, una cosa es lo que los empresario demanden, y otra muy distinta lo que los gobernantes, comenzando por los legisladores, les otorguen. ¡Pedir no empobrece…!
 
   ¿Qué sucede, insisto en el tema, cuando el gobierno, en vez de garantizar los derechos a la vida, la libertad y la propiedad, derechos que por ser de todo ser humano se garantizan para todos los seres humanos, lo que hace es promover intereses pecuniarios de grupos empresariales, intereses que son particulares y, por lo tanto, excluyentes? Lo que sucede es que el gobierno deja de actuar conforme a derecho para hacerlo de acuerdo al poder: promueve intereses pecuniarios de grupos empresariales no porque, desde el punto de vista del Estado de Derecho, deba, sino porque, desde la perspectiva del Estado de chueco, puede.
 
   ¿Y en qué consiste la promoción de dichos intereses pecuniarios? De una u otra manera, en mayor o menor medida, por poco o mucho tiempo, en limitar o eliminar la competencia, actual o potencial, que enfrentan, o pueden enfrenar, las empresas así privilegiadas, privilegiadas con algún grado de protección —le enmiendo la plana a Milken—, no solamente porque no puedan competir, sino porque no quieren competir, y no quieren porque no les conviene, razón por la cual les viene bien que el gobierno las mantenga, en mayor o menor medida, al margen de la competencia, lo cual les permite, de entrada, cobrar un precio mayor del que podrían cobrar si estuvieran sujetas a la disciplina de la competencia, todo ello a costa de los consumidores.
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   La única esperanza de libertad supone restringir el poder del gobierno, independientemente de quiénes sean los gobernantes y de cómo hayan sido electos.
 
   Dean Russell
 
    
 
   El mal (el menor de los males, si se quiere), no es el tipo de gobierno (desde la monocracia: el gobierno de uno, hasta la policracia: el gobierno de muchos), ni la forma en la que el gobernante llegó a gobernar (desde el sufragio efectivo hasta el golpe de Estado), ni tampoco el fin que persiga el gobierno (desde garantizar únicamente la seguridad contra la delincuencia y la impartición de justicia, hasta proveer al gobernado de todo lo que va desde la cuna hasta la tumba). 
 
   No, el mal no es, ni el tipo de gobierno, ni la manera en la que el gobernante llegó al poder, ni el fin que el gobierno persigue. El mal es, independientemente de todo lo anterior, el gobierno sin más, y lo es, de entrada, por el poder que lo define, sin el cual no hay gobierno que dure: el poder obligar a los gobernados a entregarle parte del producto de su trabajo o, dicho en términos políticamente correctos, el poder cobrar impuestos, algo que cualquier gobierno, independientemente de su tipo y su fin, tiene que hacer, lo cual lleva a la siguiente pregunta: ¿qué justifica que el gobierno obligue a los gobernados a entregarle parte del producto de su trabajo?
 
   La única respuesta correcta a dicha pregunta es ésta: que el gobierno garantice que nadie más obligará al gobernado a entregar la parte que, una vez pagados los impuestos, le reste del producto de su trabajo. Aceptando (sin conceder) la necesidad de tener un gobierno, debemos aceptar la obligación de entregarle parte del producto de nuestro trabajo, con el fin (único fin, diremos algunos), de que nos garantice que nadie más nos quitará el resto, quita que siempre se realiza con fines redistributivos. Quien, amenazando, roba, redistribuye a su favor, redistribución que hoy realiza, de manera habitual, y siempre a favor de la justicia social, el bien común, el combate a la pobreza, y demás términos por el estilo, el gobierno, y botón de muestra es cualquier presupuesto de egresos de cualquier gobierno, redistribución que parte de un cobro de impuestos que sobrepasa, ¡por mucho!, el mínimo necesario para que el gobierno garantice la seguridad contra la delincuencia y la impartición de justicia.
 
   Hoy cualquier gobierno, al margen de su tipo, forma de haber llegado al poder, y fin que persiga, redistribuye, al grado de que gobernar se ha vuelto sinónimo de redistribuir, es decir, de quitarle a unos para darle a otros, razón por la cual terminó haciendo aquello que debía evitar: la redistribución forzosa, bajo amenaza, desde quienes generan ingreso hacia quienes no lo generan; desde quienes generan más ingreso del que son capaces de consumir, hacia quienes no generan un ingreso que les permita consumir lo suficiente; desde los productivos hacia los improductivos.
 
   La redistribución, desde el momento en el cual la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, atenta, no solamente contra la propiedad, sino también contra la libertad: en la misma medida en la que, por obra y gracia de la redistribución, se limita la propiedad privada, se limita la libertad individual, y se limita mucho más allá del único límite aceptable en una sociedad civilizada: el que impone el respeto a los derechos de los demás.
 
   Se justifica que se limite la libertad de la persona cuando el fin es no hacerle daño a los demás: no matarás, no esclavizarás, no robarás. ¿Pero qué sucede cuando la libertad se limita, no con el fin de que uno no le haga daño a otro, sino con el objetivo de que le haga el bien: le darás de comer; le darás medicinas y atención médica; le darás educación? ¿Qué sucede cuando la libertad se limita, no para garantizar derechos, sino para satisfacer necesidades, tal y como sucede hoy en todos los países? Lo que sucede, como lo señala Russell, es que ha llegado el momento de limitar el poder del gobierno, comenzando por el poder para cobrar impuestos.
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   Es espíritu del comercio trae consigo el espíritu de la frugalidad, la economía, la moderación, el trabajo, la sabiduría, la tranquilidad, el orden y la regularidad.
 
   Montesquieu
 
    
 
   En una economía basada en la división del trabajo, en la cual cada uno coopera en la producción de una mínima parte de los bienes y servicios que entre todos producimos, razón por la cual la mayor parte de las mercancías que necesitamos para satisfacer nuestras necesidades son, de entrada, propiedad de alguien más, debe resolverse el problema de la adquisición de las mismas, problema que tiene tres soluciones: la benevolencia de los demás, dispuestos a regalarle al necesitado lo que necesita; la violencia del necesitado, quien a punta de amenazas le quita a los demás lo que necesita para satisfacer sus necesidades; el intercambio, por medio del cual el necesitado le da a su benefactor algo que valora más con relación a lo que cede, de tal manera que el necesitado se convierte en benefactor de su benefactor, quien a su vez se convierte en necesitado. Esta es, usando la expresión de Rigoberto Stewart, la magia el comercio, a la cual se refiere Montesquieu.
 
   El comercio supone, obviamente, la división del trabajo, pero no solamente la división del trabajo. Supone también, de manera muy importante, una actitud ética a favor de la propiedad privada, a favor del respeto a la propiedad de los demás, por la cual reconocemos que la única manera ética de obtener aquello que necesitamos, y que de entrada, por obra y gracia de la división del trabajo, es propiedad de alguien más, es ofreciéndole algo que valore más que aquello que nosotros necesitamos y que, por lo tanto, valoramos, razón por la cual estamos dispuestos a dar algo a cambio.
 
   Dada esa actitud ética, que rechaza desde la benevolencia del otro hasta la violencia de uno, es que el comercio es causa y efecto de la civilización, misma que comienza por el reconocimiento y respeto al derecho de los demás, derecho que, cuando de la propiedad se trata, encuentra su máxima expresión de respeto en el intercambio, respeto que lo es también del derecho a la libertad. Las partes que comercian lo hacen libremente: libremente intercambian parcelas de su propiedad, lo cual supone todo lo señalado por Montesquieu: frugalidad, economía, moderación, trabajo, sabiduría, tranquilidad, orden y regularidad, todo lo cual lo encontramos, ¡fíjese bien!, en los mercados.
 
   Al hablar del comercio nos referimos al intercambio de mercancías entre personas, sin importar su nacionalidad, misma que es un accidente de la geografía política, que nada tiene que ver con las ventajas que el intercambio comercial les reporta a las partes involucradas, sean de la misma nacionalidad o de nacionalidad distinta, con la ventaja, cuando del comercio entre personas de distinta nacionalidad se trata, de que el mismo asegura, de manera más eficaz que cualquier tratado de paz entre gobiernos, la paz entre las naciones, punto que no debe pasarse por alto cuando se analizan las ventajas del comercio entre personas de distinta nacionalidad. Es la tranquilidad, ¡y también la economía!, a la que se refiere Montesquieu.
 
   De lo anterior se sigue que todos aquellos, ¡que no son pocos, desde nacionalistas con prejuicios ideológicos hasta empresarios con intereses pecuniarios!, que se oponen al comercio entre personas de distinta nacionalidad se oponen a la frugalidad, la economía, la moderación, el trabajo, la sabiduría, la tranquilidad, el orden y la regularidad que son consecuencias del comercio, que no debe limitarse al que realizan personas de la misma nacionalidad, sino permitirse entre personas de nacionalidad distinta, algo que hoy muchos políticos, legisladores y gobernantes, apoyados por empresarios mercantilistas, no están dispuestos a permitir.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
 
    
 
    
 
   92
 
    
 
   Hemos intentado tantas cosas; ¿cuándo intentaremos las más simple de todas: la libertad?
 
   Frédéric Bastiat
 
    
 
   Bastiat escribió lo anterior en el entorno de la revolución de 1848, revolución que fue de inspiración socialista, con los socialistas proponiendo lo que siempre, desde Platón, han propuesto: el armado consciente de la sociedad, como si la misma fuera un enorme rompecabezas, los seres humanos las piezas del mismo y ellos, los socialistas, los armadores, sabiendo de antemano cuál es el lugar y la tarea de cada quien, todo lo cual es contrario a la libertad individual (y, también, a la propiedad privada)
 
   De 1848 a la fecha las cosas no han cambiado, y hoy los políticos de todos los colores recelan de la libertad y de las dos erres que le son inseparables: riesgo y responsabilidad. Basta atender a las campañas electorales, de cualquier país, y de cualquier partido, para darnos cuenta. ¿Qué prometen los candidatos? No solamente la seguridad contra la delincuencia y la justicia, como debe ser en un estado verdaderamente liberal, es decir, en el cual realmente se respeta la libertad de la persona, sino todo tipo de satisfactores, en algunos casos desde la cuna hasta la tumba, lo cual parte del supuesto de que los gobernados son tan inútiles que, sin la ayuda del gobierno, resultan incapaces de satisfacer sus necesidades.
 
   Lo que los candidatos prometen no es solamente garantizar derechos (a la vida, la libertad y la propiedad), sino satisfacer necesidades (sobre todo las básicas, desde alimentación hasta atención médica y medicinas) o, dicho de otra manera, lo que pretenden no es solamente prohibir que nos hagamos daño unos a otros (garantizar derechos), sino que unos beneficien a otros (satisfacer necesidades), ya que los recursos con los que el gobierno atiende las necesidades básicas de unos salen, por la vía del cobro de impuestos, de los bolsillos de otros. ¿Qué es lo que hace el gobierno? Obligar a que los segundos ayuden, con su intermediación, a los primeros. ¿De qué se trata? De la redistribución, que viola tanto la propiedad privada como la libertad individual, ya que la primera es la condición de posibilidad de la segunda, redistribución que parte del supuesto de que la generación original del ingreso es desde desigual (lo cual es cierto) hasta injusta (lo cual no es cierto), injusticia y desigualdad que debe corregirse, para lo cual hay que armar el rompecabezas de manera distinta, lo cual se logra con la redistribución del ingreso. Hay que quitarles a unos para darles a otros.
 
   ¿Cuáles han sido, por lo general, los resultados de las pretensiones socialistas? En la mayoría de los casos, tal y como es el caso de México, las consecuencias están a la vista, realidad ante al cual los políticos proponen, en esencia, y tal vez con uno que otro cambio accidental, más de lo mismo, propuesta ante la cual bien vale la pena preguntarles lo que Bastiat se pregunta: ¿No será ya tiempo de intentar lo más simple de todo, la libertad, que no solamente es lo más simple de todo, sino lo más eficaz y justo de todo? Pero no, todos los políticos, sin excepción, quieren tratar a los ciudadanos como si fueran las piezas de un rompecabezas y ellos los únicos capaces de armarlo correctamente, para lo cual prometen dese precios justos hasta medicinas gratis, todo lo cual supone redistribución, es decir, quitarle a unos para darle a otros o, dicho de otra manera, obligar a que unos entreguen parte del producto de su trabajo a favor de otros, obligación que es, en mayor o menor grado, la que todos los políticos, de derecha, centro o izquierda, le imponen a los ciudadanos, y se la seguirán imponiendo mientras no se intente lo más simple, ¡y eficaz y justo!, de todo: la libertad.
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   La usura, si debe ser considerada una ofensa, es una ofensa que se comete con el consentimiento de la víctima.
 
   Jeremy Bentham
 
    
 
   En marzo de 1787 Jeremy Bentham, el más conspicuo de los utilitaristas, le envío una carta a Adam Smith, quien, ¡sorpresas te da la vida!, estaba a favor de que se promulgaran leyes contra la usura, con el fin de evitar que la gente se endeudara a tasas de interés que, tarde o temprano, no iban a poder pagar. En su carta, que fue incluida, en 1790, en su libro En defensa de la usura, Bentham se opuso a tales leyes, por considerar, correctamente, que una cosa es el cobro de lo que, para algunos, resulta una tasa de interés excesiva, calificada por ellos de usurera, ¡que al final de cuentas el deudor acepta pagar!, y otra muy distinta un delito, entendido como la violación del derecho de alguien más. Quién lo hubiera dicho: Bentham, quien terminó estando a favor de un extenso e intenso intervencionismo gubernamental en la vida de las personas, defendiendo, ¡en contra de Adam Smith!, el libre mercado en materia de tasas de interés.
 
   El primer problema con la usura, que el diccionario define como el «interés abusivo en un préstamo», es determinar a partir de qué porcentaje el interés que el deudor debe pagar por el préstamo es abusivo. La respuesta es muy sencilla: resulta abusiva, y por lo tanto usurera, aquella tasa de interés que el deudor no está dispuesto a pagar, razón por la cual no la paga, lo cual quiere decir, y esta es la línea del razonamiento de Bentham, que, por definición, cualquier tasa de interés que alguien esté dispuesto a pagar no es usurera, independientemente de que, para alguien más, sí resulte muy elevada y no esté dispuesto a pagarla, discrepancia entre uno y otro que se debe a la valoración subjetiva de cada quien: lo que para alguno, en determinas circunstancias, puede resultar un precio bajo, para otro, en circunstancias distintas, puede resultar un precio alto.
 
   Lo anterior quiere decir que son los demandantes de crédito quienes deciden si una tasa de interés es usurera, o no, decisión a la que le sigue una acción en consecuencia —pedir, o no pedir, el crédito—, acción que ejercerá presión sobre la tasa de interés, ya que, si por considerarla usurera, los potenciales demandantes de crédito no actualizan su demanda (a esa tasa de interés no piden prestado), habrá una sobreoferta de crédito, que se corregirá con la baja en la tasa de interés, que no es otra cosa más que el precio del crédito, tasa de interés que, como todo precio, está sujeta a la ley de la oferta y la demanda, ley que eliminará los intereses usureros, sin necesidad de que los legisladores redacten y promulguen leyes contra la usura. Basta con las leyes de la economía, algo que muchos políticos, legisladores y demás defensores de lo políticamente correcto no entienden.
 
   El tema de la usura puede ligarse al tema del precio justo, un asunto que ha inquietado a más de uno desde la época de los filósofos griegos, ya que una tasa de interés usurera es, desde el punto de vista de lo políticamente correcto, equivalente a un precio injusto, manera de adjetivar el sustantivo precio que no deja de tener sus problemas. ¿Cuál es el precio justo? Aquel al que se lleva a cabo la transacción, razón por la cual ni el oferente, ni el demandante, deben quejarse y afirmar que el precio al cual vendieron, o compraron, fue injusto. Si lo fue, ¿por qué accedieron a la transacción? ¡Qué rara injusticia aquella a la que la víctima accede voluntariamente!, que es precisamente a lo que se refiere Bentham al señalar que la usura es una ofensa que se comete con el consentimiento de la víctima.
 
   Si por usura entendemos un precio excesivo por el crédito, y si por excesivo entendemos aquel precio que el consumidor no está dispuesto a pagar, ¡razón por la cual no lo paga!, ¿cuál es el problema con la usura y cuál la necesidad de, en aras del precio justo, redactar y promulgar leyes en su contra, tal y como lo proponen muchos?
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   Existe la tentación de creer que el Estado debe acompañar a una sociedad compleja en su viaje hacia el futuro. ¡Combatamos la tentación! Solamente hombres y mujeres, que al actuar ponen en riesgo su propiedad, son confiables para tomar las decisiones que hacen posible un futuro mejor que el presente.
 
   Jim Fedako
 
    
 
   Una idea más o menos generalizada es que a mayor complejidad de las interacciones entre las personas, mayor necesidad de que alguien las planee, conduzca, coordine y oriente, siendo que, en todos los casos, esa responsabilidad recae en el gobierno, mismo que está involucrado en campos de la vida humana en los que, bien vistas las cosas, sobre todo desde el punto de vista de la libertad individual y la propiedad privada, no debería tener ninguna injerencia.
 
   En muchos países, comenzando por México, se cree que el gobierno debe planear, conducir, coordinar y orientar la actividad económica nacional, creencia que parte del convencimiento de que sin tal planeación, conducción, coordinación y orientación gubernamental el mercado, es decir, las personas intercambiando libremente desde trabajo por salario hasta ingreso por satisfactores, será incapaz de obtener buenos resultados, mismos que demandan la intervención del gobierno, sin la cual el futuro no será mejor que el presente.
 
   Parece lógico pensar que, a mayor complejidad de los fenómenos sociales, comenzando por los económicos, desde la producción hasta el consumo, mayor la necesidad de que alguien se encargue de, repito los cuatro verbos, planearlos, conducirlos, coordinarlos y orientarlos, ¡como si fuera posible que alguien planee, conduzca, coordine y oriente, por ejemplo, el proceso de producción de un lápiz, que abarca desde la siembra de la semilla que, convertida en árbol, proporcionará parte de la materia prima del lápiz, hasta la exhibición del mismo en alguna papelería! ¿Existe alguien que tenga todos los conocimientos, desde técnicos hasta económicos, para poder planear, conducir, coordinar y orientar, de la A a la Z, la producción del lápiz, y obtener mejores resultados de los que se obtienen por medio del mercado, es decir, a través de los intercambios voluntarios de todos aquellos que, ¡poniendo en juego su propiedad!, aportan factores de la producción al proceso de producción del lápiz? No.
 
   El proceso de producción del lápiz es resultado de la acción humana, pero no del diseño humano, lo cual quiere decir que es el resultado de los intercambios de todos aquellos que, por conveniencia, y por lo tanto voluntariamente, participan de dicho proceso, sin saber, en muchos casos, que están participando en el proceso de producción del lápiz, como puede ser el caso del dueño del vivero, quien siembra una semilla sin tener la más remota idea de cuál vaya a ser su destino.
 
   Cada una de las personas que interviene en el por demás complejo proceso de producción del lápiz, lo hace arriesgando su propiedad, es decir, enfrentando la posibilidad de obtener una ganancia, pero también la de incurrir en una pérdida, siendo esta última posibilidad la que minimiza las posibilidades de error, posibilidad que está ausente del quehacer gubernamental, gobierno que puede, al final de cuentas, traspasar sus pérdidas a los contribuyentes.
 
   Fedako tiene razón: un futuro que sea mejor que el presente será el resultado de las acciones de personas que, detectando la oportunidad de remover algún tipo de insatisfacción, arriesgan su propiedad (por ejemplo: invirtiéndola en el proceso de producción), para efectivamente removerla, sobre todo si tal remoción implica procesos de producción complejos, que solamente son el resultado de la acción humana, pero no del diseño humano, por más que no falten quienes creen que la tarea del gobierno es llevar a cabo ese diseño, sin el cual esas realidades complejas resultan imposibles, todo lo cual es falso, y basta un vistazo a nuestro alrededor para comprobarlo.
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   Debemos amar a nuestro país aunque nos trate injustamente.
 
   Voltaire
 
    
 
   La frase de Voltaire es el típico ejemplo del patrioterismo ramplón, de lo políticamente correcto llevado al extremo de la bajez, ante el cual debemos preguntarnos, aunque nos trate mal, ¿debemos amar a nuestro país?, ¿y hacerlo en una decisión semejante a la de poner la otra mejilla?
 
   Para responder lo primero que hay que hacer es preguntarnos en qué consiste amar al país, para lo cual hay que definir los dos términos involucrados: amar y país. Amar, según el Diccionario de la Real Academia Española, es «tener amor a alguien o algo», siendo que amor es «el sentimiento intenso del ser humano que, partiendo de su propia insuficiencia, necesita y busca el encuentro y unión con otro ser», o, más de lo mismo, «el sentimiento hacia otra persona que naturalmente nos atrae y que, procurando reciprocidad en el deseo de unión, nos completa, alegra y da energía para convivir, comunicarnos y crear», o, por si queda duda, «el sentimiento de afecto, inclinación y entrega a alguien o algo», definiciones de amar y amor que nos obligan a preguntar, uno, si ese sentimiento puede tenerse para algo tan abstracto como lo es el país y, dos, si ese sentimiento puede ser el resultado de un acto de la voluntad, ya que Voltaire apunta que debemos amar a nuestro país, deber que hace referencia, precisamente, al acto de la voluntad.
 
   País, según el ya consultado diccionario, se define como «nación, región, provincia o territorio», siendo que el sinónimo que mejor le viene es el de nación, que el diccionario define como el «conjunto de los habitantes de un país regido por el mismo gobierno»; como el «territorio de ese país»; como el «conjunto de personas de un mismo origen y que generalmente hablan un mismo idioma y tienen una tradición común».
 
   Así las cosas amar al país supondría tener un sentimiento de afecto (lo menos), inclinación (lo intermedio) y entrega (lo más) hacia el conjunto de habitantes de un mismo origen, mismo idioma y misma tradición, regido por un mismo gobierno, lo cual resulta imposible, sobre todo si somos capaces de distinguir entre respetar y tolerar, por un lado, y amar por el otro. El respeto y la tolerancia hacia los demás sí es producto de un acto de la voluntad. El amor no, ya que el mismo, como sucede con todos los sentimientos, surge de manera espontánea, no siendo producto de la voluntad del ser humano. El amor es un querer involuntario, razón por la cual resulta absurdo el mandato ¡Ama!
 
   Para la constitución de un país como tal basta el respeto y la tolerancia, siendo imposible, porque el amor entre cosas es excluyente, que se de ese sentimiento de afecto, inclinación y entrega para el conjunto de habitantes de un mismo origen, mismo idioma y misma tradición, regido por un mismo gobierno, y quien diga lo contrario está cayendo en el más ramplón de los patrioterismos, sobre todo si, como lo hace Voltaire, ese amor debe surgir aún en el caso de que el país te haya tratado mal, lo cual supone que todos y cada uno de los miembros del conjunto lo hizo, algo que resulta imposible: que un mexicano te haya tratado mal no quiere decir que México lo haya hecho.
 
   Además hay que considerar que la orden ¡Ama! (salvo en el caso de Dios) es absurda, contraria al orden natural de la cosas, ya que, como se explicó antes, el amor, entendido como ese sentimiento de afecto, inclinación y entrega, surge espontáneamente, como también es absurda, por irreal, la afirmación de que el país nos trató injustamente. Sin embargo, frases como la de Voltaire le caen como anillo al dedo a los promotores del patrioterismo ramplón y, al final de cuentas, del patriotismo sin más, que el diccionario define como el «amor a la patria».
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El socialismo se opone al individualismo exaltando las virtudes de la colaboración y cooperación entre los hombres para lograr un objetivo común, frente a la actitud competitiva que propugna la persecución de los intereses individuales en contra y en competencia con los intereses de los demás.
 
   Felipe González
 
    
 
   La frase de González, buen ejemplo de las confusiones mentales que aquejan a los socialistas, no tiene desperdicio, comenzando por la creencia de que individualismo es antónimo de colaboración y cooperación, creencia idiota que solamente los idiotas pueden creer. Si el individualismo fuera sinónimo de no colaboración y no cooperación, los individualistas, comenzando por el que esto escribe, deberíamos exiliarnos, a la Robinsón Crusoe, en una isla desierta, y evitar, por todos los medios a nuestro alcance, la llegada de Viernes, y, en el caso de fracasar en el intento, negarnos a colaborar y cooperar con él en las tareas diarias de la sobrevivencia, algo que, ¡obviamente!, ni el más recalcitrante de los individualistas estaría dispuesto a hacer, por una razón muy sencilla: las ventajas que, para la satisfacción de las necesidades, trae consigo la colaboración y cooperación que, en el campo de la economía, suponen la división del trabajo y, por lo tanto, el intercambio, que es la manera más eficaz de que los seres humanos colaboren y cooperen en la satisfacción de sus necesidades.
 
   El individualismo no se opone a la colaboración y a la cooperación, tal y como lo comprobamos en cada intercambio comercial, al cual las partes acceden, no solamente por razones individualistas, sino, ¡horror!, por motivos egoístas, ya que tanto el comprador como el vendedor lo que pretende es satisfacer sus necesidades, no las de los demás. Cualquier intercambio comercial supone, ¡por motivos individualistas y egoístas!, la colaboración y cooperación entre los oferentes y los demandantes, lo cual muestra que el individualismo y el egoísmo no se oponen a la colaboración y cooperación entre personas. 
 
   Pero Gonzáles va más allá y afirma que lo que el socialismo busca, por medio de la cooperación y la colaboración, es el logro de objetivos comunes que, precisamente por serlo, se oponen a los fines individualistas de cada uno, lo cual no necesariamente es cierto, ya que varias personas pueden, buscando por motivos egoístas un fin individual, coincidir en ese fin, como puede ser el caso de todos los que trabajan en una empresa y se esfuerzan por hacerla lo más competitiva posible, ya que ello es lo que le conviene a cada uno de ellos.
 
   González da un paso más y llega al tema de la competencia, que concibe como la persecución de los intereses de cada quien en contra de los intereses de los demás, es decir, como el enfrentamiento de intereses individuales, lo cual es cierto: eso es la competencia. La pregunta es si ese enfrentamiento de intereses individuales, sobre todo cuando se da en el mercado, y sin que ninguna de las partes en competencia reciba privilegios del gobierno, es malo, razón por la cual hay que sustituir la competencia por la colaboración y la cooperación, lo cual daría como resultado, sobre todo en el ámbito de la economía, el monopolio que, en la visión de los socialistas, debe ser, ¡para colmo de males!, monopolio gubernamental.
 
   En eso, en el monopolio gubernamental, es en lo que desembocaría, en el ámbito de la actividad económica, la eliminación, por individualista y egoísta, de la competencia, permitiéndose únicamente la colaboración y la cooperación que, ante la falta de competencia, resultarían muy poco eficaces para elevar el nivel de bienestar de la gente, pese a lo cual, y allí está la frase de Gonzalez como ejemplo, hay quienes insisten en el tema.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El mercado no es ni bueno ni malo... es perfecto.
 
   Adriana Merchant
 
    
 
   Tal vez, inclusive a los defensores del mercado, la afirmación de Merchant les perezca exagerada, sobre todo si entendemos lo de perfecto como debe entenderse, es decir, como aquello que no acepta mejoría, algo impensable para el obrar y la obra humana, que por más buenas que sean siempre son perfectibles. El mercado, ¿será la excepción que confirma la regla?, o, por el contrario, se trata de una exageración de Merchant?
 
   Para responder lo primero que hay que hacer es entender que el mercado es la relación de intercambio entre dos agentes económicos, oferente el uno y demandante el otro, misma que tiene como fin un mayor bienestar para cada una de las partes involucradas, relación cuyo resultado es la mejora para cada uno de los agentes económicos involucrados. ¿Por qué? Porque cada uno de ellos valora más lo que recibe que lo que da, razón por la cual, en términos de valor, cada uno está mejor después del intercambio que antes del mismo, lo cual resulta positivo.
 
   En segundo lugar hay que tener presente que, por obra y gracia de la división del trabajo, la gran mayoría de los bienes y servicios que necesitamos para satisfacer, desde nuestras necesidades básicas hasta el más excéntricos nuestros caprichos, son propiedad de alguien más, lo cual plantea la siguiente pregunta: ¿cómo los adquirimos? Fundamentalmente hay tres maneras: recurriendo a la benevolencia (pidiendo que nos los regalen), echando mano de la violencia y/o el engaño (robándolos), u ofreciendo algo a cambio (comprándolos). De estas tres formas de adquirir aquello que necesitamos, y que de entrada no es nuestro, ¿cuál es la ética y económicamente correcta? Evidentemente que la tercera, el intercambio, que es un juego de suma positiva, en el sentido de que las dos partes involucradas ganan, no siendo ese el caso, ni de la benevolencia, ni mucho menos de la violencia.
 
   Dicho lo anterior, y dado el tema de este escrito, viene bien la siguiente pregunta: ¿existe, más allá del intercambio, que es lo mismo que decir mercado, y descartadas la benevolencia y la violencia para tales fines, una mejor manera de resolver el problema que genera la división del trabajo, por la cual buena parte de los bienes y servicios que cada uno necesita son, de entrada, propiedad de alguien más? Se podrá responder que sí, y que la misma consiste en la distribución, llevada a cabo por el gobierno, de esos bienes y servicios, lo cual supone no haber caído en la cuenta de que esa redistribución, ¡que no distribución!, no pasa de ser violencia disfrazada de benevolencia —benevolencia porque se pretende ayudar a quien no tiene, violencia porque se le ayuda quitándole a quien sí tiene, violencia que invalida la benevolencia—, lo cual nos lleva de nuevo a la pregunta de si existe, al margen del mercado, una mejor manera, tanto desde el punto de vista ético como económico, de solucionar el problema originado por la división del trabajo, merced a la cual la gran mayoría de las mercancías que cada uno necesita son propiedad de alguien más. ¿Existe? No, lo cual quiere decir que el intercambio es la mejor manera de resolver el mentado problema. Y si es la mejor manera, lo cual quiere decir que no existe nada mejor, ¿no resulta perfecto, en el sentido que cuenta, en grado máximo, con todas las cualidades requeridas para lograr su tarea, que en este caso consiste en elevar el nivel de bienestar de todos respetando la propiedad de cada uno? ¿Es, o no, en este sentido, perfecto el mercado? Más de uno, por ignorancia o prejuicio, dirá que no.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Los animales, tienen hambre, consiguen comida y comen. El ser humano, tiene hambre, consigue alimento, ¡cocina!, y luego come.
 
   Félix de Jesús Quevedo
 
    
 
   El ser humano enfrenta el reto, inmediato, de la sobrevivencia, de cuya superación depende eso, que sobreviva, y que mañana pueda enfrentar, nuevamente, el mismo reto, y así día tras día, por el resto de su vida, en una lucha constante por sobrevivir. Pero resulta que el ser humano no se conforma con sobrevivir: no se conforma con alimentarse de cualquier manera, ¡cocina!, lo cual supone desde invención (cómo cocinar) hasta inversión (de tiempo, para empezar); no se conforma con habitar cuevas, ¡construye casas!, lo cual supone desde invención (cómo construir) hasta inversión (para comenzar, de tiempo); no se conforma con cubrirse con pieles, ¡produce ropa!, lo cual supone, va de nuevo, desde invención (cómo producirla) hasta inversión (de tiempo, para empezar), y así una y otra vez, a lo largo del camino del progreso económico, que solamente recorre el ser humano. 
 
   Ya lo dice Quevedo: los animales, tienen hambre, consiguen comida y comen; el ser humano, tiene hambre, consigue alimento, ¡cocina!, y luego come, lo cual quiere decir que para el ser humano es importante no solamente el qué —qué comer—, sino el cómo —cómo comerlo—, de tal manera que no cualquier cómo hace válido el qué, y si el ser humano se toma la molestia de cocinar, de transformar un trozo de carne cruda en un filete a las tres pimientas, acompañado de una ensalada bien aderezada y de una copa de buen vino, es porque tal molestia vale la pena o, dicho de otra manera, porque valora más el filete a las tres pimientas que el trozo de carne cruda. ¿Por qué? Misterio de la naturaleza humana.
 
   Los seres humanos no nos conformamos con sobrevivir, es decir, con satisfacer, día tras día, las necesidades básicas, que son aquellas que, de quedar insatisfechas, atentan contra la salud y la vida. Una vez garantizada la sobrevivencia los seres humanos aspiramos, uno, a la seguridad económica: garantizar desde hoy la satisfacción de las necesidades básicas de mañana; dos, a mayores niveles de bienestar material: satisfacer de mejor manera las necesidades, comenzando por las básicas; tres, al progreso humano: satisfacer necesidades distintas de las básicas, como lo son las culturales, morales y espirituales, teniendo presente que así como nos esforzamos por producir los bienes materiales que nos permiten mantener la vida debemos esforzarnos por adquirir aquellos valores culturales, morales y espirituales que hagan que nuestra vida sea digna de mantenerse.
 
   Una vez satisfechas las necesidades básicas, y asegurada la sobrevivencia, aparece una de las características más notorias del ser humano, la insatisfacción, lo cual quiere decir que no quedamos satisfechos con la satisfacción de las necesidades básicas y que aspiramos a la seguridad económica, a mayores niveles de bienestar material, y al progreso humano, todo ello, en muchos casos, en exceso de lo estrictamente necesario para vivir bien, que supone algo más que sobrevivir, lo cual llevó, entre otros al mismísimo Adam Smith, a preguntarse ¿por qué? ¿Por qué el ser humano se esfuerza, en no pocas ocasiones a costa de su tranquilidad y salud, y en última instancia de su felicidad, por lograr metas, comenzando por las pecuniarias, que sobrepasan por mucho lo necesario, no solamente para sobrevivir, sino para vivir bien? ¿Por qué? Misterio de la naturaleza humana, del cual depende el progreso, por lo menos en su dimensión material, entendida como la disposición de más y mejores bienes y servicios.
 
   Por lo pronto es un hecho que el ser humano no se conforma con alimentarse de cualquier manera, ¡cocina!; no se conforma con habitar cuevas, ¡construye casas!; no se conforma con cubrirse con pieles, ¡produce ropa!, y así una y otra vez, a lo largo de un camino, el del progreso económico, que solamente él recorre, porque solamente él es capaz de recorrerlo. ¿Por qué? Misterio de la naturaleza humana.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   Gobierno grande significa gente pequeña.
 
   EDMUNDO OPITZ
 
    
 
   Si, como apunta Opitz, gobierno grande, y más que grande grandote, significa gente pequeña, y más que pequeña mediocre, entonces la mayoría de la gente que habita hoy este planeta es eso, gente mediocre.
 
   ¿Qué debemos entender por gobierno grandote? Uno que, además de garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, pretende ser, desde ángel de la guarda, y preservar a los gobernados de todos los males, hasta hada madrina, y concederle a los gobernados todos los bienes, lo cual da lugar a gobernados dependientes de lo que el gobierno haga o deje de hacer por ellos, en áreas que van desde la alimentación hasta la salud, pasando por la educación, por citar los tres campos en las cuales los gobernantes han pretendido, de manera más insistente, actuar como ángeles de la guarda y hadas madrinas, ángeles que suponen personas incapaces de defenderse de los males, hadas que suponen seres humanos incapaces de luchar por los bienes, motivo por los cuales son eternos menores de edad, dependientes de alguien más.
 
   ¿Qué debemos entender por gobierno grandote? Uno que hace más de lo que cualquier gobierno debe hacer. ¿Y qué es lo que cualquier gobierno debe hacer? Garantizar la seguridad contra la delincuencia y, de fallar, impartir justicia. El mal del que el gobierno debe preservarnos es la delincuencia y el bien que debe otorgarnos es la justicia. El gobierno debe ser ángel de la guarda únicamente con relación a la delincuencia, y hada madrina solamente respecto de la justicia, siendo responsabilidad de los gobernados la lucha en contra de todos los otros males (por ejemplo: el hambre, la enfermedad y la ignorancia) y a favor de todos los otros bienes (por ejemplo: alimento, medicina y educación).
 
   El gobierno grandote es gobierno ángel de la guarda, con la pretensión de preservarnos de todos los males, ¡llegando al absurdo de pretender preservarnos, inclusive, de los males que podamos hacernos a nosotros mismos!,[14] y también es hada madrina, con la intención de otorgarnos todos los bienes, ¡llegando al extremo de otorgarnos, incluso, bienes superfluos!,[15] gobierno grandote que tiene como contrapartida gobernados pequeños, mediocres, irresponsables, y todo ello por depender del gobierno para algo más, que en muchos casos es mucho más, que la seguridad contra la delincuencia y la impartición de justicia, sin olvidar que el gobierno grandote, por su propia naturaleza, comete injusticias, y ello por la siguiente razón: el gobierno no puede darle todo a todos, motivo por el cual solamente le da algo a algunos, siendo que ese algo que le da algunos previamente se lo tuvo que quitar, por la vía del cobro de impuestos, a los otros.
 
   El gobierno grandote, que lo es por actuar como ángel de la guarda y hada madrina, lo que hace es redistribuir, quitándole a unos para darle a otros, con el fin de preservarlos de ciertos males (por ejemplo: hambre, enfermedad, ignorancia), para lo cual debe proveerlos de ciertos bienes (por ejemplo: alimentos, medicinas, educación), lo cual hace, de aquellos a quienes les quita, víctimas del robo legalizado,[16] y, de aquellos a quienes les da, personas dependientes de la caridad gubernamental, considerados incapaces de defenderse de los males y de luchar por los bienes. Y ese, el gobierno grandote, es hoy la regla.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
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   El Estado es una agencia de agresión institucionalizada y es la principal amenaza contra la civilización y los derechos.
 
   Stephan Kinsella
 
    
 
   Para muchos lectores la afirmación de Kinsella resultará exagerada, ya que la tarea esencial del gobierno es garantizar la seguridad contra la delincuencia y, de fallar, impartir justicia, tareas tienen sentido en función de los derechos del ser humano, que deben ser reconocidos, definidos y garantizados, consistiendo en ello la esencia de la convivencia civilizada misma que, si lo dicho es verdad, depende de que el gobierno garantice la seguridad contra la delincuencia y, de fallar en el intento, imparta justicia. Para hacer valer derechos, y para hacer realidad la civilización, se necesita del gobierno.
 
   Sin embargo, aún suponiendo que el gobierno se limite a garantizar la seguridad contra la delincuencia y a impartir justicia, de entrada tienen que cometer lo que llamo su pecado original: obligar al gobernado a entregarle parte del producto de su trabajo, con la cual financiar esas dos tareas. ¿En qué momento obliga el gobierno al gobernado a entregarle parte del producto de su trabajo? Al momento de cobrarle impuestos, que eso, obligar al contribuyente a entregarle al recaudador parte del producto de su trabajo, es cobrar impuestos, cobro que, digan lo que digan los gubernamentólatras, es un robo con todas las de la ley, una violación del derecho de propiedad y, desde el momento en el cual la propiedad es la condición de posibilidad de la libertad, también del derecho a esta última, todo ello con la intención de que el gobierno defienda los derechos de los gobernados. ¿Cómo justificar que, para que el gobierno defienda los derechos de los gobernados, tenga que violarlos, violación de derechos sin la cual no puede defender derechos? 
 
   La única respuesta a la pregunta es que se «justifica» que el gobierno viole el derecho a la propiedad y la libertad de los gobernados siempre y cuando les garantice que nadie más los violará. Por ejemplo: se justifica que el gobierno obligue al gobernado a entregar parte del producto de su trabajo siempre y cuando el gobierno lo use para garantizarle que nadie más lo obligará a entregar otra parte. Dicho de otra manera: se justifica que el gobierno robe, es decir, que obligue al gobernado a entregarle parte del producto de su trabajo, siempre y cuando le garantice a la víctima de ese robo que nadie más la robará, es decir, le garantice la seguridad contra la delincuencia y, de fallar, le imparta justicia. Dicho argumento, ¿es la justificación del cobro de impuestos?
 
   Si analizamos lo que el gobierno hace hoy en día nos daremos cuenta que hace más que garantizar la seguridad contra la delincuencia e impartir justicia, y eso que hace de más, en la gran mayoría de los casos, se sintetiza en un una palabra: redistribuir, quitarle a unos para darle a otros, redistribución que, ¡ésta sí!, no tiene justificación. Una cosa es que el gobierno les quite a todos para, con igual honestidad y eficacia en todos los casos, garantizar la seguridad de todos e impartir justicia para todos, y otra muy distinta que le quite a unos para darle a otros, independientemente de quiénes sean los unos y quiénes los otros. Si lo primero supone un robo, obligar al contribuyente a entregarle parte del producto de su trabajo al recaudador para que el gobernante defienda sus derechos, lo segundo, obligar al contribuyente a entregarle al recaudador parte del producto de su trabajo para que el gobernante se la de a otro, lo supone todavía más, suponiendo que en materia de robo haya grados, que no los hay: tan robo es el que se comete en beneficio de la víctima (te robo para que nadie más te robe), como el que se comete en beneficio de alguien más (te robo para darle a alguien más).
 
   Si lo dicho en el párrafo anterior es verdad, entonces Kinsella tiene razón.
 
   Por ello, pongamos el punto sobre la i.
 
  
 
  
 
  [1]   Los recursos para invertir salen del ahorro.
 
  [2]   La inversión es todo gasto destinado, precisamente, a producir más y mejor.
 
   
 
  [3]   Lo cual supone menos trabajo y menos ingreso.
 
  [4]   El esfuerzo necesario para volverse competitivos y la posibilidad de fracasar en el intento.
 
   
 
  [5]   La eficacia es la fuerza con la que se obra, la eficiencia el poder para conseguir el fin, dependiendo la segunda de la primera, pero sin agotarse en ella: no basta la eficacia para lograr el objetivo, haciendo falta, además, la eficiencia.
 
  [6]   La suerte, entendida como un conjunto de circunstancias que, estando más allá de nuestro control, nos favorecen (buena suerte) o perjudican (mala suerte), es la excepción, no la regla, pero existe. 
 
   
 
  [7]    Entendiendo por mercado la relación de intercambio entre oferentes y demandantes.
 
   
 
  [8]   Las otras tres son la prudencia, la templanza y la fortaleza.
 
   
 
  [9]   En el sentido de que se comete, por el gobierno, en contra de los individuos.
 
  [10]    No estoy a favor de que uno se haga daño a sí mismo, sino en contra de que las leyes lo prohíban, prohibición que considero más grave que lo primero.
 
  [11]    No estoy en contra de que nos ayudemos unos a otros ¡voluntariamente!. A lo que me opongo es a que las leyes obliguen a unos ayudar a otros, obligación que considero más grave que el más grande los egoísmos.
 
   
 
  [12]   Ya se ve la manera en la que propiedad y libertad están unidas, siendo dos caras de la misma moneda.
 
  [13]   En el año de 2008.
 
  [14]   Por ejemplo: prohibiendo la automedicación.
 
  [15]   Por ejemplo: ofreciendo diversión y esparcimiento «gratis», desde albercas en verano hasta pistas de hielo en invierno.
 
   
 
  [16]   Y eso, robo legalizado, es el cobro de impuestos.
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